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Es ésta la primera ocasión en que afronto la obligación 
de informar al Gobierno a través de esta Memoria que, según 
el precepto legal que la ordena, ha de ser ((expresiva del fun- 
cionamiento y de los resultados de la Administración de Jus- 
ticia». Al disponerme a cumplir este cometido, pesan en mi 
ánimo consideraciones ante cuyo valor sólo el imperativo legal 
y el propósito de dar cumplimiento a un estricto deber, me 
ayudan a superarlas. Pozque, de un lado, está la magnitud de 
una tarea de trascendencia bien patente: el análisis de lo 
que ha sido, durante el pasado año, la Administración de 
Justicia española; y, de otro, la presencia espiritual de quienes 
me han precedido en el desempeño de este puesto honroso, 
a lo largo de los años, entre quienes existen figuras señeras en 
el campo del Derecho, cuya vida y cuya obra ha dejado hue- 
lla de su paso. La estela que dejaron y el recuerdo de tantos 
nombres ilustres es lo que impulsa a mantener con decoro 
y dignidad, con entrega absoluta a la función confiada y con 
rectitud de intención, la honra del cargo y el fiel servicio a 

la Justicia. 
De tantos nombres como han quedado firmemente gra- 

bados en la historia del Ministerio Fiscal y en los anales de 
la ciencia jurídica española, debemos evocar aquí a quienes, 
en los Úítimos treinta años, han ocupado este lugar con una 
dedicación ejemplar y una eficacia bien reconocida y han 
contribuido, decisivamente, con su aportación a la construc- 



ción de nuestro Estado de Derecho en la mejor línea de ser- 
vicio a la Justicia y a España. 

Tres grandes juristas cuya competencia ha bastado para 
llenar esta dilatada etapa de la Fiscalía del Tribunal Supremo, 
en un patente ejemplo de continuidad constructiva, por des- 
gracia no muy frecuente antes, en nuestra entonces inestable 
España. 

Don Blas Pérez González, posiblemente el más joven de 
los Fiscales del Tribunal Supremo, que aportó, sin embargo 
de su juventud, un envidiable bagaje de formación jurídica, 
acreditado en la cátedra y puesto luego de manifiesto, junto 
con otras virtudes bien patentes, en el servicio a la Patria, 
en etapas duras y difíciles, desde el Ministerio de la Gober- 
nación. 

Don Manuel de la Plaza y Navarro, maestro de muchas 
promociones de jueces y fiscales, a quien todos los que reci- 
bimos su magisterio y nos asomamos a lo profundo de su 
bondad de corazón, guardamos en nuestra conciencia la gra- 
titud más encendida, por sus enseñanzas, por sus consejos y 
por su constante lección de humanidad; y de quien todos 
tenemos vivo todavía el recuerdo de su figura sencilla, de su 
competencia, compañerismo y señorío. 

Y don Ildefonso Alamillo, rector de la Fiscalía durante la 
mayor parte del tiempo a que esta Memoria ha de referirse, 
ejemplo para todos nosotros y de manera muy especial y en 
trañable para quien ha servido a sus Órdenes y ha conocido, 
de manera directa, sus dotes inigualables de capacidad, fino 
sentido jurídico y caballerosidad en el mando. Su figura, tan 
cercana a todos, sigue siendo familiar y, gracias a Dios, fre- 
cuente, en la relación personal y en el consejo. 

Por mi parte, sólo puedo ofrecer en el servicio que se me 
ha encomendado, el firme propósito de seguir, en lo que me 



sea posible, el camino de quienes antes que yo ha11 sabido 
cumplir esta función con pleno y eficaz acierto, aun a sabien- 
das de que lo único que puedo aportar es mi ilusión, mi 
vinculación entrañable a la Carrera Fiscal y a cuantos la com- 
ponen, así como también a la fraterna Carrera Judicial, y mi 
amor a España, a la que vengo sirviendo y quiero seguir 
en tal tarea mientras Dios lo permita, con toda la fuerza de mi 
corazón y con todo el afán puesto en su prosperidad y en 
su grandeza. 

Antes de entrar en lo que ha de ser, estrictamente, el con- 
tenido de la Memoria debemos dejar constancia en estas pá- 
ginas de aquellos compañeros que durante el año 1965 rin- 
dieron su alma a Dios, porque les debemos el recuerdo y la 

gratitud de todos quienes componemos esta Corporación y 
porque su dedicación a las funciones del Ministerio Fiscal 
ha contribuido en no poca medida a que, en el ámbito de 
sus atribuciones, dieran ejemplo en el cumplimiento del de- 
ber. En la Fiscalía de Jaén hemos de señalar dos ausencias: 
la del que fue Fiscal Jefe de aquella Audiencia, don Juan 
Vázquez de Nicolás, hombre de saber y cultura poco corrien- 
tes y que dejó los posiblemente más lucrativos cargos de Se- 
cretario de Ayuntamiento de primera categoría y Secretario 
de Juzgado de Primera Instancia, para dedicarse a la Carrera 
Fiscal a la que por vocación se hallaba entrañablemente uni- 
do. Don Edilberto Esteban Verástegui, Abogado Fiscal de la 
misma Audiencia, falleció también en el pasado año cuando 
sólo contaba veintiocho de edad y hacía menos de dos que ha- 
bía tomado posesión de su cargo, al que Uegó con toda la 
ilusión de su juventud. 

Ya en las postrimerías del año falleció también el Abogado 
Fiscal de la Audiencia de La Coruña, don José Gómez Na- 
veira, tras penosa enfermedad que le mantuvo alejado durante 



algún tiempo de su habitual trabajo y que ocasionó el dolor 
por la pérdida de tan buen compañero que fue para todos los 
que trabajaron a su lado ejemplo de entrega al servicio. 

Al leer estas lheas todos los que fuimos sus compañeros 
elevaremos, sin duda alguna, una oración a Dios por su alma. 

Y al disponernos a establecer las líneas fundamentales de 
lo que ha de ser la Memoria, surge una observación impres- 
cindible: el objeto primordial de este estudio ha de ser la 
Administración de Justicia tanto en su aspecto estrictamente 
jurisdiccional como en lo que hace relación a sus órganos y 
especialmente al Ministerio Fiscal. Por eso quizá convenga 
comenzar por analizar el lugar que a la Administración de 
justicia corresponde en el conjunto de Insatuciones de nues- 
tro sistema Jwídico-Político, sin perjuicio de que tengamos 
luego que descender a detalles mucho más concretos e in- 
cluso a aspectos puramente materiales e instrumentales, que 
son, sin embargo, decisivos para que la Justicia pueda cumplir 
su cometido. 

1. La Administración de Justicia colno instrumento de la 
función judicial 

.U enfrentarme con esta tarea, tengo bien presente que 
con respecto a la Administración de Justicia, sobre cuyo fun- 
cionamiento he de informar, me incumbe especialmente «sos- 
tener la integridad de sus atribuciones y competencia.. . y de- 
fenderías de toda invasión, sea cualquiera el orden o juris- 
dicción de donde provenga», que es decir tanto como que 
al Ministerio Fiscal corresponde defender la configuración de 
una Justicia independiente, postulado básico, constitucional, 
de nuestro sistema político, según def ie  la Declaración XI 



de la Ley de Principios Fundamentales del Movimiento. Y 
que, al ((representar al Gobierno en sus relaciones con el 
poder judicial)), como nuestro Estatuto ordena, la obligación 
de defender su independencia es el primordial mandato que 
recibimos de quien desea mantener este principio como nor- 
ma fundamental del Estado de Derecho que hemos confi- 
gurado. 

En el desarrollo de su ((competenciai el poder judicial 
ejerce un conjunto de atribuciones que caracterizan, en esen- 
cia, la especial función que le corresponde dentro del orden 
general de la Nación. Al hacerlo, vela por el vigor de la ley 
y por el respeto al rango de las disposiciones, puntos en que 
reside la garantt de la libertad del hombre, la sahaguardia 
de la seguridad personal y jurídica, que es base de todo Es- 
tado de legalidad. Por eso hs de ser independiente, si se 
quiere que de él dependa la seguridad en la libertad. 

Resulta patente que en todo ello se aprecia la búsqueda 
de un orden, porque sólo en el orden reside la posibilidad de 
construir una comunidad estable y sólo en él es posible la 
promoción del bien común. En el orden ha de ejercerse el 
poder, que es unitario y por eso precisa diversificarse en com- 
petencias diferentes, en funciones separadas e independientes, 
que garanticen el equilibrio mutuo, estable y permanente, que 
el propio orden necesita para existir y ser actuado, tanto en 
el mundo de los astros como en el seno de una comunidad 
humana, cuajada de intereses pequeños y grandes, del indi- 
viduo, de la clase, del grupo, del Estado, de la comunidad, 
que deben ordenarse en su conjunto, limitándose de manera 
objetiva en aras del bien común. 

De la existencia de este orden resulta a su vez que lo que 
solemos ilamar «poderes» son realmente tfacultades de la 
soberanía del Estado» o si se quiere, «del principio de auto- 



ridad en que el orden descansa», y todos ellos, con ser di- 
versos, se integran en el concepto unitario del poder o de la 
soberanía del Estado, que es a quien incumbe promover la 
realización constante de esas categorías de razón que son el 
Bien, la Verdad y la Justicia, mediante esos poderosos y de- 
cisivos instrumentos que son la autoridad y la libertad 

Independiente en su función y todo lo que ella comporta, 
dueña de sus decisiones, la Administración de Justicia se in- 
tegra, sin embargo, en el conjunto unitario de esa empresa 
común e indeclinable que es España. 

El fin primordial de la Justicia es, en definitiva, la con- 
servación o el restablecimiento del orden jurídico a través 
del cual postula el bien común como una institución más, 
aunque fundamental, de las que componen el orden básico y 
constitucional del país. Es en esta razón de unidad de fines y 
propósitos, aunque diversificada en la estricta función, doncle 
reside el fundamento de la actuación del Ministerio Fiscal, a 
quien incumbe, como representante del Gobierno, la defen- 
sa de la independencia funcional de la Justicia, al tiempo que 
vigila también por que ésta se ejerza de acuerdo con las le- 
yes, ajustada al derecho objetivo. De esta forma viene a ser 
pieza de enlace donde se entroncan las funciones diversas de 
aquellos tres poderes o manifestaciones distintas de un único 
poder, que son el legislativo, el ejecutivo y el judicial. Y por 
eso su misión ha de consistir, esencialmente, en el manteni- 
miento de este orden de equilibrio fundamental, en que re- 
side toda la posibilidad de convivencia y desarrollo de la co- 
munidad nacional. 

La Justicia, aunque no sea una idea absoluta, entraña en 
su relatividad la espectativa de que los hombres todos pue- 
dan paracipar en la vida del espíritu. Es un sentimiento innato 
que no puede reducirse a mero concepto intelectual y lógico 



Pero para que su aplicación, en manos de los hombres, al- 
cance todas las garantías necesarias debe objetivarse suficien- 
temente a fin de que el Juez disponga de una norma segura 
que aplicar en casos similares, porque s610 así conseguirá el 
orden en el conjunto de las funciones que se ejercen para la 
mutua convivencia. Incluso cuando el Juez hace uso de su 
arbitrio debe razonarlo en su sentencia ya que siempre la nor- 
ma le ordenará tomar en cuenta no sólo las circunstancias de 
hecho, sino también las especiales características de la perso- 
nalidad del que la infringió. Y no debe nunca subjetivar el 
juicio en forma tal que entienda por «juzgar en conciencia)) 
la simple aplicación de su voluntad sin valoración suficiente 
de los datos y sin contrastarlos con la norma. 

Por eso el elemento humano, como en todas las cosas, re- 
sulta decisivo y es en este punto donde hay que destacar el 
extraordinario valor de nuestros Magistrados que han man- 
tenido el nombre y el prestigio de la justicia española en muy 
alto nivel y han hecho posible que entre todas las categorías 
que ejercen una función social la suya destaque por su ho- 
nestidad y su acierto. 

2. El contenido y el alcance de la Memoria de la Fiscalia 
del Tribunal Supremo 

La Memoria anual ha de ser, sin duda alguna, el docu- 
mento más importante de cuantos tienden a reflejar la actua- 
ción y funciones del Ministerio Fiscal. De una parte porque 
ha de reflejar, para su informe al Gobierno, la actuación de 
la Administración de Justicia en su conjunto y de otra, por- 
que tiene también como fir? el de mantener la unidad del 
Ministerio Fiscal, fijando, por consiguiente, los criterios apli- 



cables a los &tintos problemas que el ejercicio de la función 
plantea y la interpretación de las leyes suscita. 

Es necesario, por consiguiente, que la Memoria refleje con 
la mayor exactitud la realidad de los problemas con que se 
enfrenta la Administración de Justicia y afronte, con realismo 
indispensable, la situación del cuerpo social en lo que a los 
brotes de delincuencia y conductas antisociales se refiere. Esta 
adecuación constante a la realidad exige que la propia es- 
tructura de la Memoria se someta a revisiones periódicas y 
que su contenido y los temas a los que ha de dedicar su 
atencibn, se fijen de acuerdo con las necesidades y la realidad 
del momento. 

Por esta razón las Memorias que en este año han rendido 
los Fiscales y esta misma que ahora se formula, han sufrido 
ciertas variaciones y retoques, nunca de fondo, tendentes al 
deseo de que sean fiel reflejo de lo que la vida española de 
hoy nos presenta como problema que afecte a la Admirlistra- 
ción de Justicia. Al cumpiimiento de este fin se dirigía la 
Circular de 15 de diciembre de 1965, que figura transcrita 
eil la ?arte correqondiente de esta Memoria y cuyo cootenido 
nos reletra de insistir aqui sobre cuestiones cuyo planteamien- 
to general queda ya hecho. 

Baste decir que, para 'Iiayor facilidad del análisis que en 
la Memoria se realiza, se refiere ésta al año natural y que, 
salvo excepciones que resultarán patentes al examinar su con- 
tenido, tanto en lo que afecta a los datos estadísticos y al es- 
tudio de sus consecuencias, como en lo que se refiere a la 
actuación de los Juzgados y Tribunales, y del Ministerio Fis- 
cal, actividad legislativa, etc., hará específica mención de los 
datos relativos al año 1965. Ello es lo que permite, por otra 
parte, que la Memoria pueda rendirse con puntualidad, en la 
sesión solemne de apertura de los Tribunales. 



La Memoria es además un trabajo de colaboración, que 
recoge las aportaciones valiosas de los informes de los Fis- 
cales territoriales y provinciales y que, precisamente por ello, 
es por lo que alcanza a dar una visión que quisiera ser com- 
pleta, de cuál ha sido el funcionamiento de la Administra- 
ción de Justicia en España. Como comprobará quien la leyere, 
las más atinadas observaciones han sido recogidas de las Me- 
morias rendidas por los Fiscales y muchos de ellos reconoce- 
rán en estas líneas su propio pensamiento y, algunas veces, 
hasta sus propias palabras. 



EL FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACION 
DE JUSTICIA 

1. Consideraciones generales 

Antes de adentrarse en el análisis concreto del funciona- 
miento de los Juzgados y Tribunales, es forzoso dedicar al- 
gunos párrafos a la situación de la Administración de Justicia 
en orden a los medios de que dispone. Esto explica muchas 
cosas que de otra manera no se enrenderían debidamente, y 
forma parte también de las obligaciones ineludibles del Mi- 
nisterio Fiscal al reflejar cuáles son los instrumentos mate- 
riales de que la Justicia española dispone para el desempeño 
de su misión trascendental. 

Ante el Pleno de las Cortes Españolas y con motivo de 
defender el dictamen sobre la Ley de Reforma Orgánica y 
adaptación de los Cuerpos de la Administración de Justicia a 
la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, el 15 de marzo 
Úítimo tuvimos ocasión de expresar el juicio que nos merece 
este problema de la siguiente forma : 

La Justicia española-decíamos entonces-es indudable- 
mente eficaz, se caracteriza por la profunda formación jurídi- 
ca y moral de sus servidores, por la meticulosidad de sus ac- 
tuaciones, por la justicia de sus resoluciones, por el respeto 



a las leyes, a las garantías de los justiciables, a la pureza del 
procedimiento. Pero en ocasiones no es tan rápida como sena 
de desear, en un tiempo que exige muchas veces decisiones 
urgentes, acuerdos inmediatos, no siempre compatibles con la 
garantía de acierto que debe presidir la actividad de los Tri- 
bunales. 

La causa de esta falta de rapidez no está solamente en 
el número de asuntos que se someten a la decisión de los Tri- 
bunales, que crece y aumenta cada día, tanto en las Audien- 
cias y Juzgados como en el Tribunal Supremo, sino principal- 
mente en la desproporción verdaderamente grave que existe 
entre la labor a realizar y los medios materiales de que se 
dispone para ello. La Administración de Justicia española 
está exigiendo ya una renovación de medios instrumentales 
que la coloquen a la altura del tiempo y de la trascendencia 
de su misión. Nuestro desarrollo no puede cifrarse solamen- 
te en obras económicamente rentables y en transformaciones 
profundas de nuestra infraestructura, o en la industriaiización, 
mecanización y afloramiento de nuevas fuentes de riqueza. 
Nuestro desarrollo ha de estar presidido también por el afán 
de culminar la construcción de un Estado de Derecho que 
tenga en su Administración de Justicia la garantía más firme 
de la objetividad e independencia con que las leyes se apli- 
can y ejecutan. El próximo Plan de Desarrollo Económico 
y Social habrá de hacerse eco, ampliamente, de esta necesidad. 

La Administración de Justicia no puede seguir siendo, 
en el orden de la actividad pública, una actividad marginal 
cuyos medios materiales están todavía regulados en gran parte 
por las leyes de enjuiciamiento del siglo pasado; se- las 
cuales, la comunicación interjudicial, el transporte de elemen- 
tos de prueba o de objetos de interés para una causa, la prác- 
tica de las diligencias, etc., se tiene que hacer por tránsito de 



justicia o por medio de actividades que no dudo en calificar 
de artesanas. Es imprescindible introducir en la actividad de 
la Administración de Justicia los elementos más modernos 
y más rápidos de actuación, tanto para la práctica de diligen- 
cias como para el control de los procesos, y la instalación de 
sus propios órganos, hoy muchas veces ubicados en condi- 
ciones que no ceden en inferioridad y pobreza a la peor de las 
instalaciones. 

Tenemos una Justicia con medios escasos, que no conoce 
los adelantos en materia de organización y métodos, meca- 
nización de oficinas, sistemas multicopiadores, estenografía.. ., 
y nada digamos de los modernísimos métodos de control y 
computación electrónica, que tan indispensables resultan en 
materias de tanta importancia como la vigilancia de los pro- 
cesos criminales, o de los registros de últimas voluntades, o de 
penados y rebeldes, o en la elemental actividad, indispensable, 
nada menos que del registro civil, que afecta e interesa a los 
treinta millones de españoles y cuya elaboración, control, vi- 
gilancia, registro y expedición de datos se realiza todavía en 
forma manual, exactamente igual-salvo en el mínimo adelan- 
to de la unificación de los impresos-que cuando, en el pa- 
sado siglo, comenzó a ponerse en práctica. 

De la modernización radical de los medios y de la reno- 
vación de sistemas, utilización de métodos racionales y em- 
pleo de instrumentos adecuados al tiempo, depende en un 
porcentaje muy estimable la eficacia práctica de la Adminis- 
tración de Justicia. Afortunadamente en los últimos años se 
ha ido avanzando en la construcción de modernos edificios 
para algunas Audiencias donde, por regla general, han tenido 
también cabida los Juzgados. Pero queda mucho por hacer 
todavía en este punto cuya necesidad no es de ahora, sino 
que se hizo ya patente en la pragmática que en 1480 publi- 



caron los Reyes Católicos al decir: «Ennoblézcanse las ciu- 
dades y villas en tener casas grandes y bien fechas en que se 
fagan sus ayuntamientos y consejos y en que se ayunten las 
justicias y regidores y oficiales a entender en las cosas cum- 
plideras a la república que han de gobernar., 

Es muy importante tomar en consideración este problema 
de los instrumentos de trabajo, que afecta tanto a los medios 
materiales como a los personales. El Decreto que fija una 
nueva demarcación judicial y que vio la luz en los últimos 
días del año a que esta Memoria se refiere, viene a crear el 
punto de partida necesario para ulteriores reformas y mejores 
dotaciones a los órganos judiciales. Es necesario consignar 
aquí que la nueva demarcación, tan difícil de llevar a la prác- 
tica por razones de interés localista y por la natural resisten- 
cia de quienes ven en los Juzgados de Partido, y no sin razón, 
un elemento más de prestigio y categoría de la población, 
sólo ha merecido juicios laudatorios, favorables, en todas las 
Memorias de los Fiscales. Ni una sola incluye una crítica des- 
favorable o simplemente dudosa, sino que, quienes tratan el 
tema, y son muchos, lo hacen para felicitarse de que el Go- 
bierno haya decidido dar un paso de esta trascendencia. Si 
algunos incluyen datos que contribuyan a un perfecciona- 
miento de la distribución geográfica, es eilo señal del interés 
que el tema ha despertado y de cómo el Ministerio Fiscal lo 
ha vivido de cerca y ha creído necesario opinar sobre él. 

Otro de los aspectos de la organización judicial que tratan 
las Memorias, casi sin excepción, es el que se refiere a la es- 
casa dotación de personal auxiliar en todos los órganos de la 
Administración de Justicia y a la falta de preparación de bue- 
na parte de este personal para el desempeño de su función. 
Los aspectos netamente instrumentales encuentran funciona- 
rios que no saben manejar como es necesario, la máquina de 



escribir, que desconocen totalmente la taquigrafía y que, en 
lo que se refiere a organización y métodos de oficina están 
totalmente ayunos. Cuando el resto de la Administración del 
Estado está ya superando felizmente este cuadro, más propio 
de etapas ya pasadas, no es admisible que la Administración 
de Justicia siga parada en el nivel aproximado de hace cin- 
cuenta años. 

A pesar de esta estampa poco favorable que presenta- 
mos, lo peor todavía consiste en que falta personal, aunque 
no esté suficientemente preparado. No es la excepción, sino 
que resulta desgraciadamente muy frecuente que el Juez ten- 
ga que descender a mecanografiar sus propias providencias y 
son muchos los Fiscales que se disculpan por la forma de 
presentar sus Memorias, que ellos mismos, o algunos de los 
Abogados Fiscales, ha tenido que escribir a máquina, encua- 
dernar y depositar en el correo. 

Mientras no se entienda bien que en la bondad y abun- 
dancia de los medios instrumentales reside, en una proporción 
muy grande, la posibilidad de que la Administración de Jus- 
ticia funcione con mayor rapidez y eficacia, no obtendremos 
soluciones aceptables y seguirán produciéndose males y per- 
juicios muchas veces graves. 

Después de estas consideraciones es ya tiempo de que 
entremos a analizar la actuación concreta de los Tribunales 
en el orden penal y en el civil. El hecho de que el Ministerio 
Fiscal no intervenga, en los Tribunales de Instancia, más 
que en estas dos jurisdicciones casi exclusivamente, nos veda 
entrar en consideraciones sobre el funcionamiento de la Ad- 
ministración de Justicia en otros aspectos de gran interés, 
como lo laboral y lo contencioso administrativo. La legisla- 
ción aplicable a cada una de estas jurisdicciones ha olvidado 
el principio general de que el Ministerio Fiscal ha de velar en 



todo momento por el cumplimiento de las leyes aplicables a 
la Administración de Justicia y, sobre todo, le corresponde 
vigilar por la fiel observancia del procedimiento y de las 
restantes cuestiones que se consideran, en términos generales, 
de orden público. Al hablar de las funciones del Ministerio 
Fiscal tendremos ocasión de insistir en este tema que me- 
rece un detenido análisis. 

2. Funcionamiento de  los Tribunales en e1 orden penal 

A pesar de la escasez de medios y de la poca preparación 
del personal auxiliar, la tónica general de los Juzgados y Au- 
diencias de lo penal es de buen funcionamiento, salvo ex- 
cepciones muy contadas. 

Si se observan las cifras relativas a asuntos pendientes al 
final de cada año, tanto en los Juzgados como en las Audien- 
cias, se aprecia claramente que mientras el trabajo aumenta 
en gran proporción, como veremos más abajo, el número de 
asuntos pendientes va disminuyendo incluso en cifras abso- 
lutas, lo que demuestra una normalización en el despacho que 
ha sido ya alcanzada. Incluso las Audiencias de las más gran- 
des poblaciones, han podido ya vencer el enorme problema 
que hace unos años constituía el número de causas atrasadas, 
cuya normalización sólo fue posible mediante un esfuerzo 
muy intenso y continuado en el que participaron por igual 
los funcionarios de la Carrera Judicial y del Ministerio Fiscal 
y los de los Cuerpos Auxiliares de la Administración de Jus- 
ticia. 

Si hoy se encuentra ésta, en líneas generales, normalizada, 
esto no quiere decir que no se aprecien síntomas de peligro 
que deben ser rápidamente atajados. La vigilancia de las eje- 
cutorias, por ejemplo, adolece de falta de rapidez en muchas 



Audiencias por falta de personal auxiliar; el control de las con- 
denas condicionales, a fin de dejarlas sin efecto cuando el reo 
delinquió nuevamente, no se lleva a cabo por regla general, 
con lo que se pierde uno de los efectos más importantes de 
esta institución; en algunas secciones de Audiencias impor- 
tantes se aprecian también comienzos de retraso que aunque 
todavía no son graves pueden llegar a serlo si no se actúa con 
energía para su liquidación. 
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ia Ley ae  uso y Lrrcwaaon ae veniciuos a Motor. El pro- 
cedimiento especial, que carga sobre las Audiencias la mayor 
parte de su desarrollo y que pone en manos del Magistrado 
de lo penal la dirección de la instrucción, sin dotarle de medios 
para ello, ha ocasionado que en muchas Audiencias se acu- 
mulen los asuntos pendientes en gran número y obstaculicen 
en gran manera una pronta y rápida administración de jus- 
ticia. Aunque en el lugar correspondiente de esta Memoria 
nos ocuparemos más extensamente del problema de la Ley 
de 24 de diciembre de 1962, es necesario dejar aquí cons- 
tancia de esta situación. 

Otras cuestiones entorpecen también notablemente la bue- 
na marcha de los Juzgados, por falta de órganos adecuados 
para su solución. Así ocurre, por ejemplo, con el diiigencia- 
miento de los exhortos, algunos de los cuales contienen nu- 
merosas complicaciones y todos ellos restan tiempo y perso- 
nal al despacho de los asuntos normales. En Madrid, por 
ejemplo, se diiigenciaron en 1965, 31.230 exhortos, lo que 
supone que cada uno de los Juzgados de Madrid hubo de 
despachar casi cinco exhortos diarios en cada una de las fe- 
chas hábiles de todo el 

La utilización de co 
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cia de las causas y de las ejecutorias evitaría no sólo el retraso, 
sino también la pérdida o ((traspapelamiento~ de actuaciones. La 
creación de órganos adecuados y el establecimiento de un sis- 
tema de comunicación interjudicial por ((telex,, resolvería el 
problema de los exhortos y agilizaría también la práctica de 
muchas diligencias en lugar distinto de la sede del Juzgado. 
En es1 os trabajando y es de esperar que el 
Gobie~ isposiciones necesarias para su rápida 
puesta en pracuca. 

Otro aspecto distinto del f le los Tribuna- 
les es el que se refiere a los criterios generales adoptados ante 
el hecho delictivo. Quizá pueda parecer una consecuencia de 
la deformación profesional de los Fiscales el que casi todos se- 
ñalen la tónica general de suavidad y benevolencia con que los 
Tribunales aplican la ley penal. Sin embargo, algunos datos 
objetivos pueden mostrarnos la certeza de esta afirmación, 
al menos en ciertos aspectos muy característic I delin- 

cuencia más frecuente. 
La represión por delitos de circulación es muy suave, 

apunta el Fiscal de Gerona, y además de la escasa penalidad 
de la Ley-generalmente más benigna que las disposiciones 
anteriores-hay que tener en cuenta la benignidad con que se 
viene aplicando, de forma que las sanciones impuestas no 
suelen causar perjuicio a nadie si se exceptúan algunos pro- 
fesionales del transporte a quienes la privación del permiso 
de conducir deja sin trabajo. Las indemnizaciones por re- 
paración del daño y perjuicios causados, que según la legis- 
lación anterior se abonaban en un porcentaje cercano al 85 
por 11 1s casos, han dej bién de pagarse de ma- 
nera I iea por los aseg S a partir de la entrada 
en vigor ae ia Ley de 24 de aiciemDre de 1962. 

Pero si nos referimos a la delincuencia dolosa veremos 
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también cómo esta tónica general de benignidad se pone de 
manifiesto en algunos aspectos muy concretos, por ejemplo, 
en los delitos contra la propiedad. Parece que esto es debido 
a que los Tribunales reac con suavidad ante lo exce- 
sivo de muchas de las pe el Código contiene en esta 
clase de delitos, pero la conse~uencia es que, como veremos 
en seguida, los delitos contra la propiedad aumentan a gran 
ritmo. Tampoco los Tribunales se muestran propicios a in- 
cluir en las sentencias las declaraciones de peligrosidad para 
los multirreincidentes de delitos contra la propiedad, porque 
la falta de establecimientos adecuados para la aplicación de 
las medidas de seguridad convierte a éstas en una pena más 
que debe cumplir el reo después de la que le hubiere sido 
impuesta. En algunos casos estos criterios llegan a exagerarse 
notablemente y hay alguna Audiencia que viene considerando 
como sicópatas a los multirreincidentes en delitos contra la 
propiedad, apreciando una notable disminución de su respon- 
sabilidad. Los letrados, que conocen, como es natural, este 
criterio, se esfuerzan ya en coadyuvar a su demostración, con 
lo que no es difícil obtener penas mínimas en casos en que 
la represión debiera ser mucho más fueri 

El Fiscal de Pontevedra dedica a es ldio 
muy prolijo en su Memoria, que aunque refleja tan sólo lo 
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uella provincia, nos sirve como ejemplo de 
señalar. Viene a decir el Fiscal de Ponteve- 

dra que el porcentaje de delitos en los que recae una conde- 
na, en los años más favorables, que fueron los de 1957 y 1958, 
alcanzó el 55 y el 57 por 100, respectivamente, mientras que 
en 1959,1960 y 1961 osciló entre el 34 y el 39 por 100. Obtie- 
ne estos datos tomando sólo en cuenta las causas con proce- 
sado y las sobreseídas por desconocer el autor y no computa 
las que se sobreseyeron por no estimarse delictivo el hecho. 



Estos porcentajes, sigue deciendo, sufren un nuevo quebranto 
si entendemos por sanción penal la imposición de una pena 
que materialmente ha de cumplirse y no su simple y formal 
señalamiento en la sentencia si después no iiega a tener efec- 
tividad por aplicación de cualquiera de los beneficios esta- 
blecidos para eilo. Los porcentajes antes señalados se refieren 
a los casos en que aparecía clara la comisión de un delito, 
ya que si los ponemos en relación con el número de causas 
incoadas, oscilan solamente entre el 13 y el 25 por 100. 

Pero además, de las condenas impuestas sólo se ejecuta- 
ron materialmente un promedio que oscila entre el 33 y el 
46 por 100, con lo que, como consecuencia de todo ello, he- 
mos de convenir que en nuestra realidad criminológica ape- 
nas obtiene castigo efectivo un promedio del 6 por 100 
de los delitos cometidos. 

Si estas cifras pueden parccc~ caascrauaa, LULLIpubF:  d la 
vista de los resultados en otras Audiencias, pero siempre que- 
dará patente el hecho de que la represión penal es extraordi- 
nari in 
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años, los oene~icios de la conaena concucional, 10s ae la re- 
dención de penas por el trabajo y los de libertad condicional, 
algunos de ellos interpretados con tal carácter extensivo e 
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en i as 
de estas cuesuones tenremos ocasion de examar  al tratar 
más detenidamente de los aspectos penitenciarios. Ahora nos 
ínteresa tan sólo mencionar este criterio de benimidad que 
observamos en los tribunal e tiene reflejo en 
la frecuentísima aplicación trio jud a la valo- 
ración de las penas en razón de las circunstancias del hecho 
y del culpable, o de la concurrencia de circunstancias modiii- 
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cativas de la responsabilidad criminal. El arbitrio judicial es 
la más clara expresión del valor que la ley concede al sen- 
tido de responsabilidad y a la independencia del Juez, pero 
para utilizarlo la misma ley exige que las circunstancias y da- 
tos que el Juez tome en consideración han de valorarse y 
justificarse en la sentencia y esto es lo que no suele ocurrir, 
porque son muy numerosos los casos en que se rebaja la 
pena solicitada por la acusaci6n, dentro del mismo grado, sin 
mayor justificación. 

Así puede apreciarse en el estudio de los porcentajes de 
conformidad y disconformidad de las sentencias con la pe- 
tición fiscal. Lo que llamamos disconformidad parcial, es de- 
cir las sentencias condenatorias que aprecian circunstancias 
at ; o incluyen rebajas de 1 el grado de 
comsion del delito o el de participacion aei aeucuente, cons- 
t i 1  sa- 
ca D si 
tenemos en cuenta que el riscsil tiene tamblen ia obrigación 
de ser objetivo y de ajustarse estrictamente al principio de 
legalidad v no cabe suuoner en él un deseo insano de acusar 
si  :ión 
dt iene 

en el proceso penal y que comporta una responsabilidad ma- 
yor y la aplicación de una conciencia más estrecha, el hecho 
de irn~oner una condena aue el hecho de peciirla v es lógico 

91 de crit stan 
SILU~LL.  r Lrv uv LLILLIIYvJ a Ju ~glstencla, 3w a SU 

al denota t hu- 
m a de la con 

el cual a vccca pr rir la justicia y quedar desamparada 
la sociedad. 

iable de 
1s apunt; 

atenúan . . . .. 
:1 que 
ando, sc . ., . 

m e  que 
: el Fisc 

ui criter: 
ley pen: 

io, muy 
d, pero 



Veamos ahora la situación de la criminalidad, sobre la 
que los Tribunales de lo penal vienen operando. 

Lo que ha dado en llamarse ((delincuencia aparente», esto 
es, referida al número de causas incoadas-sin tener en cuen- 
ta si lleg6 o no a comprobarse la existencia de delito-crece 
constantemente. En el siguiente cuadro, referido a lapsos de 
cinco años, excepto ei no, puede comprobarse el índice 
de este crecimiento : 

.S 27.05: 
e deben 

2 incoac 
los anali 
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izar, ya 

E :salto», sin embargo, se aprecia entre el año de 
1965, que analizamos especialmente ahora, y el año anterior. 
En efecto, la ui índice 
valorativo qu i 16 por 
100 de aumento. 

Un examen del número de sumarios incoados, nos seña- 
lará, sin duda alguna, dónde se aprecian las diferencias. En 
efecto, entre 1964 y 1965 se observan dos p S 

de aumento que vienen a explicar el aurnentc 
son los delitos contra la propiedad y las imprudencias (uiclu- 
yendo en ést ralmente, los delitos de ión). 
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cho de que la Ley de Uso y Lircuiacion de Vehícu- 
los a motor entrara en vigor el 1 de junio de 1965, no nos 
permite relacionar entre sí las infracciones punibles en ma- 
teria de circulación, de un año a otro. Hemos de considerarlas 
englobadas en la rúbrica general de la imprudencia. Con ello 
no obtendremos comparaciones totalmente exactas, por dos 
razones: primera, porque no todas las imprudencias son del 
mismo origen, aunque sí hay que advertir que la inmensa ma- 
yoría obedecen a hechos de circulación; segunda, porque no to- 
dos los delitos de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a 
motor, son originados por formas culposas, pero también aquí 
la inmensa mayoría puec 
imprudentes. Con estas 
cifras comparati1 

de los 

ie consic 
salvedad 

cuales c 
a -,.. 

ierarse producto de acciones 
les, pasamos a establecer las 

:orresponden 25.404 a hechos inicialmente 
considerá~ub L U ~ O  de imprudencia punible, incluidas tam- 
bién las de la circulación, y 54.329 a hechos exclusivamente 
de circulación (Ley de 9 de mayo de 1950 y Ley de 24 de 
diciembre de 1962). 

Esto nos permite estl mclusiones, que bien iblecer ( iertas cc 
pudieran ser las siguientes : 

1 .  La criminalidad general no aumenta, salvo ligera- 
mente en algunos casos, siguiendo un tanto la Enea de la 
evolución demográfica. El aumento en incoaciones de suma- 
rios por delitos contra las personas, por ejemplo, entre 1964 
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y 1965 ha sido tan sólo de 359, que comparado con las cifras 
de aumento de los delitos contra la propiedad y los delitos 
culposos, carece de importancia. 

2." El aumento de la crimininalidad dolosa se centra casi 
exclusivamente en los delitos contra la propiedad. Examina- 
remos más adelante las causas posibles para sacar de eilo las 
conse ; necesarias. 

3 lenta considerabl 
sible comparación-la criminalidad culposa, pero casi exciu- 
sivamente referida a los hechos de circulación. Las causas 
resultan obvias y es de esperar que el aumento continúe en 
años sucesivos a medida que el parque nacio utomóvi- 
les sigue incrementándose y que las cifras dc s que vi- 
sitan España continú rnaente. 

Si examinamos a' baciones 1 

a su distribución geograrica, comprooaremos que las mayo- 
res cifras, como es natural, corresponden a Barce n 

31.302 vrocedimientos y Madrid con 22.266. El ~ ~ G U L U  GP 
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COnSiucra~~uu =U -LIIP \"67 más, que suponen un 61%); 
Leói 116 más (30%); Málaga, con 1.342 más (24%); 
M u r ,  más (23%); Santander, con 776 más (31%); 
Sevi 1.815 7%); Valiadolid, con 525 más 

(30 7 uña, coi nás (23 %); Guipúzcoa, con 727 
más (21%); Lérida, con 386 más (24%); Tarragona, con 582 
más (23%); Valencia con 1.582 más (20%) y Huesca, con 
239 más (22%). 

Salvo Madrid y Barcelona, hemos consignado las cifras 

iño ante1 
Madrid 

rior es dm 
(13,39% 
relaciói 

Lxiste al 

nal de a 
: turista: . 

lona col 
ri-e+,. a" 

para Bar 





no en relación con el número total de incoaciones, como ya 
hemos visto, se debe, en Madrid, a 1.401 incoaciones de más 
por delitos contra la propiedad y 1.926 procedimientos por 
delitos cuiposos. Todavía es mayor el aumento en estos dos 
aspectos, observado en Barcelona, que arroja 4.565 sumarios 
más por delitos contra la propiedad y 5.419 procediientos 
más por delitos cuiposos. 

La relación entre delitos dolosos y culposos y sus índices 
de evolución, es la siguiente para toda España 

inicialm 
2-c 

1. Sumarios incoados por liechos que 
. . . . . . . . . .  revisten caracteres de delitos dolos,, .v.Td., 

2. Sumarios incoados por Iiechos que se reputaron 
casuales y por suicidios ..................... 5.571 

3. Sumarios incoados por hechos que inicialnicnta 
presentaban los caracteres de delitos culposos. 79.733 

dremo 

e delitos 
:esponde 

El porcenti ivo de delitos dolosos es del 57 por 100 
y el dl 1s del 40 por 100. El 3 por 100 restan- 
te con rchos que, ya inicialmente, se reputaron 
suicidios o no aeiicnvos. 

Si MOS las cifras I obten- examini 
s los da 

aje relati 
culposa 

: a los hc ..... 

tos siguientes : 

Pa irtado 1 t1.599 60,471, 
Pa  irtado 2 6.092 3,6:J, 
Para el apartado 3 ..................... 61.006 %,O% 

Por consiguiente, el aume Ssminución de los por- 
centajes ha sido el siguiente : 

............ E n  el caso del número 1 de 60,4 pasa a 57% 

............ En el caso del número 2 de 3,6 >i 3'jó 
En el caso del número 3 ............ de 36,O i)  40% 

Es decir, disminuye el porcentaje de delitos dolosos apro- 
ximadamente en la misma proporción que aumenta el de 



delitos culposos. Téngase en cuenta, en cuando a éstos, que, 
como ya hemos dicho, su casi totalidad está integrada por he- 
chos de circulación, y que, por consiguiente, es de esperar 
que continúe en años sucesivos el aumento, tanto en números 
absolutos como en porcentajes comparativos. 

Hasta aquí hemos operado con datos de lo que llamamos 
«delincuencia aparente», es decir, sobre el número de suma- 
rios incoados. Vamos ahora a examinar las cifras sobre el 
número de juicios orales abiertos y el de sentencias recaídas, 
lo cual nos permite aproximarnos más a la realidad del estado 
de la criminalidad. 

El cuadro de datos en este : caso, e 

A su vez, aunque las diferenaas son minunas porque um- 
camente dejan de incluir aquellas causas que, por extinción 
de la acción penal, después de abierto el juicio oral, no llega- 
ron a sentencia, veamos ahora el cuadro del número total 
de sentencias recaídas en los mismos años. 

jiúiiiero total de  Sei~tcncias 



Como puede observarse, la diferencia en el total de sen- 
tencias dictadas es del 8 por 100 en la relación entre 1965 
y el año anterior, mientras que el aumento de incoaciones 
supuso, como ya vimos en su momento, un 16 por 100. Na- 
turalmente, que esta comparación no nos permite aventurar 
conclusiones exactas, pero nos da pie para aproximarnos a 
la realidad en el aumento de la delincuencia. 

Para ello es también conveniente examinar las cifras que 
hacen referencia a los sobreseirnientos, tanto libres como pro- 
visionales, dictados por aplicación del número 3." del artícu- 
lo 637 y del 2." del 641, respectivamente, de la Ley de En- 
juiciamiento criminal, es decir, de aquellos que contemplan 
los casos en que, comprobada la existencia de un delito, no 
es posible castigarlo porque su autor aparece exento de res- 
ponsabilidad (637, núm. 3 3  o bien no ha podido encontrar- 
se el autor o autores del delito cometido (641, n6m. 2.3. Su 
comparación con los casos de sobreseimiento libre o provisio- 
nal dictado en los casos en que el hecho no se reputó consti- 
tutivo de delito o no llegó a probarse su existencia (artícu- 
los 637, núms. 1." y 2." y 641, núm. 1.3 nos permitirá tam- 
bién establecer correcciones necesarias sobre los datos de la 
adelincuencia aparente> que examinamos antc 

Para que el examen de las cifras permita 
paraciones, las reflejamos por medio de porcentajes referidos 
a los mismos aiios que nos están sirviendo de ejemplo y so- 

bre la base de considerar 100 el niimero de causas despa- 
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Causas 
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..... 10 
con- :irnientos 

siderar dclito el hecho 
probarse su realizaciór 

Sobreseirnientos p o r 1 

cxentos de responsnbi..--.. 
penal los autores, o no ha- 
berse llegado a descubrir 
éstos ..................... 3 0 ~ 7 ~  

Setiteni 
Estinci 

otros 

:ias dicta 
ún respc 
........ 

De estas cifras podemos extraer las consecuencias si- 
guientes : 

Salvo algunas oscilaciones no importantes, el porcentaje 
de los hechos que no se consideran delictivos y dan lugar a 
que se dicte auto de sobreseimiento, viene manteniéndose en 
una línea media próxima al 37 por 100. 

El número de causas que terminan en sobreseimiento por 
no llegar a descubrirse el autor o autores de los delitos come- 
tidos parece aumentar ligeramente, aunque eilo es también 
consecuencia lógica del aumento del número general de su- 
marios y también de la circunstancia de que la mayor cifra 
de crecimiento-en cuanto a delitos dolosos por lo menos- 
se pr en los delitos contra la propiedad, qut 
come1 forma que no resulta patente el auto] 
mismos. Por ello el porcentaje ha pasado de las cercamas 
del 30 por 100 a las del 40 por 100 en los dos últimos años. 

El número de sentencias dictadas por las Audiencias, esto 
es, el número de causas con procesado que han llegado a tér- 
mino normal por entenderse que existía un hecho con apa- 
riencia de delito y una posibilidad, aunque inicial, de impu- 
tarlo a persona determinada, parece que sufre una disminu- 
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Para ilustrar ahora 1" que hemos dicho más arriba sobre 
el criterio general con que se enjuician los hechos delictivos, 
conviene examinar el cuadro de conformidades y disconfor- 
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Fiscal por apreciar atenuantes, rebajar el grado de parricipa- 
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se aproximan mucho a la cuarta parte y que este nivel, salvo 
oscilaciones lógicas en una compara i 

muy distantes, se mantiene con consl 
Sobre este cuadro de conformidaaes y disconformidades, 

que se ha obtenido por comparación de las cifras correspon- 

.e afecta 



dientes a toda España y que, por consiguiente, sólo tiene el 
valor de cifra media, deben los Fiscales de las respectivas 
Audiencias comparar ahora lo que ocurre en su respectiva 
provincia, para deducir si las cifras que obtienen se c 

tran por debajo o por encima de la media nacional. 
Del estudio hasta aquí realizado, se desprende lo que ya 

hemos dicho antes: La criminalidad, en general, no aumenta 
si prescindimos de dos conceptos: delitos contra la propie- 
dad y delitos culposos, especialmente los de circulación. Si 
no computamos en la comparación las cifras relativas a estas 
dos clases de infracciones, podemos observar cierta dismi- 
nución en números absolutos, incluso a pesar del aumento 
de causas h a d a s  en 1965, muy superior al de 1964. 

En efecto, el cuadro siguiente nos ilustra sobre ellos: 

1964 1965 Diferencia 

1. Delitos contra la seguridad 
exterior del Estado ......... 93 9 - 84 

2. Delitos contra la seguridad in- 
terior del Estado ... . 2.%! 1 85 

3. Falsedades ......... . 1.89! 133 
4. Delitos contra la Administra- 

........... ción dc Justicia 
5.  Infracción de Ley sobre in 

........... humaciones, etc. 
.............. 6. Juegos ilfcitos 

7. Delitos de los funcionarios pú 
blicos en el ejercicio de sil! 
cargos . . . .  ..$ ..... en" 524 - 69 

8. Delitos cor personas 256 + 359 
9. Suicidios .. ........ 230 + 138 

10. Delitos conrra ia nonestidad 735 + 33 
11. Delitos contra el ho 503 + 148 
12. Delitos contra el es 

... de las personas 196 - 204 
13. Delitos contra la libertad y 

seguridad ..; ............... 5.399 5.448 + 49 
14. Delitos contra la propiedad. 71.511 79.895 + 8.384 

nor ..... 
tado civi 
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Automóvil ................ 
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D se despr le, a pesar de haberse incoado 
en 1463 otros 27.052 procedimientos más que en 1964, si 
no co 
litos 1 

la rúbrica ae cnecnos no aericrivos», resuira roaavia una ai- 
ferencia de 23 causas menos en 1965 que en 1964. Es decir, 
que los puntos clave para el estudio de la criminalidad son 
los q1 
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En este punto el juicio es claro: la mayor parte está cons- 
tituida por infracciones de circulación y por consiguiente, éste 
es el punto en que seguirá aumentando el número de proce- 
dimientos en tanto siga aumentando el parque nacional de 
vehículos, el turismo, tanto nacional como extranjero, y la 
movilidad de los vehículos determinada por causas muy pa- 



tentes: aumento del nivel de vida, costumbres del «fin de 

a escasa 
semana)), etc. 

También influye en este aumento, 1 penalidad que 
la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor impone, 
como acertadamente apuntan los Fiscales de Sevilla y Gero- 
na. También el Fiscal de Ciudad Real aduce otra razón: la 
desaparición de las faltas, que obliga a conde] princi- 
pio, como delitos lo que antes eran meras cona les. 

Otro punto, sin embargo, debe ser también tom: 
consideración en relación con los delitos culposos: el a 
to creciente en el número de accidentes de trabajo, avvic; 

todo en la construcción, que ha producido gran número de 

nar, en 
.avencior 

muertes (un muerto por día de trabajo), debidas en parte a la 
: adopción de medidas ( falta dt 
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isión de imprudencias c 
no resultados de muerte. A este rema se reriere ia Lircuiar 
númerc hablar de los delitos que pueden co- 
meterse en relación con las actividades de la construcción. 

b) Delitos cotrirtl ru prvvxuw 
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Jn muy 
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Las causas, en este ia par- 
te, nos encontramos con la esca~a ~ ~ ~ r e s i ó n  p t ~ d ~ ,  a que ya 
nos hemos referido en general. En los delitos contra la pro- 
piedad se acentúa el problema porque el Código suele casti- 
garlos con penas a vec 
los Tribunales con un 
que la ley les concede. 

También el :o de turismo influye de manera clara 
sobre esta clas litos: aquí entra la extensa gama de 
robos y hurtos de coches y en los coches durante las tempo- 
radas de máxima afluencia turística. Abona a ello la facilidad 

ite las ( 

ad deno 
lue reac 
ro del E 



que encuentran sus autores ante las pocas precauciones de 
los propietarios; la escasa vigiiancia que en ciertas poblacio- 
nes existe, sobre todo en puntos donde el aumento de po- 
blación flotante va muy por delante y mucho más rápido 
que el montaje de servicios-municipales o n o d e  vigilancia 
y seguridad. El Fiscal de Tarragona se refiere a este punto 
con ejemplos bien claros. 

En relación con el turismc propie- 
dad, debemos hacer aquí una advertencia. Ha venido com- 
probándose últimamente que muchos extranjeros, antes de 
entrar en territorio español, aseguran contra el robo ciertos 
artículos de fácil transporte y buen precio, como máquinas 
fotográficas, tomavistas, aparatos magnetofónicos, transisto- 
res, etc., y, después de pasar sus vacaciones, venden estos 
efectos y denuncian su supuesta sustracción, a fin de, con 
el recibo de haber presentado la denuncia, poder cobrar el 
seguro en su país. Estos casos están señalados por el Fiscal de 
Tarragona y ponen de manifiesto no sólo el hecho de pro- 
vocar una actividad judicial y policial inútil y el aumento del 
número de supuestos delitos que no ne descubren, sino tam- 
bién el daño que al buen nombre de España y al concepto 
de la id personal y jurídica que nuestro país ofrece, 
ocasio sus países de origen. 

No es ahora, aunque pueda darse algún caso, el bajo ni- 
vel de vida en lo económico lo que ocasiona el aumento de 
los delitos contra la propiedad, sino al contrario: El aumen- 
to de nivel de vida y la apetencia de gastos y la satisfacción 
de supuestas necesidades que se han ido artificialmente crean- 
do en muchas mentes, especialmente jóvenes, obliga a éstos 
a la sustracción y aun a más graves hechos, para satisfacer 
sus vicios o sus simples deseos. La mayor parte de los hur- 
tos de automóviles y motocicletas tienen esta motivación. Otras 



sustracciones de dinero o efectos tienen como fin el dispo- 
ner de fondos equeños vicios, gastos d 
táculos, etc. 

ciertos aspectos también las actividades económicas 
ites son causa de comisión de esta clase de delitos. Así 

lo senala, para aquel territorio, el Fiscal de Barcelona, que 
aduce la gran actividad de este tipo como causa de que, con 
ocasión de ella, se produzcan estafas, apropiaciones indebidas, 
presentación de cheques sin fondos, etc. En este aspecto, las 
actividades de la construcción han venido también a propor- 
cionar un medio en el que con relativa frecuencia se produ- 
cen engaños y defraudaciones. 

En relación con el nivel i 

propiedad, dice el Fiscal de Santander que cuna causa de 
la delincuencia es también la riqueza, porque la riqueza y el 
bienestar holgado de muchos hace creer a los que de este 
último no gozan que su estado económico es pobre>. Esto 
les Ueva a intentar, en ocasiones por medios ilícitos, dispo- 
ner de aquellos bienes sobre los que se crean necesidades 
antes inexistentes. 

El Fiscal de La Coruña aduce también el ejemplo del cine 
en casos muy determinados. Por ejemplo, en poco tiempo se 
han cometido varios robos por el procedimiento crififí, de 
practicar un agujero en el techo, posiblemente como conse- 
cuencia de la enseñanza que alguna famosa película ha pro- 
ducid~ 

ie bar y espec- 
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inductas anttsoc; 

anterior 
sirven también para éste, así como algunas otras considera- 
ciones a que haremos referencia al tratar específicamente de 

puestas 



la delincuencia juvenil, y de las causas que, con carácter ge- 
neral, influyen en el aumento de la dehcuencia. 

Como razón específica aduce alguna fiscalía la 
ción de la prostitución, que ha conducido a un aumcuru uc 

delitos contra la honestidad y a ciertas conductas antisociales, 
especialmente en las zonas portuarias. Así lo indica el Fiscal 
de Las Palmas y lo señala el de Córdoba. 

El aumento constante del homosexualismo tiene su causa 
principal en una constante perdida del sentido moral, en la 
relajación de las costumbres y también en la necesidad de 
dinero fácil, sobre todo para los jóvenes. El turismo está con- 
tribuyendo en gran manera al aumento de estas conductas, 
tanto por corrupción directa, que se extiende en las zonas de 
mayor afluencia de extranjeros, como por la relajación gene- 
ral de costumbres y desaparición de frenos e inhubiciones. 
Este es un problema, como muy bien indica algún firmante 
de las Memorias, más extenso de lo que parece desprenderse 
de las estadísticas, puesto que únicamente se actúa policial 
y judicialmente en un número muy reducido de casos en re- 
lación con los que se producen. 

Respecto al rufianismo y proxenetismo, dice el Fiscal de 
Tarragona que el Decreto de abolición de la prostitución no 
ha tenido más repercusión que cambiar las circunstancias de 
lugar, dejando las cosas como estaban. Por esto se ha produ- 
cido cierto aumento en esta clase de conductas, más difíciles 
ahora de ~ersr--:- 

prohibi- 
.--A- A- 

Al e estas causas específicas que hasta aquí hemos 
examinado, existen también causas genéricas de aumento de 
la criminalidad, entre las que queremos señalar en primer 



lugar, simplemente, el crecimiento social de muchas ciuda- 
des, los aumentos demográficos que lógicamente arrastran una 
mayor frecuencia en las infracciones penales. Así lo señala 
el Fiscal de Bilbao, llamando la atención sobre el dato de que 
la delincuencia no aumenta en términos absolutos, sino que 
en relación con el índice demográfico, en todo caso, sigue la 
línea ascendente de éste. También Madrid justifica el au- 
mento en el número de sumarios por la razón patente del 
aumento constante de su población. 

El déficit de viviendas es señalado como causa de au- 
mento de la criminalidad por el Fiscal de Barcelona, que 
también aduce la falta de escuelas, al igual que el de Córdoba. 
Estos fenómenos son más patentes en las zonas de fuerte in- 
migración, donde a la escasez de medios materiales se une 
también la desambientación social, la promiscuidad, la hos- 
tilidad que circunda, al menos psicológicamente hablando, al 
inmigrante, etc 

Los medios de ditusión son también citados por muchos 
j como ( 

L radio, 
F... 

Fiscale5 s de ciertas tendencias criminosas: El 
cine, la sión, los medios de publicidad, llevan 
a los -os nncones la conciencia de una vida material- 
mente mejor, que presentan muchas veces-sobre todo los 
anuncios publicitarios-corno al alcance de la mano de cual- 
quiera. Con ello fomentan la creación de necesidades y de- 
seos hasta entonces no sentidos, que no todos procuran sa- 
tisfacer mediante la superación y el mayor esfuerzo, sino que 
para muchos tienen su solución en trasladarse a vivir a las 
grandes ciudades, sin oficio fijo, y dejarse ilevar después por 
las circunstancias. El Fiscal de Huesca apunta esta influen- 
cia de los medios de información y del cine, así como el de 
La Coruña. 

Unas interesantes observaciones sobre lo que llama «De- 
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lincuencia profesional» figuran en la Memoria del Fiscal de 
Madrii 

«E1 lGLLLICUCl ropiedad, dice, 
hay que aisungurr enlre la deliic.ucu~ia uu~ivual y la habitual 
o profesional. Por lo que respecta a la delincuencia ocasional: 
la relajación del ambiente familiar y el deseo desordenado 
de comodidades y lujos fáciles, un tanto impulsados F 
literatura que cierto número de publicaciones, el cine 
la televisión contribuyen no poco a fomentar. Con relación a 
la delincuencia habitual o profesional las causas casi indu- 
dables de la misma hay que apuntarlas: en la ineficacia del 
sistema penitenciario, que ni corrige (por cuanto, a causa de 
su excesiva suavidad y de la vagancia que por carencia de 
medios en las prisiones suele imperar en ellas, los penados 
pasan generalmente al período de libertad sin que su estan- 
cia en las mismas les deje huellas beneficiosas), ni intimida 
(ya que, por las apuntadas razones, la estancia en las prisiones 
suele hacer perder a gran número de sujetos el temor a in- 
gresar en ellas) y, por el contrario, su m notable esti- 
mulante al deseo de atentar contra la lad (el contacto 
de unos delincuentes con otros suele corromper notablemen- 
te a los que todavía no lo están; hacerles perfeccionar sus 
técnicas criminales; proyectar delitos y aun la formación de 
bandas para cuando gocen de libertad, hasta el punto de que 
gran número de robos, hurtos y timos se han fraguado en el 
interior de las prisiones); en la excesiva benevolencia en la 
aplicación del régimen legal de ejecución de penas, en con- 
traste con la notable rigurosidad del sistema penal (mientras 
que el Código Penal castiga con penas de una extrema seve- 
ridad los delitos contra la propiedad, la aplicación sistemáti- 
ca de beneficios como la libertad condicional y de redención 
de penas por el trabajo, las hace ineficaces); en la inadecua- 



ción de la sanción penal a la psicología del delincuente pro- 
fesional (al que roba, hurta o estafa, porque ni sabe ni quie- 
re trabajar honradamente, lo adecuado no es castigarle con 
una estancia gratuita en un régimen de privación de libertad 
que no le es gravoso, sino enseñarle un trabajo honrado, 
obligarle a trabajar en él e imbuir en su ánimo la convicción 
de que, si no trabaja espontáneamente, en libertad, tendrá 
que trabajas con menos remuneración, de manera más aflic- 
tiva y coactivamente, privado de libertad), y en la repetición 
casi sistemática con que la generosidad habida en los últimos 
Decretos de indulto generales, al no excluir de la concesión 
de estos beneficios a los reincidentes o reiterantes, por delitos 
dolosos, con el peligro público que significa la puesta masiva 
en libertad de grupos de delincuentes profesionales, cada vez 
que entra en vigor un indulto general que les alcancen. 

Por último, queremos también hacer mención de una ra- 
zón que obra por omisión: nos referimos a la falta de efica- 
cia de las medidas preventivas contenidas en la Ley de Vagos 
y Maleantes y que, aplicadas a tiempo a situaciones predelic- 
tivas, pueden evitar la comisión de hechos francamente puni- 
bles. En esta Memoria dedicamos un cierto espacio al pro- 
blema de la aplicación de la Ley de 4 de agosto de 1933 y 
allí tendremos ocasión de exnoner más extensamente esta 
idea qut : aquí d 

En relación directa con el funcionamiento de los Tribu- 
nales en materia penal, están ciertas cuestiones que denomi- 
namos con la rúbrica general de «cuestiones penitenciarias» 
porque hacen referencia al período de cumplimiento de las 
condenas y afectan de manera principaiísima a los problemas 
que hasta ahora venimos tratando. 

Principalmente nos vamos a referir a la institución de la 



condena condicional, a la redención de penas por el trabajo y 
a los otros beneficios de carácter penitenciario, como . . 
dultos generales, la libertad condicional, etc. 

El número de reclusos en los establecimientos WLGU- 

ciarios españoles es realmente bajo, en relación con la pobla- 
ción total de España. Pero, como señalan algunos Fiscales, 
este dato no refleja con exactitud la situación real en relación 
con la criminalidad, porque su poca entidad es consecuencia 
de la aplicación de medidas correctivas como las que acaba- 
mos de mencionar. Este punto es destacado por el Fiscal de 
Valladolid y tambikn por el de San Sebastián, que llega a 
juicios más radicales en la materia. 

En efecto, a la vista del Estado núm. 9 de la parte final 
de esta Memoria, se obtienen como cifras totales de presos y 
penados a disposición de la jurisdicción ordinaria, es decir, 
con exclusión de la militar de la de carácter administrativo, 
de la de vagos, etc., el de 7.648, muy próximo al de las es- 
tadísticas de la Dirección General de Prisiones sobre el año 
1964 que daban un total de 8.872, pero sin distinguir la ju- 
risdicción ordinaria y la castrense. Naturalmente, también 
aquí se refleja lo que dijimos sobre la frecuencia en la co- 
misión de delitos, porque de los 8.872 reclusos que mencio- 
na la Dirección General de Prisiones en su estadística, 3.560 
lo eran por delitos contra la propiedad. En cambio, sólo 107 
lo estaban por delitos de circulación y 44 por imprudencia pu- 
nible. Los restantes, se reparten, en escaso número, entre los 
delitos del Lit ndo del Código las Leyes pe- 
nales especiale 

Esta situación es consecuencia directa de la poiítica peni- 
tenciaria del Estado, que coloca a España entre los países de 
menor población penal. Pero para valorarla con exactituá he- 
mos de llamar la atención sobre el hecho de que no refleja 
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la situación de la criminalidad, sino que sobre ésta se actúa 
constantemente con medidas correctoras que reducen al mí- 
nimo posible la ejecución material de las penas privativas de 
la libertad. Veamos cuáles son estas medidas: 

En primer lugar, la condena condicional. Se datos 
estadísticos, se aplicó ésta, durante el año 1965, a un total 
de 12.283 penados, de los cuales sólo se dejó sin efecto, por- 
que volvieron a delinquir durante el período de suspensión, 
en 414 casos. 

Desgraciadar fiesto 
el éxito de la insnnicion, aunque parezca otra cosa, princi- 
palmente porque la vigilancia de las ejecutorias no está lo 
suficientemente normalizada-por falta de personal y sobre 
todo de métodos modernos de control-como para instar la 
renovación de la medida en los casos, mucho más numerosos 
de lo que en la estadística aparece, en que el reo vuelve a 
delinquir. 

La condena condicional se aplica un tanto indiscrimina- 
damente, y de ello se quejan amargamente muchos Fiscales. 
Córdoba, Guadalajara y San Sebastián insisten sobre todo en 
este punto, así como Valiadolid y Pontevedra. No se tiene 
en cuenta la personalidad del delincuente-«edad y antece- 
dentes» dice el Código-, ni la naturaleza jurídica del hecho, 
ni las circunstancias de toda clase que concurrieron en su 
ejecución, como exige el artículo 93 del Código Penal. De esta 
forma, los Tribunales no utilizan este remedio con la efica- 
cia que indudablemente encierra y viene a convertirse en una 
rutina, que se aplica siempre y que no se vigila casi nunca 
para cor S y dejar 1 pro- 
ceda. 

Algo pareado ocurre con la libertad condicional, en la 
que por lo men quisito de que «ofrezca garantías de 
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hacer vida honrada en libertad», no deja de ser un mero for- 
mulismo. En esta iínea viene a abundar la práctica penitencia- 
ria de aplicar este beneficio a los mayores de setenta años, 
que en ocasiones dejan con ello de cumplir una parte Cilstan- 

cid de su condena. 
Respecto de la redención de penas por el trabajo, ocurre 

también algo curioso: A pesar de que el Código, con el ran- 
go legislativo que comporta, dice claramente que «al recluso 
trabajador se le abonará para el cumplimiento de la pena im- 
puesta, un día por cada dos de trabajo», lo cierto es que me- 
diante la aplicación del Reglamento, que manifiestamente con- 
culca el Código, estos abonos se extienden también a cir- 
cunstancias que nada tienen que ver con el trabajo, como la 
celebración de ciertas festividades, etc., que desnaturalizan 
el fin de la institución. El Fiscal de Valladolid, señala esta 
antinomia y el de Huelva propone una modificación adecua- 
da del artículo 100 del Código Penal. 

Al considerar el efecto de los indultos generales, nos ve- 
mos en la precisión de señalar cuál es el criterio de los Fis- 
cales a este respecto, desde luego, nada favorable a su conce- , 
sión. El Gobierno, valora políticamente la adopción de me- 1 
didas que entrañan la concesión de indultos generales y que 
obedecen a razones de humanidad, generosidad y benevolen- 
cia. Sin objetar nada a este criterio, sí que es necesario, sin 
embargo, señalar los perniciosos efectos que desde el punto 
de vista de la represión de la criminalidad produce la me- 
dida, principalmente por la frecuencia con que ha sido adop- 
tada en los úitimos años. 

En efecto, mediante el juego de los indultos, la reden- 
ción de penas y la libertad condicional, las penas quedan re- 
ducidas exactamente a la mitad de su cuantía, cuando no a 
menos. No es extraño el caso de que simplemente con cum- 
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plir la tercera parte de la pena el reo salde su condena, y 
DCO lo es el de que penados con graves condenas de 
ción de libertad por delitos de sangre hayan vuelto al 

lugar donde cometieron el hecho cuando aún no se habían 
apagado los ecos de su fechoría y estaba vivo el recuerdo de 
su acción. 

Sin excepción alguna, los Fiscales señalan esta medida 
como contraproducente a efectos penales y no es posible ci- 
tar a ninguno en particular porque tendríamos para ello que 
reproducir la lista de las Fiscalías de toda España. Por vía 
de ejemplo, quizá exagerado, podemos mencionar que el de 
Pamplona se refiere a ello diciendo que los indultos entrañan 
una ((largueza rayana en la prodigalidad,, y el de Valladolid 
llega a decir estar ex nte prohibidos,. 

Si señalar iuicios t, ~vorables, es por 
la necesidad ae aar a bo~ierno una vision completa de la 
opinión que estas medidas producen en quienes viven de 
cerca el problema y para que, en todo caso, junto a las ra- 
zones positivas que abonan por SU ap periódica, pueda 
valorar también las negativas que ai una más parca 
d&aciÓ~ del beneficio. 

S610 resta tocar un último punto, no ya en relación con 
los beneficios de carácter penitenciario, pero sí de interés 
general, el que hace referencia a la pena de muerte. 

Este dato, cuya consignación en las Memorias sl 
uoducido este año, tiende a seguir de cerca la frecucu~1a CII 

las condenas de muerte y en las ejecuciones de la pena que 
tengan lugar. Nos complace mucho poder decir que durante 

el año 1965, no se impuso ninguna condena de muerte 
Unguna Audiencia y tampoco llegó a ejecutarse ninguna 

que pudiera estar impuesta en años anteriores. Esto destaca 
el carácter excepcional de esta pena en nuestras leyes y abo- 

licación 
:onsejan 
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na el criterio, wmpartido también por todos los Fiscales, de 
que debe subsisrir en la Ley, pues su sola existencia, sin que 
tenga que utilizarse con frecuencia, es causa de prevención 
y produce efectos represivos. 

No ace mucho hacc 
dencias, puestas de manifiesto por ia ureccion benerai ae 
Prisiones, en o intensificar en lo posible el tratamiento 
humano y reed i1 de los delincuentes. Los trabajos que 
se vienen iievanuu a cabo en los últimos meses, demuestrah 
el propósito claro de perfeccionar el sistema penitenciario 
en orden a una mejor clasificación y tratamiento de los re- 
cluso~ vidad formativa y edu- 
cativa a la sociedad. En este 
punto son fundamentaes toaos 10s esfuerzos que puedan 
realizarse ea el orden de la instrucción cultural y de la for- 
mación prsfesioriial. Tambidn debe Drestarse mayor atención 
al servicio de libertad vigilada :ficacia pudiera 
tarse considerablemenre, sobre se transforma r 
riente! carácter burocrático actual en sentido más inteij 
te pro 
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Dentro de este capítulo s funcion 
Tribunales de Justicia en el penal, h 
mención del Tribunal de Orden Wbfico y el Juzgado corres- 
pondiente. Creados por la Ley de 2 de diciembre de 1963, 
comenzaron a funcionar en el mes de marzo de 1964, pero el 
análisi actuacic ha sido Merno- 
rias anrenores, por lo que nos referiremos aqui a su funcio- 
namiento desd nienzo hasta final del año 1965. 

La Ley de ciembre de 1963 creó, dentro dt 
risdicción ordinaria, ua Tribunal y Juzgado a Ios que se 

confiere competencia ekclusiva para conocer c lerie de 

: la Ju- 
"--- -- 
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delitos previstos en el Código penal común, sin modificar ni 
alterar en absoluto la entidad de estas figuras delictivas, cuya 
inclusión de nuestro Código no es de ahora. Se trata de deli- 
tos que, por quebrantar criminalmente determinados bienes 
jurídicos relativos a la seguridad exterior e interior del Esta- 
do, o por perpetrarse con finalidad política o social, requie- 
ren un tratamiento procesal que, sin separarlos de la juris- 
dicción ordinaria con todas las garantías que ello comporta, 
asegure la deseable unidad de criterio en su calificación y san- 
ción y logre una rápida resolución de las causas, a fin de 
paliar cuanto antes los efectos del delito, que por su especial 
entidad produce siempre una situación de alarma general e 
intranquilidad social a cuyo remedio debe acudirse sin de- 
mora. 

El bien j one la seguridad, tanto exterior 
como interior, b ~ ~ ~ ~ ,  UC) es algo que interese en menor 
medida que la seguridad de las personas y bienes de los ciu- 
dadanos. Por el contrario, afecta en un doble sentido a estos 
mismos, por cuanto que al facilitar la conservación del orden 
y la paz social, hace posible el desenvolvimiento de los dere- 
chos y libertades individuales, que de otra forma quedan mer- 
madas por la misma situación de intranquilidad y desorden 
creado. Es decir, que a todos interesa en el doble sentido, 
individual y colectivo, la defensa y protección de este bien 
jurídico, cuya salvaguardia y restablecimiento se encarga a la 
propia Administración de Justicia. 

Para cumplir estos objetivos, el I lribunal no tiene 
carácter de jurisdicción especial, sin se inserta en la 
jurisdicción ordinaria; el procedimiento y las garantías pro- 
cesales, son las mismas que la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal establece para los restantes delitos; no se introduce nin- 
guna limitación en la defensa ni en las garantías de los justi- 

iuevo T 
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Lo que se pretendió con el estabiecuniento de este siste- 
ma, fue respetar y defender los derechos individuales y tam- 
bién los de la comunidad, dentro de un marco de seguridad 
social va, porque es absurdo pretender que para que 
los derecnos y libertades del individuo se defiendan, deban 
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Durante el año 1964-nuevt: iucses de ac~uauun-sr ua- 

mitaron 267 ie 17 co - 
tra la seguric Estado; S 
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y seguridad. El número de a 
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En 1965, ya completo, se incoaron 281 sumarios, de los 
que corresponde el mayor número-265-a delitos contra la 
seguridad interior del Estado; otros 9 lo fueron pc S 

delitos c 

ias dicta 
:ontra la 
das dur: 

: libertac 
ante est 

)r delito 
OS contr, contra la seguridad exterior y solamente 7 por delitc a 

la libertad y seguridad. El número de sentencias dictadas en 
este año fue de 113. 

Aunque la etapa de funcionamiento duranre 1704 fue in- 
completa y no nos permita realizar comparaciones exactas, po- 
demos, por aproximación, estimar que baja el número de 



asuntos de la competencia de este Tribunal, o al menos no 
jue las c 
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1, cabe si 
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aumenta, ya q ifras absolutas que hemos señalado han 
de ponerse en relación con el menor tiempo de actuación de 
1964. 
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denados en cumplimiento ae sus respecnvas penas privan- 
vas de liberta1 

En el momenro en que se reaacxa esra Memoria, y con 
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i Tribu- 
dos con 

3 - competencm exclusiva, segun aesignacton ae la Sala ae bo- 
bierno del Tribunal Supremo : 

Juzgado Es~ecial de falsificación de moneda del Banco 
de España, q nporada sin actuar, ha 
vuelto a consi :n los Ü leses. 

Juzgado Especial para el conocimiento de un sumario que 
instruye el Juzgado de Monovar y otros conexos. 

Juzgado Especial para la insmicción del sumario núme- 
ro 409/1965, del Juzgado número 8 de Barcelona, y otros. 

Juzgado Especial para conocimiento del sumario núme- 
ro 29/1965, del Juzgado de Instrucción de Olivenza, seguida 
por delitos de homicidio. 

Juzgado Especial para la instrucción del sumario número 
150/1%3, del Juzgado de Instrucción número 2 de Salaman- 
ca, por delitos de daños en ganado porcino. 

Juzgado Especial para la instrucción de sumarios moti- 
vados por elaboración, suministro, comercio y distribución de 
bebidas fabricadas con alcohol metíiico. 

Juzgado Especial para la insmicción de sumarios por irre- 



gularidades cometidas en relación con el Instituto Español de 
Moneda Extranjera. 

Juzgado Especial para entender en los juicios universales 
derivados de créditos concedidos por la Sucursal del Banco 
de España en Valenc 

3. FUNCIONAMIENTO DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA EN EL 

ORDEN C M L  

suntos S 

; se incc 

No vamos a realizar un estudio de detalle sobre la evolu- 
ción estadística de los asuntos civiles, pero sí nos interesa 
reflejar, en datos globales, cuál ha sido el movimiento y el 
volumen de trabajo de la Administración de Justicia, sin in- 
cluir de momento la justicia municipal, en los dos últimos 
años. 

En lo que afecta a los Juzgados de Primera Instancia, el 
número de a igue subiendo, aunque con cierta lenti- 
tud. En 1965 mron un 4 por 100 más que el año an- 
terior, como se desprende de la comparación entre los 188.000 
de 1964 y los 195.522 de 1965. El trabajo de los Juzgados, 
naturalmente, siguió el mismo ritmo que impone el número 
de asuntos: se terminaron 192.400 en el año 1965 
186.635 en el anterior, lo que indica un aumento er 
pacho de un 3 por 100 aproximadamente. 

En cambio, en las Audiencias Territoriales, las cifras arro- 
jan un descenso, aunque levísimo. En 1964 ingresaron 7.819 
asuntos, mientras que en el año 1965 el número liegó a 7.717. 

Madrid y Barcelona son las Audiencias cuyos territorios 
arrojan más número de asuntos civiles tramitados: La Au- 
diencia de Madrid despachó 1.368 y los Juzgados de su te- 
rritorio 30.900. En Barcelona las cifras son de 1.250 para la 
Audiencia y 27.155 para los Juzgados. Naturalmente, las ci- 

1, contra 
1 el des- 



fras más altas corresponden a los Juzgados de Madrid-Capi- 
tal y Barcelona-Capital, el número de cuyos 
una idea de la gran diferencia que existe entr 
des en este orden, ya que mientras en los W ~ u ~ g d u u s  uc 

Madrid se iniciaron 13.410 asuntos civiles, en los 18 de Bar- 
celona la cifra sólo llegó a 7.620. En cambio parece que Ma- 
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drid n ira gran cosa de año a i 

iniciarc t ó - e s  decir, 36 más qi 
que en Barcelona el aumento en el uituno ano rue de 165 

asuntos. 
Las restantes Audiencias Te r r i t o r i~~s  sr; uibLucian bas- 

tante de Madrid y Barcelona. Las de mayor v 
bajo son, por el orden que las enunciamos, Si 
Granada, Valladolid, Albacete, Burgos y La Coruña. 

La intervención del Ministerio Fiscal en lo civil es ne- 
cesariamente reducida. Como puede comprobarse en la parte 
estadística de esta Memoria, que aquí resumimos, el cuadro 
de asuntos despachados por el Fiscal en las Audiencias Te- 
rriton; 

que en 
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tencias .. . . . . . . . . . . ... 131 390 524 
ci6n contenciosa ... ... 2.896 1 1 ,277 14.173 

Juri.sdicci611  vol^ 16.536 
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La organización del servicio de las Fiscalías en este or- 
den ha sido satisfactoria, y nos complace señalar que la de 

trabajo permite 
: intervi dos los 

runcionarios ael Mlmsrerio riscai, incluidos los riscaies Mu- 
nicipales y Comarcales 
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El problema de la intervención del Ministerio Fiscal en el 
orden civil ha sido preocupación constante de los órganos rec- 
tores del Ministerio Público, y lo sigue siendo también en la 
actualidad por cuanto que entraña una serie de planteamien- 
tos y problemas de interés extraordinario. No pocos Fiscales 
dedican a esta materia atinadas observaciones en sus respec- 
tivas Memorias, y otros muchos anuncian el tema para tra- 
tarlo de manera más extensa en el trabajo que están confec- 
cionando sobre - uctura y las funciones del Mister io 
Fiscal. 

También en nuestro caso hemos ae proceaer ae manera 
similar, ya que encontrándonos en pleno estudio de lo que 
concierne a las funciones del Ministerio Fiscal para obtener 
de él un planteamiento general sobre su naturaleza y come- 
tido, habremos de dedicar al tema ulteriores trabajos, sin que 
por elio dejemos ahora de mencionar lo que podemos con- 
siderar parte fundamental del problem 

Poco después de la promulgación ivil, el 
entonces Fiscal del Tribunal Supremo, don Manuel Colmei- 
ro, decía que aquel Cuerpo Legal «impone al Ministerio Fis- 
cal deberes reducidos en número, pero de influjo evidente 
en la vida de algunas Instituciones ..., deberes e intervención 
que no deben ser formularios, sino que representan siempre 
la garantía de algún derecho, ya fuese establecido y redun- 
dase en interés social, ya en beneficio de personas privadas, 
dignas por la situación en que se encuentran de la protección 
de la autoridad pública». En la Memoria de 1894, don Juan 
Aldana y Carvajal se hacía eco sobre las deficiencias de la 
legislación vigente, concebida con sentido demasiado abstrac- 
to y programático y sin la suficiente concrección para su 
aplicación práctica al caso concreto, lo que producía esa «ato- 
nía y astenia» fiscal en los asuntos civiles. 



Conocida es la Circular de 1898, de don Felipe Sánchez 
Román, que contiene el Catálogo completo de las intervencio- 
nes del rvlinisterio Fiscal en materias no penales y que exa- 

slación I 

u otra f 
.A. ,. 

entonces 
inalidad. 

mina, uno por uno, los casos en que la legi 
vigente exige la intervención Fiscal con una 

En la Memoria de Gómez de la Serna, de IYN, se queja- 
ba también el entonces Fiscal del Tribunal Supremo de que 
la participación práctica del Ministerio Fiscal en lo civil no 
podía responder a las exigencias demasiado generales de la 
legislación, tanto por la falta de preceptos positivas adecua- 
dos, como por la escasez de funcionarios y la exigüidad de 
medios a su disposición para cumplir con tal cometido. 

También las Memorias de don Víctor Cobián en 1912, y 
de don José Lladó Vallés en 1923, dedican atinadas observa- 
ciones a esta materia. Más cerca de nosotros habremos de re- 
cordar aquellas palabras de don Manuel de la Plaza, según el 
cual la función del Ministerio Fiscal en materia civil ano se 
ha definido en el curso de los tiempos con.. . acusados y pre- 
cisos contornos.. . ni ahora mismo es unánime el parecer acer- 
ca de la misión que está llamado a realizar». 

Pues bien, todas estas opiniones espigadas de entre quie- 
nes desde la Fiscalía del Tribunal Supremo dedicaron su 
atención y su gran competencia a tratar este tema, pueden 
considerarse vigentes hoy en día. La intervención del Ministe- 
io Fiscal en lo civil ni está suficientemente regulada, ni obe- \ ece a criterios firmes, ni se lleva a la práctica con la eficacia 
ue sería de desear. 

i La actual regulación es, desde luego, susceptible de per- 
f ccionamiento y es deseable que se afronte con decisión esta 
f' alidad. Está concebida al hilo de la posición individualis- 
ta [que inspira nuestras leyes, pero la evolución social de nues- 
tro Estado y de gran parte de nuestra legislacón no ha te- 



nido todavía reflejo en la actitud del Ministerio Fiscal, ni ha 
aprovechado la existencia de éste como representante del in- 
terés social para darle una función adecuada en la materia. 
Ello nos llevaría a examinar los supuestos en que actualmente 
interviene sin que de manera clara se justifique su interven- 
ción y aquellos otros en que, por el contrario, debiera per- 
feccion 
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habría que mantener muy clara la separaaon del interés pri- 
vado y el interés público, buscando la exacta entidad y sig- 
nificación de este último, que condicionaría en todo caso la 
intervención del Ministerio Fiscal. Es claro que al respetar 
la esfera dispositiva de las partes contendientes y el dogma de la 
autonomía de la voluntad dentro del campo patrimonial pri- 
vado, habríamos de rechazar los sistemas que preconizan por 
una intervención abundante y frecuente del Fiscal en todos 
los asuntos judiciales. 

Una conocida posi rocesalis nde re- 
sumir la posición del rlscai. en ei proceso civil en dos aspec- 
tos: Como parte y como asesor del órgano jurisdiccional. Esta 



actitud doctrinal que ha sido incluso recogida por el antepro- 
yecto de bases del Código Procesal Civil, hoy en estudio, no 
creemos que responda a la realidad ni a sus exigencias. Que 
el Fiscal interviene en ocasiones en representación d 
parte o en sustitución de la misma no cabe ninguna 
como tampoco es dudoso que en ocasiones intervenga cd IM- 

nera de parte» para la defensa de un interés público, con 
atribuciones distintas y más cualificadas que las de una ver- 
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festaciones distintas de un único poder, que son el legisla- 
tivo, el ejecutivo y el iudicial. cuva misión esencial es el 
mantenimiento de un 
haga posible el ejercic 
rentes en los puntos donde convergen. Por eso, al tiempo que 
defiende la independencia judicial, procura que los órganos 
jurisdiccionales cumplan y observen las leyes y disposiciones 
de carácter general, especialmente en lo que afecta al proce- 
dimiento y a las cuestiones de orden público que son tam- 
bién garantía de los justiciables y, por Úítimo, defiende ante 
la Administración de Justicia las posiciones que tienden a 
dar garantía a los miembros de la comunidad que por no po- 
der valerse por sí mismos necesitan que el poder público, rec- 



tor de la misma, provea a la custodia de sus intereses y de- 
rechos. 
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,.,ferible sería, en esta materia, que en vez de que el 
Fiscal i ;a antes de resolver el Juez, se le notifique la 
resoluc ste y se le legitime para impugnarla mediante 
el remedio que resulte oportuno. Aparte de esta norma gene- 
ral, la facultad de vigilancia habría de establecerse en todo 
caso en los conflictos de jurisdicción, en el exequátor para la 
ejecucic ; extranjeras y en algunos aspectos de 
la juriscucc~on volunraria convenientemente seleccionados y 
con co 5as más radicales que en la actualidad, sobre- 
seyéndl rtpediente si el Fiscal hace oposición, sin per- 
juicio ae ia conversión en contencioso a instancia de parte 
legítima. En efecto, si al Fiscal se le oye, como exige el artícu- 
lo 1.815, cuando la solicitud promovida afecta a los intereses 
públicos, y cuando se refiera a persona o cosa cuya protec- 
ción o defensa compete a la autoridad, y éstos son, poco más 
o menc érmínos en que se describen los asuntos de su 
interne i los negocios de la jurisdicción contenciosa, no 
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hay razón para preterir el aforismo ((jurisdictio voluntaria 
transit in contentiosa justi adversari interventu)). Cuando en 
los asuntos de la jurisdicción graciosa se opone el Fiscal, es 
el propio Estado quien opone reparos, y frente a la voluntad 
estatal exteriorizada por el Fiscal puede prevalecer la voluntad 
pronunciada por el Juez en la resolución de un proceso, pero 
no en una tramitación que morfológicz 
fines de lo jurisdiccional y que por fa 
ce de la razón que subordina la postulacion aei uno a ia ac- 
ción del otro. 

En lo que viene entendiéndose que el Fis~di auua en el 
proceso civil «como parten, cabe tamb ción de 
su actividad, que podemos considerar enuina- 
mente de representación proces - titución 
procesal; y por último como ión ad- 
hesiva. 

Corresponden a la primera categoría, de representación 
procesal, las intervenciones en representación de los menores 
que carecen de instituciones tutelares; en representación de 
los incapacitados; cuando pide la incapacidad por enferme- 
dad mental, etc.; cuando se promueve juicio de abintestato, 
en el que el Fiscal es 1 representación de los qi 
den tener derecho a k ia; en los juicios de te$ 
taría cuando representa a herederos ausentes; cuando interpo- 
ne el recurso de casación en los pleitos de los declarados po- 
bres después del informe sucesivo de los Letrados; cuando 
pide la declaración de prodigalidad conforme al articulo 222 
del Código Civil; cuando representa a los ausentes hasta que 
el Juzgado les nombre el defensor que exige el Códig 
ciertas protocolizaciones de testamentos y repudiacio 
herencia. 

Actúa el Fiscal como sustituto procesal cuando se opone 

le pue- 
itamen- 

:o y en- 
nes de 



a la celebración o impugna la validez de un matrimonio ci- 
vil; y cuando pide la declaración de incapacidad en los casos 
de demencia furiosa o en los de incapacidad o inactividad 
del cór presuntos herederos abintestato. En estas ac- 
tuacion túa reah i representación, sino que hace 
valer un mteres propio y su actividad se ve fundamentada por 
la docti 
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Mantenerse, aunque son muchos quienes opinan lo 
io, en los pleitos sobre posesión y mejor derecho a 

grandezas de España y títulos del Reino, ya que el interés his- 
tórico exige que se vele por la pureza de estas transmisiones. 

3." Ampliarse en relación con los menores e incapacita- 
dos, lo que exigiría también una cuidad4 ión de la orga- 

nización tutelar en nuestras leyes. 
:bar su radio de acción en ciertos problemas 
incorporación de la juventud a l  área comuni- 

taria soaai y también en relación, con el aumento de las si- 
tuaciones anormales en el matrimonio. 



5: Completarse en los procesos referentes al estado civil 
de las personas. 

6P Introducirse en ios pieiros aonue se 
lidez o nulidad de las disposici Ras, que 
cen la cosa juzgada contra ter 

7.0 Hacerse también posi l i~ CM iua pc;i~vs en que 3 s  al=- 
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Otros muchos problemas se plantean también en esta ma- 
teria de la intervención del Fiscal en negocil 
son los efectos de su ausencia cuando debió iri~civciiil v ~ I U  

fue iiamado; la amplitud de 
la distribución funcional de sus tacc 
vame :edida a los Fiscales de las Al s Terri- 
torial~ etc. Pero es preferible dejar  si^ !te plan- 

(te qued 
" ~ + P " P A  

a detenf 
herederc 

inar los 

teados estos temas que habrán de llevamos en un m m o  pró- 
ximo a consideraciones más detalladas y a propuestas más 
concretas sobre la intervención del Ministerio Fiscal en lo 
civil. 
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nsignar que par: 
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,. . 

esquc-, ,, ,LLL..Je y el somero análisis q, uz 

realizar nos han servido de mucho el contenido y las obser- 
vaciones de las Memorias de los Fiscales de Pamplona, Jaén, 
Palencia, Soria, Avila,' Pontevedra, Zaragoza, Bilbao, Zamora 
y Toledo. 
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Supremo de Justicia en sus distintas Salas. Los datos 
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los funcionarios del Ministerio Fiscal 
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La ; de lo civil, a c m o  el número de i . ~ 3 a  asun- 
tos ing,,,,,, durante el año, mientras que el número de los 
que quedaron terminados por sentencia u otra resolución de- 
finitiva fue de 1.521. Con ello ha continuado la Sala l." la 
labor que viene llevando a cabo desde hace años a fin de con- 
seguir la posibilidad de señalar las vistas de los recursos, sin 
mayor demora, en cuanto éstos estén tramitados. 

En etapas anteriores llegó a ser tal el cúmulo de recursos 

noria qu 
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1965 y 



pendientes que los señalamientos se demoraban necesariamen- 
te por mayor tiempo del que desear. La tenacidad del 
actual Presidente de la Sala mo. señor don Juan Se- 

rrada Hernán c los que le precedieron, así con 

probo trabajo ;canso alguno, llevado a cabo por 
gistrados que ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ i e n  la Sala ha conseguido acortar distan- 
cias tan considerablemente q revisible 1 

el año próximo se culmine este estuerzo con la normauzaaon 
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ialización está ya conseguida en materia de arrendamien- 
:uyos recursos se resuelven sin demora. 
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de Ir :tadas durante 1965 que estable 
trina uirerpretativa de gran interés. 

En materia de arrendamientos k 
dencial se caracteriza, sobre todo desFUG3 la Última bGr ~e 

Arre ~anos, que plantea no pocos problemas, 

Por ma moderación. En lo demás, sólo a ti- 
d o  de ejemplo y sin que p nos en absoluto r 
menos importancia a otras mes de la Sala e 
merecerían también destacar,,, ,.-nos a continuac~ón aigu- 
na sentencia cuya d de gran interés: 

La de 29 de abril de lYb5, ae la que fue ponente aon 
Federico Rodríguez Solano y Esph, contien I- 

terés sobre interpretación y alcance de la c n 

las obligaciones, en alguno de sns consideranaos que en ia par- 
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uLa finalidad de la ustipulatio poenae,, regulada en 
los arts. 1.152 a 1.155 del Código Civil, no se limita ex- 
clusivamente a fortalecer, garantizar o asegurar el cum- 
plimiento de una obligación principal, como pudiera des- 
prenderse de los términos en que fue redactada la Ley 40 
del Título XI de la Partida V, puesto que para ello cuenta 

tro Ordenamiento positi v a s  jur 
como las consignadas e :, 1.857, 

nues 
tales 

vo con 
n los a r ~  #. 

otras fig 
is. 1.822 . . y concordantes del mismo Luerpo lega?, ni a susnnur 

aquéila, según parece destacar el párrafo 1." del art. 1.152 
de dicho Código, por una simple indemnización de daños 
y abonos de intereses predeterminados cuantitativamente 
en el contrato, porque para llegar a ese resultado, al me- 
nos en su parte esencial, bastaría con acudir a las preven- 
ciones contenidas, entre otros, en los arts. 1.101 y siguien- 
tes y párrafo 2." del mismo 1.124 de la Ley civil sustan- 
tiva, sino que su verdadero objeto está constituido por un 
conjunto de funciones armónicamente coordinadas entre 
las que, además de las anteriormente expresadas, ocupa un 
lugar preeminente, como su propio nombre indica, y salvo 
el pacto en contrario que prevé la primera parte del 1.153, 

u a y !  

quec 
tacii 

la estrictamente punitiva, reflejada, bien mediante una po- 
sible agravación del resarcimiento (Sentencia de 8 de ene- 
ro de 1945), o por la necesidad de que la inejecución 
de lo convenido sea imputable a su deudor (SS. de 27 de 
----o de 1894 y 5 de noviembre de 1956), puesto que de 

lar siempre al arbitrio de éste, la elección de la pres- 
in a cumplir, se estaría en presencia de una disyunti- 

va «stipulatio» o del supuesto regulado en los arts. 1.131 y 
posteriores del mismo texto legal, de lo que se infiere 
que todos esos móviles, caracteres o requisitos deben en- 
tenderse por lo general subsumidos dentro de la cláusula 



penal, sin que pueda excluirse ninguno de ellos a no ser 
que el propio pacto o el conjunto de elementos probato- 
rios aportados al proceso lo indiquen de forma clara, ex- 
plícita y terminan te., 

11 de ju nio del mismo S 60, pon ente do1 L 1 

Tomás Ogayar y Ayiión, resuelve con acierto puntos oscuros 
de nuestra vieja Ley de Propiedad Intelectual, hoy modificada 
ya por otra bien reciente, y dice en uno de sus considerandos: 

<Que el contenido de la propiedad inte e ha per- 
filado en las categorías de facultades a pamr de la Confe- 
rencia de Roma de 1928, ratificada por España mediante 
la Ley de 21 de julio de 1932, y en la también Conferen- 
cia de Bruselas de 26 de junio de 1948 igualmente ratifi- 
cada por Decreto-Ley de 29 de marzo 1951, con arreglo 
a las cuales la construcción jurídica de dicha propiedad es 
considerada en toi publicación y explotación de la 
obra, su cesión o enajenación-denominados derechos pa- 
trimoniales-, y los dirigidos a salvaguardar la paternidad 
de referida obra y a la defensa de su integridad con un 
grupo de facultades que se concentran en lo que se llama 
usualmente derecho moral de autor, que es, en esencia, el 
derecho personaiísimo que el autor tiene a la paternidad 
de su obra a que la misma no se deforme ni mutile y a 
reproducirla, distinguiéndose así los dos aspectos o elemen- 
tos-patrimonial y moral-que integran el derecho de au- 
tor, caracterizando la doctrina en el moral las facultades si- 
guientes: la de decidir el autor si su obra se publica o no; 
la defensa de su paternidad intelectual y de la integridad 
de la obra y en el de poder retirarla de la circulación re- 
conocidas esencialmente en el artículo 6." bis de la Confe- 
rencia citada de 1948.n 



Otra sentencia de 13 de noviembre, ,de la que fue ponen- 
te don José Beltrán de Heredia y Castaño, trata un tema cuyo 
interés se patentiza al leer los siguieni xlares, entresa- 
cados de sus considerandos: 

a"" 
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pacto e : verbal n sí de 
celebrado en el mes de agosto de 1912, en la ciudad de 
San Sebastián, entre el padre de los recurridos, don G. y 
Inq hermanos de este, don A., don B. y don C., según el 

a ter lo exis- 
y por 1; sino el 

PrC )nocumento en prueoa ae conresion ae los in- 
ter7 I que sobrevivían en el momento del inicio de 
estt ~ L G L L U  que ahora figuran como recurrentes-y me- 
diando la entrega de una determinada cantidad de dinero, 
el mayor de los hermanos fue autorizado por los demás 

nac 
pame comun, raueaao en el ano ~ Y U Y  y que poco antes 
del pacto-exactamente en mayo de 1912 1 unido 
legalmente, quedando convertido en el a p ~ l l l ~ u  compues- 
to «P-T», debiéndose tener presente que : de los 
contratantes, es decir, don F., cuya ganad %tribuye 
primordialmente al hijo mayor, no tenía nombre comer- 
cial propio independiente del suyo civil, razón por la que, 
al producirse el fenómeno sucesorio, el referido hijo ma- 
yor en cuyo favor, a estos xa el pacto re- 
latado, hubiera tenido que ropios apellidos 

que eran, según se dijo los de P. S .  y si la unión relatada 
del nombre, tiene lugar después de muerto el padre y 
sobre eiia se hace un pacto, coincidente con la inaugu- 
ración por el tantas veces referido hijo mayor, de una 

:ia que ( 

!ue no f 
le1 misn 
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nueva ganadería .con base ciertamente en las reses que 
heredó del padre, pero con nuevo hierro y distinta divisa, 
es incuestionable que lo hicieron los intervinientes, no 
fue una transación comercial acerca del uso de un nombre 
o marca registrados, sino simplemente, un acto de dispo- 
sición con respecto del uso del nombre civil recientemente 
me 
bravas.)) 
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Civil que establec~ .,, ,1 apellid" de los dere- 
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precisar, declaranc constituye un auténtico patri- 
monio moral de la uersona sólo transmisible de padres a 
hijc eunpi  ,le, por su na- 
tur a fin de no romper la unidad 
de la fami de la SI (SS. de 
16 )28, ent ), de la 

asi semi 
i dos in 

capital 
nayo 15 . . 
:ae», de 
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rescriptil 

~ciedad 
re otras: 
. . que viene a consnnur el veraaaero ~principium urbis et 

qui narium todo lo cual se dedu- 
cer [evitable! a) que el nombre ci- 
vil, no es susceptible de ser objeto de transacciones n i  ci- 
viles, ni mucho menos mercantiles, en cuanto no está en 
el comercio de los hombres, por lo que al pacto referido 
no es posible dar otro alcance sino el de un simple com- 
promiso de los que lo celebraron, de carácter estrictamen- 
te personal, de no emplear su apeiüdo en los negocios 
taurinos; y b) que en manera alguna puede vincular di- 



cho convenio a los hijos legítimos de los que lo celebra- 
ron, que tienen por ley un derecho irrenunciable al uso 
de su propio nombre, heredado de sus padres, en cual- 
quier género de actividad que ileven a cabo directa y no- 
minalmente, sin otra obligación al respecto, que no sea la 
de respetar el derecho que pueda haber nacido en favor 
de otras personas como consecuencia de una inscripción 
con fuerza de ley, efectuada en el Registro de la Propie- 
'-' Industrial en cuanto que el artículo 124 del vigente 

ituto permite que el api 
de carácter comercial.)) 

a registr ado -con: 10 mar- 

sentenc ,. nbre de 
. . 

;ia Cató: 
los. Fue 
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e don B 

La ia de 7 de dicien te apre- 
ciar cual es, según la doctrina jurisprudencial, el alcance del 
térrnin ie  la Ley de A 
mientc altasar Ruil Viii 

rrenda- 
ar. 

«Ya en su sentencia de 12 de noviembre de 1963, tuvo 
ocasión esta Sala de resolver el problema jurídico que se 
plantea en el motivo primero de este recurso, relativo al 
alcance que tienen las palabras «Iglesia Católica)), emplea- 
das por el párrafo 1." del articulo 76 de la L. A. U., en un 
caso sustancialmente idéntico al de autos, y en aquella 
sentencia se decía que para que dicho precepto legal en- 
tre en juego, es preciso que la finca reclamada pertenezca a 
la Iglesia Católica; pero en aquel caso, como en éste, la 
finca a que el pleito se refiere e$ propiedad de la Congre- 
gación religiosa demandante y es lo cierto que los arts. 4." 
y 35 del Concordato de 27 de agosto 1953, y los Cánones 
99, 100, 1.495 y 1.499 del Código Canónico, disponen que 
la Iglesia Católica y la Sede Apostólica, las Iglesias parti- 
culares y demás personas morales erigidas por la Autoridad 
eclesiástica en persona jun'dica, tienen derecho de adquirir, 
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retener y administrar bienes temporales, cuyo dominio co- 
rresponden bajo la suprema autoridad de la Sede Apostóli- 
ca, a la persona moral que legítimamente les hubiera ad- 
quirido, distinción ya recogida en el art. 19 del Reglamen- 
to de la Ley Hipotecaria, cuando regula la forma en que 
han de inscribirse los bienes que pertenezcan a la Iglesia 
o a las Entidades eclesiásticas y que también se da en el 
orden civil en relación con el Estado, dentro del cual exis- 
ten otras personas jurídicas públicas, que han sido crea- 
das o reconocidas por él y están sometidas, en mayor o 
menor grado, a su tutela y fiscalización; que tienen patri- 
monio y personalic iica dife 
Estado con el que r lfunde ; 
nec 
dor: 
C ~ ~ U G ~ ~ L C U  paia uLLiJiuiL del pleitc , ,, Lecurso, no cabe 
identificar la Congregación religiosa demandante con la 
Iglesia Católica misma; a lo que hay que añadir, que cual- 
quier duda que sobre ese extremo pudiera abrigarse ha de 
ser resuelta en tal sentido ya que el art. 76 constituye una 
excepción del principio general que impone la obligación 
de justificar la necesidad, debiendo ser interpretado res- 
trictivamente, a fin de que el privilegio que establece sólo 
alcance a aquellas entidades que estén clara e inequívoca- 
mente comprendidas en sus términos, es decir, la Iglesia 
Católica en sentido estricto, representada por el grado co- 
rrespondiente de la jerarquía ordinaria, no dades o 
corporaciones de derecho eclesiástico que ~LCUCU rerson&- 
dad jurídici y pami itónomo, diferencia que 
resulta recc no sólo 1 receptos legales citados, 
sino también en ot io la Ley de 11 de julio 1941, 
que distingue los k : la Iglesia de los de las Orde- 



nes y Congregaciones; por todo lo cual hay que desestimar 
el primer motivo del recurso, así como el segundo y el 
tercero y último que sólo cabría examinar de haber prospe- 
rado el anterior, puesto que basta con que falta la justifi- 
cación de la necesidad para que ya no pueda darse lugar 
a la demanda; sin que a los efectos de costas pueda consi- 
derarse temerario el recursc 

Por último, la sentencia d t  7 uc diciembre. DonenLt: uuu 
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«Por razón de 1 sta por su propi 
raleza, se ha de examinar, con preferencia, el motivo segun- 
do del recurso, acogido al núm. 6." del art. 1.692 de la Ley 
procesal y en el que, al igual que con el primero, que en él 
se da por reproducido se combate la argumentación de la 
sentencia de instancia que acogió la excepción opuesta de 
incompetencia de jurisdicción aduciendo que la cuestión 
planteada es netamente civil y, al no apreciarlo así el Tri- 
bunal de instancia, incurrió en defecto en el ejercicio de 
la jurisdicción dejando de conocer del asunto, cuando te- 
nía el deber de hacerlo, con infracción de las normas legales 
que, al efecto se consignan; y para resolver esta cuestión 
primordial, se ha de tener en cuenta: primero, que la es- 
pecialidad de una jurisdicción, viene determinada por tres 
factores o elementos; la calidad de las personas intemi- 
nientes en el proceso, la materia propia del asunto y la na- 
turaleza de la acción que se ejercite, como en concreta re- 
ferencia a la legislación de carácter social, establece en las 
disposiciones legales que se especifican en el motivo prime- 
ro del recurso y que, en el segundo como dicho queda, se 
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dan por reproducidas y muy particularmente en el art. l." 
del texto refundido del Pro. Lab. de 4 de julio de 1958, 
del que se desprende que, el elemento personal, ha de re- 
ferirse a quienes ostenten determinadas calidades : trabaja- 
dor, asegurado o beneficiario, conforme a la legislación so- 
cial o la de empresario o entidad aseguradora, adrninistra- 
dora o colaboradora de seguros o sistemas de previsión 
social y, la materia de los asuntos ha de versar sobre los 
conflictos que se produzcan entre arios y trabaja- 
dores del mismo o distintos empres ~ m o  consecuen- 
cia del contrato laboral o bien sobre pieiros de accidentes 
de trabajo, seguros sociales, o prestaciones del Mutualismo 
del ramo; o sea, resumidamente, entre sujetos ligados por 
una relación contractual o legal, de carácter laboral y, 
como consecuencia de ello, al fallar alguno de estos re- 
quisitos, la naturaleza de la acción, no será de índole la- 
boral o soc de carácter civil o mercantil conforme 
a las circu P que en el caso concurran; segundo 
que, en el de autos, las personas que intervienen en el pro- 
ceso entablado, no advienen a él ligadas por un vínculo 
laboral, sino como consecuencia de un contrato mercantil 
de seguro, aunque con él, se tienda a satisfacer exigencias de 
la legislación especial del trabajo y, sobre todo no aparece 
en el campo de la litis, el trabajador u obrero, cuya re- 
glamentación de actividades laborales es la razón deter- 
minante de la especialidad de la jurisdicción llamada a re- 
solver 1s cuestiones que surjan con motivo u ocasión de 
aquéllas, y, la materia litigiosa no es un conflicto laboral 
ni tiende a considerar y medir las consecuencias legales 
que se deriven de un accidente de trabajo a efectos de su 
reparación, ya que ello se rebatió ante la jurisdicción com- 
petente; el accidente fue indemnizado a virtud de senten- 



cia firme, por aquélla pronunciada y, el actual litigio se ,.TT.-- 

mantiene entre los que allí ostentaron la calidad de cocle- ,: 
mandados y condenados, para ventilar en definitiva a.quién - '-$ ' L*4 
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mente civil, aunque en su apoyo se aduzca algún precepto , . 

[tenido en la legislación especial del trabajo, lo - _ 
:de alterar, la naturaleza de aquélla, como así : . , ,  L 

reconociendo por esta Sala, en casos análogos, lleganno a 
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puntualizarse en la sentencia de 23 de octubre de 19&3,, ---/ 
que, aun cuando en apoyo de la incompetencia de juris- 
dicción se señale el hecho de que, en la litis no se debate 

la 1 

los 
Le1 

sobre la interpretación o aplicación de principios ajenos a 
. - 

egislación laboral, e incluso se dé la circunstancia de que 
invocados carezcan del rango normativo propio de la 

y, esta alegación relacionada con las fuentes a que ha de 
acudirse para resolver el punto controvertido, por constituir 
los preceptos únicos, de carácter sustantivo que lo regu- 

desconoc 
npulso q 

:er que 
iue provi 

lan, no autoriza a 1 por la total ausencia en 
el litigio de todo in enga del elemento obre- 
ro o productor, la armorua ae cuyos intereses, con los que 
son propios de los patronos o empresas productoras cons- 
tituye la única razón de ser de la especialidad laboral, en- 
marcando la competencia de su jurisdicción primitiva, hace 
que la colisión de intereses deba referirse a la competencia 
de la jurisdicción civil ordinaria, por lo que tratándose, en 
el caso presente de dirimir una cuestión, suscitada por 
quienes sólo están sujetos por un contrato privado de na- 
turaleza mercantil, siquiera lo haya sido para cubrir exigen- 
cias de la legislación laboral, la competencia de aquélla es 
inconcusa y elio ha de determinar la estimación del moti- 
vo que se examina y, en consecuencia, sin necesidad del 



estudio de los restantes, la del recurso interpuesto con las 
consecuencias que se establecen en el art. 1.745 de la Ley 
procesal civil.» 

Por su partc nisterio Fiscal intervino durante el año 

1965 en 504 r c ~ ~ , , ,  Je  casación en materia civil, de los que 
únicamente en 62 casos combatió la admisión de los mismos. 
Informó también 42 cuestiones de competencia en la Sala 1.' 
y en otros 48 casos intervino con diversos dictámenes. 

La Sala 2." es, naturalmente, la que registra mayor nú- 
mero de asuntos: durante el año 1965 se interpusieron 2.947 
recursos de los cuales se inadmitieron 89 y terminaron por 
desistimiento, etc., 1.249. Fueron dictadas 1.652 sentencias, 
de las cuales 1.386 corresponden a recursos de fondo, 264 a 
recursos de forma y 2 a recursos a favor del reo en casos de 
pena de muerte. En total fueron resueltos durante el año 
2.990 asuntos, con lo que también la Sala 2." continúa acor- 
tando sensiblemente las distancias que la separan de la po- 
sibilidad de hacer el señalamiento de los recursos en cuanto 
éstos terminen su tramitación. También aquí hay que agra- 
decer a su Presidente, Excmo. señor don Pablo de Murga y 
Castro, la diligencia, dedicación y constancia que viene apli- 
cando a esta delicada función y a todos los Magistrados que 
componen la Sala y que con un número de ponencias muy 
considerable-aproximadamente 40 sentencias semanales, lo 
que presupone 4 ponencias cada semana para cada Magistra- 
do-van consiguiendo acortar los plazos de señalamiento de 
los recursos. 

En materia :S quizá posible hacer I a a la 
existencia de líneas jurisprudenciales en relación con materias 
concretas, que nos orientan sobre la posición del Tribunal 

referenci penal i 



Supremo en la interpretación legislativa. Por eiio vamos a de- 
dicar algún comentario a sentencias recientes que marcan una 
trayectoria jurisprudencial en temas de gran interés. 

En relación con la figura del delito continuado son inte- 
resantes las sentencias de 29 de mayo e diciembre de 
1965, de las que se desprende, como c: ticas del mismo 
la ((persistente acción criminosa contra el mismo sujeto pasi- 
vo», los «medios homogéneos>, el «valerse de la misma oca- 
sión propicia», «el ánimo, los sujetos, la ocasión y los medios 
idénticos que impulsan al sujeto con una tendencia perma- 
nente», todo lo cual aconseja examinar la actividad criminosa 
en toda su dimensión, mejor que dividida en fragmentos por 
razón de los actos individualizados. En el delito continuado 
se unen los hechos con una especie de dolo global constitu- 
tivo de un solo delito que se inicia con la primera sustrac- 
ción y que se agrava progresivamente en lo sucesivo, dice la 
sentencia de 26 de abril de 1965. 
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novible, 
dice la 

Es también importante la sentenc uzo de 
1966 en la que, hecha abstracción del concepto doctrinal 
de delito continuado, se dice que es lo cierto que se trata de 
una institución que por su origen y finalidad no tiene una 
base dogmática establecida de maner 
ni una configuración absolutamente ce 

sentencia que aunque los hechos estén absolutamente deter- 
minados, puede advertirse claramente que en los procesados 
hubo un ánimo especial que estribaba en una conducta general 
referida, más que a ir cometiendo estafas de un importe con- 
creto, a procurar la realización de un designio criminoso úni- 
co, dirigido a todas las personas defraudadas, que no debe 
adicionalmente dividirse ni diversificarse para fraccionar la 
responsabilidad, por lo que es necesario acudir a la aplicación 
de la doctrina jurisprudencia1 ya conocida con el nombre de 



«sujeto pasivo-masa)), cuando se trata de una generalidad de 
personas involucradas todas ell: do por resultad 
un mismo propósito delictivo. 

Otro de los temas que ha dado lugar a que la doctrina 
jurisprudencia1 se perfile en sentencias también recientes, es 
el que afecta a la diferencia entre el hurto y la apropiación 
indebida. También aquí se observa en la actitud del Tribunal 
Supremo una acusada preocupación por la diferencia de pe- 
nalidad existente en el Código entre ambas figuras delictivas. 
En efecto aunque la escala de penas establecida en el art. 515 
para el hurto y 528 para la estafa, es la misma, el hecho de 
que el hurto con abuso de confianza se castigue por el art. 516 
con las penas inmediatamente superiores en grado, mientras 
que esto no ocurre con la apropiación indebida, que según el 
artículo 535 se castiga con las mismas penas del 528 que aca- 
bamos de mencionar, produce la consecuencia de que en oca- 
siones se incline la Sala por calificar de apropiación indebida 
los casos en que el límite que distingue ambas figuras resulta 
confuso y difícil de aclarar. Así la sentencia de 27 de octu- 
bre de 1965 dice que en atención a los confusos perfiles dog- 
máticos que separan las figuras delictivas del hurto cualsi- . 

cado por el abuso de confianza y de la apropiación indebida, 
la jurispmdencia se inclina en sus sentencias más recientes 
por atenerse a una norma objetiva respecto de la perpetra- 
ción, más bien que a los supuestos de ((titularidad civil», dada 
la genérica referencia que a ésta hace el texto del art. 535. Y 
aplica la solución de la apropiación indebida cuando se em- 
plea una acción que no implique una dinámica comisiva de 
sustracción con cambio posesorio. 

En el mismo sentido, la sentencia de 17 de noviembre de 
1965 dice que la sutil diferencia entre el delito de apropia- 
ción indebida y el de hurto estriba en que aquél hace suyo 
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lo que ya tenía en su poder o posesión por voluntad del due- 
ño de los bienes, mientras que en el hurto, se toma contra la 
voluntad del dueño lo que de ningún modo se tiene o posee, 
existiendo, por tanto, un desplazamiento de la posesión. En el 
mismo sentido se dictaron dos sentencias de fecha 19 de no- 
viembre de 1965, otra de 12 de enero de 1966 y otra de 15 
de feb año. Por úitimo, otra sentencia de 25 
de abri : en la misma doctrina y señala que ésta 
viene constituyendo «la más moderna dirección de la doctrina 
de esta Sala,. 

Es ~osibie aue ei Drooiema de la penalidad influya muy 
poderc e esta doctrina y oculte en par- 
te la v cid de ambos delitos, que qui- 
zá deb nás que en la dinámica comisiva en la existencia 
o no c tulo en virtud del cual se posee por el sujeto 
aquello de 10 que se apropia, quebrantándose la naturaleza de 
las relaciones patrimoniales por parte de quien tiene de algún 
modo una participación en el régimen patrimonial que se 
daña. 

Ot a consi ~rescripc 

y l de julio de 1965 sobre comienzo del plazo prescriptivo en 
relación con la paralización de la actividad procesal. También 
es de interés la de 13 de junio de 1964 que estima que no es 
posible tomar en cuenta la prescripción antes de la presen- 
tación del rebelde. 

En relación con la retroactividad de la ley más beneficio- 
sa, las sentencias de 2 de junio, 4 de junio y 1 de julio de 
1965 dicen que la eficacia retroactiva de la ley más beneficio- 
sa es propia de la ejecución de sentencia y debe ser hecha por 
el Tribunal de Instancia. 

Por la índole del asunto-delito de usura-son de inte- 

derar qi ión. En 
, -..*-m 



rés las sentencias de 15 de enero, 27 de febrero, 18 de junio, 
23 de octubre y 8 de noviembre de 1965 y 22 de enero de 
1966. En alguna de ellas se considera como delito de usura 
del art. 543 alguna operación de crédito a través de vales con 
poder liberatorio circunscrito a la compra-venta en determi- 
nados establecimientos, equiparándolos a los títulos o valores 
mencionados en el 2." párrafo del art. 312 del Código de Co- 
mercio y llegando a la conclusión de que resulta delictiva no 
la operación en sí, sino la cuantía de los intc ~ctados, 
que al fraccionarse por semanas vienen a eleva ilmente 
a un 5516 por 100 y a un 64,58 por 100, en los casos de 
autos. 

Vamos a referimos a u l a  la iínea seguida por la Sala 2." 
del Tribunal Supremo en orden a apreciar o no la gravedad 
de ciertas conductas en el delito da asociación iücita, concre- 
tamente la aplicación del párrafo 3." del art. 174 del Código 
Penal, o la aplicación del párrafo 4." del mismo artículo. En 
una primera posición, las sentencias de 17 de enero de 1960 
y 12 de diciembre del mismo año aplicaron el párrafo 4." por 
entender que los hechos carecían de gravedad, en algunos 
casos I dos con organizaciones vinculadas a l  partido so- 
cialista iormente las sentencias de 27 de enero, 12 de 
mayo, 14 ae mayo, 28 de mayo y 25 de junio de 1965 en- 
tienden aplicable el párrafo 3.", ya que la índole subversiva 
de la asociación constituida rechaza la posibilidad de conside- 
rar como no graves las conducías de los procesados. 

Ultimamente, las sentencias de 9 de junio y 9 de octubre 
de 1965 y 8 de febrero y 12 de abril de 1966, sostienen una 
tesis diferente. Esta tesis está reflejada principalmente en la 
citada sentencia de 8 de febrero Úítimo que viene a distinguir 
la gravedad «en  abstracto^, por así decir «programática» de 
la asociación, a que se refiere el párrafo 3." del art. 174, de la 
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entidad grave o no de los «hechos concretos» cometidos por 
los autores del delito. Y en virtud de esta distinción viene 
aplicando la doctrina del párrafo 4." del art. 174 incluso cuan- 
do la asociación ilícita se relaciona con el partido comunista. 

P :stos casos es cuando surge la dificultad 
interplcLaLIYP ya iiUG la vigencia indiscutible de la Ley de 1 
de m 1940 quizá impida considerar como no graves 
-salvo para los meros partícipes-las conductas relativas a 
la coi 
ción, 
podría en pruicipio obstar al  sostenunlento de esta última di- 

rección jurisj último, dictada 
cuando redactamos esras uneas, la de LJ ae mayo de 1966, 
reton 'o 3." dt 
mand conduct; 
asociación ilíc : escama 

La califia nto auté le la ca- 
sación, ha sido oojeto ae numerosas decisiones junspmdencia- 
les muy difícil de reducir a líneas de criterio fijo, dada la di- 

versidad de casos que se plantean. Señalaremos alguna sen- 
tencia que hace referencia a documentos privados, como la de 
8 de marzo de 1965 que considera documento auténtico a un 
contrato privado reconocido por las partes; la de 19 de junio 
de 1965 que considera como tal el presupuesto de ingresos y 
gastos de una Entidad oficial; y la de 5 de julio del mismo 
año, más avanzada, que sienta la doctrina de que si bien en 
términos generales las actas en que constan las denuncias y 
declaraciones de los denunciantes no son documentos autén- 
ticos a efectos de casación, pueden serlo excepcionalmente y 
así lo admite en el caso que contempla en que considera como 
documento auténtico un escrito de denuncia donde constan 
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los datos precisos para cifrar la cuantía exacta de la defrauda- 
ción. 

Para terminar este repaso, que naturalmente sólo plantea 
algunos puntos que pueden resultar de interks, pero que no 
pretende realizar un estudio profundo de la jurisprudencia pe- 
nal en el último año. citaremos a l m a  sentencia dictada en 
recursos de adhesión 
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965 y 7 de diciembre del 

mismo año. 
El Ministerio Fiscal despachó en el año 1965, 3.367 dic- 

támenes en asuntos penales de competencia de la Sala 2."; 
interpuso recurso de casación en 170 casos de los 224 pre- 
parados por los Fiscales de las Audiencias e interpuso asi- 
mismo 8 recursos de revisión y asistió a 1.677 vistas celebra- 
das durante el año citado. Todo ello, con los detalles corres- 
pondientes, se refleja en la parte estadística de esta Memoria. 

I to a la Sala 6.", de lo Social, despachó durante 
el año a que nos venimos refiriendo 1.429 asuntos, de los que 
29 fueron recursos de revisión en casos de arrendamientos 
rústicos, 5 recursos en interés de la Ley, otros 5 de revisión 
de sentencia firme y 2 recursos de queja. El resto correspon- 
den a recursos de casación en asuntos laborales. 

La Sala 6." funciona totalmente al día y tramita y des- 
pacha los asuntos con la rapidez necesaria, gracias al celo que 
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despliega su Presidente, Excmo. señor don Francisco Ruiz 
Jarabo y los Magistrados que la componen. 

Resulta imposible realizar aquí un estudio de fondo so- 

bre la jurisprudencia de la Sala en el año 1965, pero expon- 
dremos algunos casos que ponen bien a las claras el sentido 
jurídico y social con que interpreta la legislación que regula 
tan importante materia. 

En materia de incapacidades pern , por ejemplo, 
considera que la limitación en la capacidad funcional produ- 
cida como consecuencia de secuelas del accidente,. constituye 
incapacidad permanente parcial: sentencia de 10 de mayo 
de 19( a la inc 
sentenc 1 de 19( 
aptitud laboral ha de calificarse en vista de una proresion 
contemplada unilateralmente y a la tarea y posibilidad de 
efectuar los trabajos ~rinci~ales que a ella se refieren, y no 
en relación coi 
rias en que pu 

La apreciación de 1 a pericial en la casación obede- 
ce, naturalmen tidad de esta jurisdicción y ha 

motivado alguna sentencia como la de 22 de enero de 1965 
según no ha dl nes pe- 
riciales decida, cidente 
guarda o no relación con el mismo, sii la de atenderse 
a la calidad del informe más razonac tallado a juicio 
del Tribunal. 

En el tema de la responsabilidad dt mpañías Asegu- 
radoras, en que con frecuencia suele p : la posición de 
que el riesgo acaecido no estaba cubierto por la pÓLiza, la 
Sala 6." ha venido manteniendo la doctrina que refleja tam- 
bién la sentencia de 29 de enero de 1965. No es lícito admi- 
tir, en la interpretación de un documento aceptado por las 
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partes, sólo lo que es favorable y rechazar lo que es adverso. 
En la mayoría de los casos se deja a la jurisdicción civil lo 
que se refiere a la interpretación del contrato. 

Una cuc teresante fue resuelta por la sentencia de 
23 de enero 5, que dio fin a un recurso en interes de 
la Ley que Luiiua sentencia del Tribunal Central de Trabajo 
interpuso el Ministerio Fiscal. Se trató de determinar la con- 
dición laboral de la relación de trabajo del conductor de au- 
tomóvil particular con el prc ia 
aludida después de un estu Y 
de fijar los elementos objetivos y subjetivos de la relaaón y 
dar :rpretación ampli conceptc o- 
duccion», decide que este conrraro na ae calificarse como 
con1 trabajo e de ca S » 
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y procedimiento de extinción de esti to no rige la legis- 
lación social y carece de competencia la jurisdicción laboral, 
en de 

Seg n- 
tepíos y los siniestros que sutran en el desempeno de su co- 
met nios. 

,, ,, ,,,,,U, la tendencia jurisprudencia1 a ampliar el 
concepto de accidente de trabajo al que se sufre «in itineren, 
esto es en el camino seguido por el trabajador desde su hogar 

al E z trabajo y viceversa. Esta tende acentúa, si 
cab año 1965, en el que podemos s os senten- 
cias de interés: la de 27 de diciembre y la de 21 de octubre 
del citado año, esta Última en relación con la imprudencia 
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posible concurrencia jurisdiccional entre lo social y lo conten- 
cioso-administrativo. ~ncia, dc 
trativo. de 6 de iunio ae 1705 plantea ia cuesuon cucienao que 
«con licto ind lio de la 
com~ lagisrrati plantea- 
do a ~lución, e olvida 1 
«reiti nte dest ~ribunal J 

ordenamiento jurídico Laboral consagra en ciertos casos una 
comg - 
tado 
cioní la jurisdiccional y orra la administrativa)) y en el 
caso : refiere, como versa sobre interpretación de nor- 
mas laborales aprobadas por la Administración del Ramo y por 
tantc as en la esfera de competencia de :oridades, 
resulra competente la jurisdicción administratwa, aoctrina que 
viene a coincidir cor - 
ridad por la Sala 4." 

El Ministerio F i s ~ d  ucbpachó ~ U L ~ L C  I ~ C J J  U L U L ~  ue 
1.28 1s ante la Sala 6." e interpuso e1 ,- 

curso en interés de la Ley. Es de destacar, por su interes, un 
recu i- 

cal, e 
refiere esta Lvlemoria, proaujo eIecros aenuo aei plazo ae 

tiempo que contemplamos: El recurso fue interpuesto contra 
sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 8 de julio de 
1963, que declaró que no podía esti omo accidente de 
trabajo un supuesto de accidente «i » resuelto positi- 

vamente por la Magistratura de Trabajo de Logroño en sen- 
tencia de 4 de diciembre de 1962. La Sala 6." del Tribunal 
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Supremo dio lugar al recurso del Fiscal y por sentencia de 
20 dc de 1964 declaró que el siniestro sufrido merecía 
la calificación de accidente de trabajo indemnizable, ante lo 
cual 
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vío de los expedientes administrativos por la propia Adminis- 
tración. La competencia de sus respectivos Presidentes, Ex- 
celentísimo~ señores don Manuel de Vicente Tutor, don Luis 
Cortés Echanove y don Esteban Samaniego Rodríguez y el 
celo desplegado por los Magistrados que las componen, man- 
tienen esta línea de absoluta normalidad que en ellas se ob- 
serva. 

La Sala 3:", de u ecursos y 73 apelaciones, 
terminó por sentencia >a> asuntos mientras que otros 204 
terminaron por desestimiento, inadmisión u otras causas. 

La Sala 4." registró 1.299 recursos y 383 apelaciones du- 
rante el año, y terminó por sentencia 886 recursos y 187 ape- 
laciones, mientras que otros 397 asuntos terminaron por de- 
sesrimiento, deserción, etc. 
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LA ACTIVIDAD DEL MINISTERIO FISC 
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esta Memoria el hecho de haberse po 
en la Fiscalía del Tribunal Supremi 
trimestre del año 1965, podemos manitestar aqui, con pleno 
convencimiento de que servimos a un imperativo de justicia, 
que el Mister io Fiscal como institución y los funcionarios 
que lo componen, ha desarrollado su labor a plena satisfac- 
ción durante el pasado año, sin parar mientes en la escasez 
de medios ni mucho menos en el considerable aumento de 
trabajo que en muchas Audiencias se ha venido producien- 
do. Nos complace extraordinariamente rendir este juicio en 
unos momentos en que podemos reflejar, con absoluta obje- 
tividad, los aciertos y la abnegación del Ministerio Fiscal, 

Ya qu lada hemos participado directamente en < 

T tenemos que señalar que en esta ocasión 
la suprema jefatura del Ministerio Fiscal recae sobre uno ae 
sus miembros-lo que no ha sido en absoluto frecuente en 
anteriores etapas-nos damos perfecta cuenta de que la respon- 
sabilidad que ello entraña, al pretender servir con lealtad a las 
obligaciones del cargo, se multiplica extraordinariamente al 
fundi la, también obligación estricta, de procurar per- 
feccic rganización y funcionamiento del Ministerio Fis- 

:Ilos. 

, en que 



cal para consemir la mayor eficacia en los resultados de su 
actuación. 

Porque si bien es cierto y así lo r 
con toda justicia, que la institución y sus hombres vienen fun- 
cionando a plena satisfacción, también lo es que el Ministerio 
Fiscal no dispone de los medios legales ni materiales que 
serían precisos para producir todos los efectos que su exis- 
tencia y actividad deberían hacer posible con una estructura 
y unas funciones más adecuadas que las actuales. El Minis- 
terio Fiscal constituye una Magistratura especial encargada 
de promover la acción de la justicia y fiscalizar su adecua- 
ción a de repi 
de prc ~ u e  p re~  
Pero lo cierto es que los preceptos de su Estatuto nur 
ron suficientemente desarrollados para que su actuació 
tica respondiera a los postulados que acabamos de mencionar. 
Un deber de lealtad obliga a informar 
el Ministerio Fiscal tiene el Estado I 

tamente imprescindible en la configuracion ae un cstaao ae 
Derecho, pero que, desgraciadamente, permanece inédito en 
la mayor parte de sus posibilidades. Recientemente lo pro- 
clamó así el Segundo Congre 
sal al decir, en una de sus conclusiones, que «el MiniStenO 
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Es cierto y así se ha rep i ocasi01 el Mi- 

nisterio Fiscal está afectado pc, ,, dativa atonía en su fun- 
cionamiento y ello obedece a que sus funciones no sólo no han 
sido desarrolladas y articuladas convenientemente, sino que 
han venido recortándose a través de los años para ir relegán- 
dole, poco a poco, a la casi exclusiva función de ejercitar la 



acción penal. Incluso en lo más elemental se ha producido este 
fenómeno y por ello, a pesar de que el Ministerio Fiscal es, 
según su Estatuto, representante del Gobierno ante la Ad- 
ministraci6n de la Justicia, lo cierto es que ni siquiera en 
este campo actúa en todos los sectores que fuera deseable, 
muchos de los cuales quedan fuera de la intervención del Mi- 
nisterio Piiblico olvidando con eiio su carácter de defensor de 
la legalidad y representante del interés público y promotor del 
intc 
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Hemos entendido que ésta es una de nuestras primordiales 
obligaciones, ya que mal 1s cumplir con eficacia la 
función que se nos confía si no conseguimos que el órgano en- 
car cumplirla tenga pacidad io- 
nar los medios adec rla a cal xi- 
to. Es por ello por lo que una de nuestras primeras acuvida- 
des consistió en iniciar la práctica de reuniones colectivas que 
reforzarán la unidad sustancial del Ministerio Fiscal y dieran 
a todos el conocimiento mutuo de los distintos puntos de 
vista con que podían enjuiciarse los problemas con que dia- 
riamente nos enfrentamos. Esta práctica del contacto directo 
y personal ha de resultar eficacísima y contribuirá, sin duda 
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alguna, a que los principios de unidad y dependencia se for- 
talezcan y desarrollen insensiblemente. 

Para ello, en el mes de noviembre y durante dos d 
secutivos tuvo lugar la primera reunión de Fiscales Genera- 
les y Fiscales de las Audiencias Territoriales con objeto de es- 
tudiar en común algunos temas de interés general. Estos fue- 
ron elegidos con el deseo de que la finalidad de la reunión 
se cumpliese, evitando que el exceso de un planteamiento 
demasiado ambicioso pudiera neutralizar su eficacia. Por esta 
razón una parte del temario se dedicó a estudiar la situación 
real del Ministerio Fiscal en sus distintos niveles y a exa- 
minar los procedimientos adecuados para agilizar el contac- 
to con los órganos de decisión, a fin de ir creando un clima 
de perfecta identificación y de rapidez en la actuación, cuan- 
do fuera necesario. Naturalmente se planteó también el estu- 
dio a fondo de las funciones y cometido del Ministerio Fiscal 
con ánimo de proponer los perfeccionamientos necesarios. 

Esta cuestión que acabamos de mencionar merece, quizá, 
un comentario más extenso. El Ministerio Fiscal es un órga- 
no de actuación colegiada, sin perjuicio del principio de de- 
pendencia jerárquica. El funcionamiento de las juntas de Fis- 
calía y la regulación sobre la forma de adoptar sus acuerdos 
e imponer un criterio decisorio así lo proclama. Por ello pare- 
ce conveniente que cuando se trata de estudiar cuáles han de 
ser las líneas primordiales de la organización y funciones del 
Ministerio Fiscal, se consulte a sus componentes y a este fin, 
sobre la pauta trazada con las sugerencias y los cambios de 
impresiones surgidos en la reunión de Fiscales Generales y 
Territoriales, se confeccionó un cuestionario remitido más tar- 
de a todas las Fiscalías de España para que fuese informado 
y comentado por sus componentes. Ya obran en la Fiscalía 
del Tribunal Supremo los informes emitidos y constituyen, 



i común 
los hon 

a no dudarlo, un conjunto de opiniones muy sugestivas de las 
que saldrá un esquema definitivo que en su día tendremos 
ocasión de someter a la consideración del señor Ministro de 
Justicia, por si merece convertirse en proyecto o proyectos de 
disposiciones que vengan a regular y a dar vida a esta insti- 
tución tan entrañable para nosotros que es el Ministerio Fis- 
cal. Quisiéramos obrar con rapidez, pero en esta materia la 
meditación ponderada y reflexiva es absolutamente impres- 
cindible y, por otra parte, ya hemos avanzado en unos meses 
lo suficiente para esperar que en lo sucesivo podamos prose- 
guir sin pausa, aunque al ritmo conveniente. 

Otro tema de gran interés en la reunión que esta 
mentando, fue el análisis sobre la aplicación de la Ley de ~4 

de diciembre de 1962 sobre Uso y Circulación de Veh 
motor. La puesta en vigor de esta Ley en 1 de junio c 
ha planteado, sin duda alguna, un problema de polirica ju- 
rídica a cuya solución debe atender directamente el Ministerio 
Fiscal. En otro lugar de esta Memoria nos referimos al fondo 
de esta cuestión con la amplitud suficiente, por lo 
debemos repetir aquí lo que allí quedará consignado. 

El resultado general de la reunión fue muy satistactor~o, 
especialmente desde el punto de vista de quien redacta esta 
 memoria. En pocas horas de intercambio de opiniones y estu- 
dio er de los problemas avanzamos, en el conocimien- 
to de ibres y en el camino de la necesaria identifica- 
ción personal, lo que no hubiéramos recorrido en muchos 
meses de pura relación oficial a través de las escuetas comu- 
nicaciones usuales en este campo. A pesar de la escasez de 
medios materiales, que impiden celebrar estas reuniones con 
la frecuencia deseable, esperamos en;ontrar la forma de re- 
petirla ~tud, en ien pró- 
xima. 
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Otra de las preocupaciones que la función nos produce 
se cent bnseguir que la actuación del Ministerio Fiscal 
no se 1 ce más de lo necesario y, por el contrario, ad- 
quiera un dinamismo funcional absolutamente necesario para 
el cumplimiento de nuestra misión. El Fiscal no debe ser 
un funcionario que despacha causas, vigila las ejecutorias e 
inform vistas. Es una autoridad encargada de promo- 
ver la e la justicia, vigilar su funcionamiento, procu- 
rar que se administre pronta y cumplidamente, defender el 
interés público y promover el interés social. Debe, por con- 
siguiente, conocer la realidad de su territorio y tener la sen- 
sibilidad necesaria para valorar todos los factores sociales que 
en definitiva influyen en la sanidad penal de una comunidad 
human; :1 grado de observancia y cumplimiento de la 
norma ibserve en los ciudadanos y en las Instituciones. 
En definitiva, es un vehículo encargado de que el Gobierno 
conozca con la prontitud necesaria y con sinceridad absoluta 
el estado de la sociedad en orden al cumplimiento de la Ley 
y al efecto que ésta produce y lo exige nsibili- 
dad, sentido de la realidad y d n compli negada 
a su función. El Fiscal es el órgano encargado por antonomasia 
de tomar la iniciativa, de promover, de actuar, de intervenir 
y no debe en ningún caso reducir su actividad a dictaminar 
cuando se le pide o a cuan&o se le pasan los autos. 
Su deber de imparcia e objetividad, de sujeción es- 

pio de legalidad, le exi; re que 
a infracción punible o I injusta 

acusacion ae un inocente. En todo caso su rigura esta calcu- 
lada para ser d y activa, operante en ur ad que 
debe vivir inte e sin dejarse influir po i hipo- 
tecar S o en razón de factores extraños. No se confi- 
gura, e ra alguna, como una figura estática y pasiva, 
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i en las iisterio 1 Fiscal in 

encargada de resolver el caso concreto sin tomar en cuenta los 
fen6menos sociales que a su alrededor se producen. 

Por estas razones se han ido introduciendo en las Memo- 
rias anuales algunos capítulos que tiendan a reflejar este co- 
nocimiento activo de la realidad social circundante y en esta 
misma habremos de procurar, en los apartados que seguirán, 
reflejar también esta realidad a escala nacional. Justo es aho- 
ra informar que las Memorias presentadas por los Fiscales 
Territoriales y Provinciales han respondido perfectamente a 
esta directriz y contienen datos y opiniones que contribuyen 
en gran manera a reflejar una panorámica cierta de la situa- 
ción del país materias en que el Mu L- 

terviene. 
A perfeccionar todo esto y a ampliar el horizonte de acti- 

vidades del Ministerio Fiscal ha de tender la regulación que 
propongamos del mismo. Así lo corroboran las opiniones de 
todos los Fiscales informantes y aunque ya hemos anunciado 
que el trabajo de fondo sobre este problema será objeto de 
ulteriores estudios y propuestas, únicamente reflejaremos a 
continuación algunas opiniones que marcan líneas de tenden- 
cia que están reflejadas en las Memorias. Prescindimos, por 
la razón apuntada, de analizar aquí los trabajos especialmente 
dedicados a la organización y funcionamiento del Ministerio 
Fiscal que han sido remitidos recientemente y nos limitamos 
tan s61o a consignar, a título de ejemplo, algunas opiniones 
que figuran en las Memorias presentadas. Con ello no preten- 
demos mostrar nuestra conformidad con todas las opiniones 
que aquí se reflejen, sino solamente mostrar cuál es el estado 
de opinión en esta materia. 

Desde un punto de vist d de Za- 
ragoza dice que habría que llegar a una Ley del Ministerio 
Público que permitiera al Fiscal erigirse en verdadero vigi- 



lante de la estricta observancia de la Ley en todos sus órdenes, 
representando con ello el interés de la sociedad y no sólo en 
el orden judicial, sino también en otros aspectos extra-judi- 
ciales de gran importancia social. Otros Fiscales como el de 
Jaén, Castellón y Zamora, opinan que también debería tener 
intervención en el orden constitucional, recordando que la 
circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 7 de marzo 
de 1898 decía que es misión del Ministerio Fiscal «el mante- 
nimiento del orden constitucional del Estado en aquellas apli- 
caciones relativas a las materias de intervención de dicho Mi- 
nisterio público», porque ha de enten - como un órgano 
del poder del Estado, sin ese : adscrito a nin- 
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se conceda la facultad decisoria podría y debería el Ministerio 



Fiscal denunciar esta nulidad, sin perjuicio de otras actua- 
ciones institucionales adecuadas. 

en rela1 
a Presii 
. . 

:S del M 
S que se 
cciones. 

Jo son 1 

.car debi 
:ntes res 

histerio 

sostiene 

Fiscal. 

:n en lo 

c dispon 
ipecto dc 

S efectos 
a policía 
.-A - . - 

ier de 11 
E una al 

ninistrac 
uando ei 

Veamos 

penal Y 

; del del 
1 judicid 

histeria 
to moda . - 

:ión de 
1 realida 

ahora c 

en relac 

lito y h: 
L. Tamb 
L.-:---. 

:ntos qu 
ti pificac 

" 
r tambid 
cas que 
Justicia, 

!d, ningi 

capítulo 

Todo eilo vendría a ser consecuencia ae lo que ya hemos 

apuntado sobre la naturaleza del M I Fiscal antes de 
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llegar a exponer al Tribunal todas las razones de que dispon- 
ga para la petición de una sanción penal. 

El sistema acusatorio que vino a constituir a su implan- 
tación la garantía de un sistema de objetividad e imparciali- 
dad, fue acogido por el legislador español con no pocas res- 
tricciones, una de las cuales consiste en desconfiar excesi- 
vamente del Fiscal cuya intervención «inspectora» resulta más 
bien limitada extraordinariamente, a diferencia de otros sis- 
temas continentales como el francés y el italiano en los que la 
actividad del Ministerio Fiscal se desenvuelve con gran agili- 
dad de procedimiento y volumen de facultades imperativas 
sobre la policía. Con la posibilidad de ordenar encuestas ofi- 
ciosas que pueden más tarde convertirse en acusaciones for- 
males, el Fiscal francés dispone de mayor libertad y mayores 
medios procesales que el español. Con mayor sistemática la 
reglamentación italiana amplió también los poderes del Mi- 
nisterio Público en la fase preparatoria y colocó a l  Fiscal en 
una posición preeminente, con facultades para interrogar, ins- 
peccionar, acordar la prisión provisional del inculpado e in- 
tervenir en la ejecución de los actos procesales, sin contar con 
su intervención directa y decisiva en la instrucción sumaria 
o sumarísima para los casos de delitos menos graves. 

Sin olvidar razones poderosas de tradición jurídica que 
han ido acomodando el proceso penal español a su actual con- 
textura, es lo cierto que se impone la necesidad de ir abriendo 
camino a una mayor intervención del Ministerio Fiscal en el 
sumario y a la concesión de facultades y atribuciones más ex- 
tensas sin romper por ello la línea general de nuestro proceso. 
Cada vez se impone más la necesidad de dar vida a un proce- 
dimiento correccional, para delitos menos graves, en el que las 
facultades del Fiscal debieran ampliarse considerablemente y 
donde también podría abordarse con éxito el problema de las 



peticiones vinculantes para el Juez. Este proceso correccional, 
que habría de absorver el mayor número de casos a enjuiciar, 
puesto que la mayor cantidad de hechos delictivos se produce 
en la zona de la responsabilidad culposa sobre todo de la cir- 
culación automóvil y en la de los delitos de escasa entidad, 
podría ser el campo donde se abriese camino y se ensayara, 
seguramente con éxito, la ampliación de facultades del Fiscal 
dentro del sistema acusatorio. 

Baste por ahora dejar consignados estos criterios sobre 
los que opinaron los Fiscales de Avila, Zaragoza, Teruel, Lugo 
y Valladolid, para seguir insistiendo en eilos cuando, en ul- 
teriores etapas, abordemos el tema completo de la estructura 
y funciones del Ministerio Fiscal. 

También se plantea el problema de la intervención Fiscal 
en otras jurisdicciones, para que pueda hacerse realidad aquel 
principio general de que es el representante del Gobierno 
ante la Administración de Justicia. 

El de Qrense, por ejemplo, dice que la voz del Fiscal 
fue olvidada en la jurisdicción laboral a pesar de su misión 
de «procurar siempre la satisfacción del interés social, y cita 
la Memoria del que fue Fiscal del Tribunal Supremo señor 
Cañal Migoya que ya en 1917 se lamentaba de «la ausencia 
del Ministerio Público en las cuestiones que surgían entre 
patronos y obreros, como defensor del interés superior cual 
es el interés general, la justicia social,. La intervención ac- 
tualmente regulada por las leyes en el recurso de casación 
ante la Sala 6." y, sobre todo como más importante, la posi- 
bilidad que tiene de interponer el recurso en interks de la 
Ley, deberían completarse con ciertas intervenciones precep- 
tivas en la idktancia. El Fiscal de Tarragona indica también 
la conveniencia de que interviniese el Fiscal, en defensa del 
interés público, en los conflictos colectivos laborales cuya 



competencia ha quedado ambuida por la legislación vigente 
a las Magistraturas del Trabajo. 

Respecto de la intervención del Fiscal en la jurisdicción 
contenciosoadministrariva, tan radicalmente sustituida por la 
Ley de 27 de diciembre de 1956, dice el Fiscal de Jaén que 
sigue pareciendo conveniente a ciertos efectos ya que el con- 
trol jurisdiccional de la actividad de la Administraciún, con- 
quista del Estado de Derecho, tiene en el orden social una im- 
portancia muy superior a la que pueda tener un pleito entre 
partes. El Fiscal de Avila dice, en cambio, que el Fiscal nun- 
ca habfa intervenido realmente como tal en la jurisdicción con- 
tencioso-administrativa, porque lo hacía como personero de 
la Administración, Letrado de una de las partes, menos libre 
que un Abogado particular que no ha de consultar a su clien- 
te para allanarse a una demanda. Encuentra acertado el cri- 
terio de la Ley de 1956, porque, en rigor, el recurso conten- 
cioso-administrativo es un litigio d o g o  al civil y debe m- 
traerse a la discusión entre el interesado y la Administración. 
Sin embargo, cuando lo que se impugna es una disposición 
de carácter general de las que «hubieran de ser cumplidas por 
los administrados directamente, sin necesidad de un previo 
acto de requerimiento o sujeción individual» (párrafo 3." del 
artículo 39), entra en juego el interés social y debería reca- 
barse el dictamen del Ministerio Fiscal. También debería éste 
intervenir en las cuestiones de competencia y, en general, en 
todas las que tuvieran el carácter de cuestiones de orden pú- 
blico, ya que la intervencih del Abogado del Escado como 
representante de la Administración, no agota la defensa del 
interés público o del interés social, que no siempre se iden- 
tifican con el mterés del Estado. 

Aunque la cuestión ha sido planteada por varios, son los 
Fiscales de Palenáa y Barcelona quienes de manera más con- 



creta hablan de la intervención del Ministerio Fiscal en los 
expedientes administrativos instruidos a los funcionarios pú- 
blicos a fin de ejercitar las acciones que estimen procedentes, 
a l  objeto de esclarecer una conducta que puede ser delictiva. 
El Fiscal de Barcelona plantea el interesante problema de la 
intervención del Ministerio Fiscal en el procedimiento san- 
cionador de la Ley de Procedimiento Administrativo. Cita a 
este respecto la tendencia surgida en el primer coloquio de 
los «Institutos de Ciencias Administrativas» (Bruselas, octu- 
bre de 1964), en el que el Profesor Paul de Visscher apuntó 
la conveniencia de crear un tFiscal General de la función pú- 
blica», encargado de velar por la persecución de las infrac- 
ciones administrativas cuando la Administración dejare de 
actuar o acniare con pasividad injustificada. Completa su argu- 
mentación con la cita sobre la existencia en la República Fe- 
deral Alemana del «Fiscal Disciplinario General» cuya figura 
estudia el Doctor Friedrich-Wilhelm Siburg, en un trabajo so- 
bre «La Jurisdicción disciplinaria en la República Federal Aie- 
mana» que publicó nuesa Administración Pú- 
blica» en su número 46. 

Dicho Fiscal tiene la misión de «asegurar el ejercicio uni- 
tario del poder disciplinario y representar el interés de la Ad- 
ministración y de la colectividad en toda la fase del proceso». 
Abona el Fiscal de Barcelona por extender estas funciones a 
nuestro Ministerio Fiscal mediante una reforma del arti'cu- 
lo 134 de la Ley de Procedimiento Administrativo, al que 
podría agregarse un párrafo en el que se ordenase que antes 
de disponer el archivo de las actuaciones se diera vista de la 
información reservada al Ministerio Fiscal y debiendo dictar- 
se la providencia de incoación del procedimiento siempre que 
así lo interesase el Fiscal. 

En relación con la intervención del Fiscal en la jurisdic- 



i1 ausent 
iplicaciói 
, d. 

:, en cir 
---- 

e el Ins 
jectos, e . . r  

y con fi 
jn, no p 

e una rc 
" . * -  

i que e1 - 
tituto N 
1 interé: . . 

acional ( 

; social. 

unción h 
iuede qu 

- 

iarto recc 
ledar . abi 
, . -  

ción laboral, a que nos hemos referido más arriba, resulta de 
extraordinario interés el contenido d rsoluciór 1 

10 de enero de 1964 dictó la Sala 6." del lribunal supremo 
al considerar la form ie Previ- 
sión defiendr La Sala 
de lo social cuce que «esta msion social, en ouenos principios, 
es connatural a la institución del Ministerio Público y había 
de ser privativa del mismo, pero en tanto siga el Ministerio 
F i s ~  e de la instancia I 

la sc n y en la casacir O 

tan maspensable oficio que, por ahora y obeaecienao a sus 
normas orgánicas, estatutarias y reglamentarias, viene cum- 
pliendo con laudable celo el Instituto Nacional de Previsión,. 

A todas luces es deseable que esta ausencia del Fiscal ter- 
mine, en evitación también de que el Magistrado del Trabajo 
tenga que ser, en ocasiones, Fiscal y Juez, como sucede en las 
llamadas der ie oficio 

Por todo ello, el Primer wngreso loeroamericano de De- 
recho del Trabajo, que se reunió en Madrid en septiembre de 
1965, al estudiar en una de sus ponencias los órganos de la 
jurisdicción laboral, hubo de concluir que: 

«l." El Ministerio Fiscal es el órgano c r- 

vicio de la justicia que forma parte integrante de ia juris- 
dicción labo 

2." Con sus pecuuares notas ae uniaaa y aepenaencia 
jerárquica, ejercerá en la jurisdicció 1 los cometidos y 
funciones que por sus leyes orgáni~ sposiciones regla- 
mentarias le estén confiadas en gentlai. 

32 Su misión especial en la jurisdiccii 1- 

curar siempre, imparcialmente, la satisfaccion aei mteres so- 
cial, en cualquier instancia o trámite del asunto.» 

Es ésta una poderosa razón más para que el Ministerio Fis- 
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cal sea llamado a intervenir, en el cumplimiento de su especí- 
fica misión y como consecuencia d ~pia naturaleza, en 
una jurisdicción de sentido social tan parente como la laboral. 

Por último, vamos a hacer mención de los Fiscales de la 
Justicia Municipal. Estos funcionarios, que forman parte del 
1Ministerio Fiscal y cuyas funciones, hoy tan limitadas, pu- 
dieran alcanzar una importancia mucho mayor en una estruc- 
turación conveniente de la organización y atribuciones del 
Ministerio Público, son también objeto de estudio por parte 
de algunos autores de las Memorias y ciertamente es Cste el 
momento de que planteemos, al menos, las líneas generales 
de su reestructuración. 

En primer lugar, resulta patente que drvc GDLLecharse su 
vinculación directa a los F ~udiencias Territo- 
riales y Provinciales, romp ción anómala que 
no se jusaca a la vista de los prmclplos de unidad y depen- 
dencia que caracterizan al Ministerio Fiscal, del que forman 
parte. De ahí habría de derivarse la posibilidad de delegar en 
los Fiscales Municipales y Comarcales, no sólo la intervención 
en materia civil que hoy tienen, sino también ciertas funcio- 
nes en el orden penal, como asistir a la práctica de diiigen- 
cias en los Juzgados de Partido, vigilar y dar cuenta al Fiscal 
Provincial de la marcha de los sumarios, etc. Sobre todo si 
caminamos hacia la creación de un procedimiento correccio- 
nal más rápido que los actuales de la Ley de Enjuiciamiento, 
estos funcionarios deberían tener en este proceso una inter- 
vención, siempre delegada, que al tiempo que facilitaba la 
labor del Fiscal de la Audiencia respectiva, dotara a las fun- 
ciones que hoy desempeñan de una eficacia y de un alcance 
del que actualmente carece. 

El Fiscal de Santander plantea el problema de la subordi- 
nación de los Fiscales de Paz y de su inclusión dentro del con- 
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junto de funcionarios que constituyen el Ministerio Fiscal. 
Propugna también que el régimen de visitas ordinarias de 
inspección se extienda a las Fiscalías Municipales y Comar- 
cales, modificando en tal sentido el artículo 161 del Regla- 
mento del Ministerio Fiscal y concediendo facultades en este 
orden a los Fiscales de las Audiencias Provinciales y Terri- 
torial 

E deleguen 
facultades en el orden penal a favor de los Fiscales Municipa- 
les y Comarcales, sobre todo ante los problemas que plantea 
la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor, en cuyo 
sentido debería también modificarse el reglamento orgánico 
correspondiente. También el Fiscal de Seviila plantea este 
problema de la vinculación de los Fiscales Municipales y Co- 
marc 

Este capítulo sobre la actuación del Ministerio Fiscal ha 
de completarse con algunas consideraciones que tienden a re- 
forzar la estructura orgánica del mismo. Es conveniente acen- 
tuar erritoria- 
les S territorio, 

territorio al ina o dos veces al año, con obje 1- 

cer más eficaz el principio de unidad y conocer los asuntos 
prob ue se suscitan en el funcionamiento normal de las 
Fisc; i perjuicio de que el Fiscal del Tribunal Supremo 
mamenga relación directa con todos los Fiscales, ya que la ur- 
gencia de muchas cuestiones y la facilidad de los procedi- 
mientos de comunicación así lo aconsejan, la relación de los 
Fiscales Territoriales respecto de los restantes de su demar- 
cación ha de ser constante si realmente queremos, como así 
debe ser, mantener en tensión nuestra actividad y conseguir 
la máxima eficacia en nuestra función. 
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También habrá de replantearse un tanto cuál sea la fun- 
ción de los Fiscales Generales. Creados en un principio para 
dirigir las distintas secciones de la Fiscalía del Tribunal Su- 

premo que atienden a cada una de las Salas c 

con excepción de los Fiscales de Madrid y 1 
Tribunal, 
s, natural- 
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mente, parece conveniente que se haga recaer soDre ellos cier- 
tas funciones que exceden de lo que es estrictamente el des- 
pacho de asuntos ante las Salas del Tribunal Supremo. La 
Fiscalía del 10 

limita sus fi n- 

cia de este alto -l;ríbunal, sino que se proyecta sobre toda la 
organización del Ministerio Fiscal al que debe dirigir, orien- 
tar y unificar criterios, pero además tiene funciones de polí- 
tica jurídica, de relación con los órganos del ejecutivo, de 
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informe al Gobierno, de planteamiento general de cuestiones 
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rrespondan actualmente. Debería completzrse con un órgano 
de carácter auxiliar, al nivel de una Secretaría Técnica, que 
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Sobre todas estas cuestiones, como ya hemos anunciado 
más arriba, pretendemos realizar una exposición suficiente- 
mente detallada a fin de someter al Excmo. señor Ministro 
de Justicia una posible y adecuada reforma del Ministerio 
Fiscal. 



SITUACION GENERAL EN RELACION CON 
DETERMINADOS BROTES DE CONDUCTAS 

ANTISOCIALES 

1. ,CONSIDERACIONES GENERALES. EL DERECHO 
PENAL PREVENTiVO 

En el capítulo 1 de esta Memoria, al hablar del funciona- 
miento de los Tribunales de Justicia en el orden penal, tra- 
tamos con cierta amplitud la situación de la crimiialidad en 
España en el año 1965 y en relación con años anteriores. Pero 
ya apuntamos ailí que junto a las dos categorías delictivas 
más frecuentes-delitos culposos y delitos contra la propie- 
dad-surgía también una tercera clase de conductas, unas ve- 
ces francamente delictivas y otras que no llegaban a serlo, 
que denominamos bajo la rúbrica general de «conductas an- 
tisociales)). Vamos a dedicar este capítulo a considerar dos 
aspectos muy diferentes de esta cuestión: uno que se refie- 
re a los inadaptados sociales susceptibles de ser objeto de me- 
didas de seguridad, y otro relacionado con los jóvenes inadap- 
tados sociales, sean o no delincuentes, es decir, lo que común- 
mente venimos conociendo con el nombre de delincuencia 
juvenii. 

Ello nos lleva a realizar previamente un somero análisis 
de lo que denominamos Derecho penal preventivo. 

De los períodos iniciales en que el Derecho penal actúa 



simplemente con medidas represivas, castigando al infractor del 
orden jurídico, a las modernas tendencias que pretenden evi- 
tar en lo posible que la infracción llegue -a cometerse, nedia 
todo un largo proceso de evolución social y jurídica. El pri- 
mer problema que se nos plantea es el de si estos aspectos 
preventivos tienen caracteres suficientes de autonom'a e in- 
dependencia, o deben, por el contrario, formar parte indivi- 
sible del Derecho penal en general. Sea cual fuere la solución 
técnicamente aceptable, lo cierto es que la práctica y la efi- 
cacia de los resultados aconsejan que estudiemos esta cuestión 
como íntimamente relacionada con el Derecho penal, tratando 
el llamado estado peligroso dentro del mismo y considerando 
que el Derecho penal puede muy bien contener estos dos 
aspectos fundamentales, preventivo y represivo, a que nos 
estamos refiriendo. 

De una parte, la falta de concreción para juzgar los con- 
tomos del estado peligroso, frente al avance científico del con- 
cepto de delito, es la causa principal que se viene oponiendo 
al tratamiento unitario de los aspectos preventivo y revresi- 
vo. De otra, se produce una aproximación patente al examinar 
el estado de peligrosidad a la luz del concepto de delito formal 
de peligro, con el que llega a tener una similitud bien acu- 
sada. En definitiva, la cuestión puede centrarse en dos aspec- 
tos principales: las dificultades para la tipificación objetiva 
de las conductas peligrosas y la distinta naturaleza, vindica- 
tiva o preventiva, de la pena y de las medidas de seguridad. 
Lo que parece también manifiesto es que de manera induda- 
ble en las sociedades actuales el derecho penal avanza en el 
campo de la prevención y de las medidas educativas y recu- 
peradoras. 

Sobre todo, desde el fin de la última guerra mundial, que 
significó el punto de partida para la transformación de tantas 
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cosas, ha ido apareciendo la dirección conocida por «defensa 
social nueva, cuyo esquema ideológico se va abriendo ca- 
mino en algunas de las más modernas legislaciones vigentes. 
Así como en Medicina no hay enfermedades, sino enfermos, 
también se piensa que en cierto modo más que delitos lo que 
existen son delincuentes, ya que la infracción penal es una 
expres lalidad de quien la coniete y obliga a 
una ac u autor, lo cual exige una poiítica cri- 
minal ae prevencion y protección y un tratamiento posterior 
adecuado para la reincorporación del delincuente a la socie- 
dad. Así se abre camino la criminología y se intensifica cada 
vez más la pretensión de que el Juez examine la personalidad 
del delincuente antes de imponerle una sanción y huya de 
considerar al justiciable como delincuente abstracto, para con- 
templarle siempre como hombre concreto. En esta materia, 
como en tantas otras, no debemos olvidar la aportación doc- 
trinal española que ya a finales del pasado siglo defendió las 
ideas correccionalistas y de recuperación del delincuente que 
hoy se tienen por modernísimas. 

Pero para conseguir estas finalidades, la sociedad no debe 
esperar a que el hombre delinca, sino que debe prevenir con 
medidas de distinto alcance la evitación del hecho antijurí- 
dico. Por un lado el acceso fácil a la educación y a la cultura, 
el fortalecimiento de las instituciones familiares, el manteni- 
miento de unas costumbres basadas en principios éticos y mo- 
rales, etc., son medidas de largo alcance que deben completar- 
se con aquellas otras que, más de cerca, actúen cuando el es- 
tado predelictual se produzca y a ello tiende el Derecho 
penal preventivo. 

Pero además, supe individualismo, el hombre tiene 
conciencia de formar p a r  aei grupo social en que vive y de 
que, junto a sus inalienables derechos como persona humana, 
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tiene unos indudables deberes para con los demás y para con 
el grupo social a l  que pertenece. Se da cuenta de que su per- 
sonalidad se cimenta precisan . la sociabilidad de que 
Dios le ha dotado y, al tiempo que aestacan los valores socia- 
les de la vida comunitaria y las funciones sociales de las ins- 
tituciones jurídicas, no es extraño que aparezcan también 
condu ctitudes que ata1 peligro 
ciabili r eso, al lado de icionales 
apareciendo una delincuencia nueva, economica, fiscal, poli- 
tico-sc 
más n 

Frente a estas situaciones anti-sociales, dr , o pre- 
delictuales, hay que dotar al Derecho penal iidas de 
reacción poco usuales hasta ahora, aumentando Clld~ia pre- 
ventiva sobre la base de definir y aa ite al estado de 
peligrosidad sin que por ello abandone, naturalmente, los as- 
pectos necesariamente represivos delimitados 3s obje- 
tivos y fundados en la culpabilidad. 

Frente a quienes consideran que estos aspecros prevenu- 
vos no son propios del Derecho penal ni de los Tribunales de 
Justicia, habrá también que aducir razones poderosas que se 
fundan en la necesidad de que no disminuyan las garantías 
individuales que protegen los derechos inalienables de la per- 
sona humana. Por eso se hace necesario fijar con la concreción 
posible, las conductas que pueden ser consideradas como peli- 
grosas y hace falta también justicializar la actividad frente a 
ellas a través de procedimientos y órganos para la aplicación 
de las medidas que garanticen el respeto a la dignidad, la in- 
tegridad y la libertad de la persona, : 

la paz y el orden de la sociedad. 
Estas son las razones que nos mueven a plantear aquí 

este tema y también por ellas queremos hacer unas reflexio- 

por tipc 
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nes sobre el tratamiento penal de los inadaptados sociales, es- 
pecialmente a trav6s del instrumento legislativo de que dis- 
ponemos, nuestra Ley de Vagos y Maleantes, de 4 de agosto 
de 19" 

2. LAS CONDUCTAS ANTIS0CL'--- 

a) La Ley de Vagos y MaleafGbcJ 

titución, 

En el actual estado de la ciencia penal no :ibe una 
eficaz lucha contra la criminalidad sin el podtluau duxilio de 
las medidas preventivas y de seguridad, tam nomina- 
das medidas de defensa social. 

Esto es reconocido por la mayoría de la doctrina científi- 
ca moderna que, admitiendo el valor de la pena como medio 
de lucha contra el delito, estima que ésta no es, como se ha 
creído durante mucho tiempo, ni el Único medio de que po- 
demos disponer, ni el más eficaz y destaca la disminución 
de su importancia y su ventajosa sus :hos ca- 
sos, por las medidas de seguridad. 

Los Códigos Penales más recientes: l a a n o ,  de 19 de 
octubre de 1930 (complementado por la Ley de Peligrosidad 
ante delitum, de 27 de diciembre de 1956); Suizo, de 29 de 
diciembre de 1937; Brasileño, de 7 de diciembre de 1940; 
en Islandia, de 12 de febrero de 1940; Checoslovaco, de 12 
de julio de 1950; Sueco, de 1 de enero de 1951; Búlgaro, 
de 3 de febrero de 1951 (modificado en 3 de febrero de 1956); 
de Etiopía, de 3 de julio de 1957; Yugoslavo, de 2 de julio 
de 1960; Ruso, de 27 de octubre de 1960 y el de Hungría de 
1961, en vigor a partir de 1 de julio de 1962, siguen este 
sistema dualista, regulando, junto a l  sistema de penas el de 
medidas de seguridad y en aquellos otros países en los que, por 



estar en vigor viejos Wigos,  como en Francia, donde aún rige 
el napoleónico de 1810, han complementado éstos con leyes 
especiales, como lo hizo este país por Ley de 15 de abril de 
1954 
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gislación sobre medidas preventivas y de seguridad está con- 

tenida en la, con tan poco acierto, denominada Ley de Vagos 
y Maleantes, de 4 de agosto de 1933 y en el Reglamento para 



su aplicación, de 3 de niayo de 1935. iiinto con las disposi- 
ciones que la han ido completando. 

No obstante, recientemente, han aparecido con mt 
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o medidas de seguridad en sentido estricto, se puede decir que 

formas I 



su aplicación está prácticamente en desuso ya que pc 
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nido en el artículo 6." al' señalar las medidas de seguridad, en 
sentido amplio, sigue en el 7." con relación a las medidas de 
seguridad en sentido estricto. El citado artículo únicamente 
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nal de lo Criminal, cuando se trate de sujetos no plurirreinci- 
dentes. 

En relaci6n al cumplimiento de las medidas de seguri- 
dad, se plantea un gtavísimo problema que urge solucionar 
lo más rápidamente posible, pues es de lamentar que siendo 
nuestro sistema penitenciario, en todos sus aspectos, uno de 
los más perfectos del mundo, en materia de ejecución de me- 
didas de seguridad, quede aím mucho por hacer. 

La imposición que, aplicando lo dispuesto en la vigente 
Ley de Vagos y Maleantes, se hace, por los Juzgadas y Sala 
Especial, de medidas de internamiento en establecimientos de 
custodia o de trabajo, colonias agrícolas, casas de templan- 
za, etc., es meramente teórica, ya que en realidad, todas estas 
medidas por la absoluta carencia de establecimientos adema- 
dos, se ctunplen en las cárceles o en colonias penitenciarias. 

La medida de seguridad, dada su especial naturaleza y 
canc les de prevención del delito y readaptación del 

@E? La vida social, requiere en su aplicación estable- 
cimientos especialmente adaptados a la consecuciún de dichas 
finalidades y totalmente distintos de los destinados al ciirn- 
plimiento de las penas, ya que están totalmente asenres del 
sentido de represión y retribución que a éstos caracterizan. 

Apareritemente parece que la medida de seguridad consis- 
tente en internamiento en establecimiento de custodia es la 
más semejante a la pena de privación de libertad y que, dada 
esta similitud, podría cumplirse en los estableciuíieatos peni- 
tenciarios; pero nada más lejos de la realidad, si tenemos 
en cuenta que dicha medida es, por regla general, la que se 
aplica a reincidentes y reiteranpes, esto es, a sujetos que ya 
han sido sometidos al cumplidents de penas y, con relación 
a las cuales el sistema penitenciario se ha mostrado ineficaz, 
puesto que han vuelto a reincidir. Esto demuestra que para la 
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eliminación de su peligrosidad han de ser sometidos a otro 
tratamiento I unente distinto y más eficaz, c :1 
propio de la as de seguridad. Dicho tratamic ,- 

diante el cumpiuniento sucesivo de las medidas impuestas 
consigue esti ii, durante el cumplimiento de la medida 
de interna mi^^^^, i diente de toda finalidad represiva v que se 
detet mínimo y un máximo fijado poi 6, 

se le ciones de ganarse honradamentt 1, 

dándole la adecuada preparación en las actividades agrícola, 
industrial, etc., y no se suspende la medida, que ? :r 
prorrogada mediante el juicio de revisión, hasta que se en- 

cuentre en condiciones de pasar al cumplimiento, er )Y 

de las denominadas segundas medidas, consistentes e I- 

gación o prohibición de resic hado I U ~ ~ L  U te- 

mtorio, obligación de declar imiento a 
la vigilancia de Delegados. 

( ve problema que impide el cumplirnien 1s 
fines ios a las medidas de seguridad es la inl ,a 

de un Cuerpo de Delegados encargado de la vigilancia de los 
peligrosos, con lo que se hace totalmente inútil la imposición 
de esta medida. 

Por disposición transitoria contenida en la Ley de 4 de 
mayo de 1948, se dispuso que «en tanto sean designados los 
Delegados a que se refiere esta Ley y el Reglamento para su 
aplicación, serán ejercidas sus funciones por las Juntas de Li- 
bertad Vigilada,, pero la realidad es que estas Juntas, hasta 
la fecha, han limitado su actuación a ordenar la presentación 
de los peligrosos ante las mismas los das 1 y 15 de cada 
mes, sin cumplir ninguna de las funciones señaladas a los 
Delegados en el núm. 7." del art. 4." de la Ley Especial y 
am'culos 41 a 48 del Reglamento para su aplicación. 

Como se refleja en el «estado» correspondiente, durante 



el año 1965 fueron incoados por los Juzgados Especiales de 
Vagos y Maleantes 3.561 expedientes y resueltos por 
de apelaciones y revisiones 203 recursos. Si compara 
tos datos estadísticos con los del año 1955, en el que se na- 
mitaron 1.628 expedientes, se podrá apreciar que el número 
de sujetos peligrosos sometidos al cumplimiento de medidas 
de seguridad 1 ntado, e 
doble. 

De los 4.7.14 peiigrosos sometidos a mediaas de seguri- 
dad durante el año de 1965, 3.555 eran mayores de 21 años y 
1.219 menores de dicha edad. De los mayores de 21 años, 
fueron condenados a internamiento en establecimientos de tra- 
bajo 2.800; en establecimientos especiales, con separación de 

bmhs, 400; en casas de templanza, 160 ;tableci- 
3s de custodia, 190. Con relación le dicha 

eaaa, 800 fueron condenados a estableamenros ae trabajo, 
370 a establecimientos especiales con separación de los de- 
más, 20 internados en casas de templanza y 19 en estableci- 
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Hemos solícítado de la Dirección General de Seguridad 

datos sobre 1s erísticas de estos grupos de inadaptados, 
y transcribimos a continuación algunos párrafos del informe 
recibi an claramente la peligrosidad s 
los m 

<ti dencia no está 0 :cida, aunque de 
un e: ntropológico y : las referencias 
que de eiios hace la literatura y pueden encontrarse en anti- 
guos atestados y archivos policiales y judicii -ece que 
proceden en su origen remoto de las antigua! ; judías» 
expulsadas por los Reyes Católicos, las que constguieron bur- 
lar las órdenes de destierro, uniéndose a las numerosas bandas 
de rebeldes, inadaptados y delincuentes, que pululaban por 
los campos españoles en la Alta Edad Media, y para acabar 
con los cuales fue decisiva la creación de Los Cuadrilleros de 
la Santa Hermandad. A ellos se unieron parte de los moris- 
co~,  cuya expulsión fue también decretada en tiempos de los 
Reyes Católicos, iniciando la creación de unas colectividades 
fuertemente unidas entre sí, aunque constituidas por núcleos 
aislados de no gran amplitud. Por tanto, este tipo de «ham- 
pones :u la sociedad e! I desprendimien- 
to, ur rión y una hada %endo haber te- 
nido un caracter neutro e incluso positivo, en cuanto a moral 
y orden jurídico se refiere, estaba tarado por la levadura de un 
núcleo central de gente de mal vivir, que contagió al conjun- 
to. Es ntes de < lee y comenta la 
Biblia : máxim itudes vitales de 
marcado carácter hebraico. 

Entre los rasgos morales más destacados, L U S U L ~  el de 
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ra crueldad; una generosa relación de hermandad entre sus 
miembros y un recelo absoluto hacia los que considem ex- 
traños a su organización. La sobriedad, la resistencia a la 
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S to es, en su origen, completamente distinto del 
«rom lengua de los gitanos. Pero su convivencia con 
ellos en una proximidad espacial, ya que no amistosa, les ha 
hecho adoptar alguna de sus voces, a las que, en ocasiones, 
asignan distinto significado. Su modo de hablar está formado 
por la adaptación de voces c mceptos particu- 
lares, introduciendo, además, ss de significado 
arbitrario. 

Las actividades pi des de estas gentes más 
zadas, son: arreglos amos, estañadores, lañac 
Ileros, jergoneros, venta de puntillas, confección de flores 
artificiales y de cestas, quincalla, si bien actualmente desempe- 
ñan, por corto tiempo, profesiones como las de albañil, fonta- 
nero, etc., con el fin de demostrar que realizan una actividad 
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laboral y eludir así la responsabilidad criminal por hechos de- 
lictivos. 

Actualmente nan formado grupos ae cnaoolas en los su- 
burbios de las grandes capitales permaneciendo algunos, si 
bien otros han sido trasladados a los Poblado 
así como a barrios de nueva creación. 

Un aspecto interesante de destacar es el «ajuste de cuen- 
tas», en el que los «quinquis», en cuanto tienen indicio de 
que alguna pe s ha delatado o de que han sido engaña- 
dos en el rep un botín, persiguen con saña al delator 
o al que suponen se ha quedado con la mayor parte del botin 
y, un; iza suele tradu- 
cirse I 

Pa misión de los hechos, según la índole de los 
mism~ n ir tres, cuatro, cinco o más individuos, erigién- 
dose tu a l c l ~ »  aquel que tiene más conocimientos de lo pla- 
neado en dicl ón. Nor te aprov 
de la noche. 

Dicha actuación como «jefe» en estos hechos delictivos es 
circunstancial, y no resta, en ningún ito, autoridad al 
«jefe» de clan o familiar. 

Es tipico, tanto para la comisión de hechos 
para el desarrollo de su vida, el clan o agrupación fam 

Si Jorren pareja con sus emociones : amor, 
cariñc )ara ellos desconocidos. No los sienten, 
porque el nusmo atecto familiar es, en su sentir, algo trivial 
en lo que jamás se fijan. Los hijos son necesarios para que, 
enseñados a robar, aumenten el fondo común para el sustento. 
La mujer no es para ellos otra cosa que instrumento de satis- 
facción de sus instintos y cambian con frecuencia de manceba. 
De este modo, se origina una gran confusión sobre la verda- 
dera personalidad y nombre de sus ascendientes, pues sus 

is horas 



madres, normalmente, dotan a sus hijos de los apellidos del 
último mancebo que tienen, aun cuando hayan sido in 
en algunas ocasiones, con los de su legítimo padre. 

Llegar a conocer la verdadera personalidad de esto 
viduos resulta difícil, ya que los mismos utilizan diverso 
bres con sus correspondientes Documentos Nacionaics uc 
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hechos delictivos, y los verdaderos autores eludiendo la acción 
de la justicia. 

La mayoría de estos individuos actualmente se encuentran 
en posesión d de fuego de las que han hecho uso en 
distintas ocasi nto para huir de los lugares donde han 
sido sorprendidos, como para hacer frente a los representan- 
tes dj por lo que las intervenciones policiales 
con c :ligrosísimas, máxime que, al tratar de 
detenerlos, al ser localizados en casas o chabolas, suelen echar 
por delante a sus mancebas y a sus hijos, las que provocan un 
gran escándalo, coartando la acción de los Inspectores de Po- 
licía, : aquéllc n, sobre 

oridad, 
ultan pe 

todo SI 10s que acman no esrán avezaaos a esta inaole de de- 
lincuentes». 
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purar iroceda, la aplicación a fondo de 
la Ley de Vagos, con establecimientos adecuados para ello. 
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adopción de medidas para evitar en lo pOSlDle que sigan crean- 
do confusión respecto de su personalidad con la obtención de 
documentos falsos y el uso de nombres supuestos. 

El peligro que supone la ia de estos focos, merece 
de manera indudable una ac érgica de saneamiento y 
prevención. 

Los Fiscales de las Audiencias res habrán 
tar a este problema la atención adecuaua, tomando la inicia- 
tiva para la aplicción 
la situación lo aconsc 

laleantes :, cuando 



3. LA DELINCUENCIA JUVENTT. 

Hemos c 

i esperar 
preferen 

. - 

les, este tema, porque consutuye uno de los puntos a que debe 
prestarse atención en este campo a que nos estamos refiriendo 
de las conductas anti-sociales y también porque es un tema de la 
máxi ilidad, tanto en el orden de la investigación crimino- 
lógica, como en el de la sociología y el de la política niminal. 

La extensión que este peligro social ha tenido en los ú1- 
timos años en muchos países del mundo ha obligado a tomarlo 
en consideración en numerosos Congresos, reuniones de es- 
tudios, etc. Las Nacionales Unidas, a trav6s de su Asamblea 
General en su decimocuarto período de sesiones adoptó como 
resolución la iza de que se dé al estudio del problema 
la atención te que su gravedad exige. El Congreso 
de Criminologia de Verona en 1959; el 11 Congreso de las 
Naciones Unidas, en Londres, en 1960; el decimotercer Cur- 
so Internacional de Criminología de El Cairo, en 1963 y el 
111 Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención y tra- 
tamiento del delincuente, agosto de 1965, junto con otras nu- 
merosísimas reuniones de expertos y trabajos de Organismos 
Internacionales, han dedicado y están dedicando actualmente 
gran parte de su esfuerzo al tema de la delincuencia juvenil. 

En España el tema ha sido también objeto de especial 
consideración y a él está dedicando gran atención el Insti- 
tuto Nacional de la Juventud, que en trabajos bien recien- 
tes, ha señalado el enorme interés del tema demostrado por 
la publicación en la Prensa espriola y extranjera de más 
de mil artículos dedicados al tema en los últimos años, tra- 
tando aspectos específicos de delincuencia de menores, con- 
ductas anti-sociales, actuación de las bandas de jóvenes, fe- 
nómenos de inadaptación, etc., y analizando aquellas causas 
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que vienen a centrarse generalmente en fenómenos socioló- 
gicos, frecuentemente de crisis familiar, educación deficiente, 
empleo del ocio, uso de drogas, relajación de costumbres, etc., y 
que apuntan también a la necesidad de adopción de medidas 
preventivas, educadoras y formativas, a la creación de esta- 
blecimientos de readaptación social, al análisis del tratamien- 
to de los menores inadaptados, etc. 

El tema ha sido objeto ciertamente 
les u oficiosas, del Ministro de Justicia y en la actualidad está 
siendo estudiado, a través de una encuesta organizada por el 
Instituto de la Opinión Pública, por un grupo de expertos en 
la materia. La Escuela General de Po celebrado tam- 
bién, en febrero de este año 1966, 1 rsante coloquio 
sobre policía de menores. 

Todo este destacado interé: tema de 
prensible si se tiene en cuenta la 5Lavedad de 3UU CU113CLUGu- 

cias y la absoluta necesidad de establecer las líneas fundamen- 
tales de una política preventiva eficaz, pero puede tener cier- 
tos aspectos poco convenientes y ciertamente peligrosos si se 
opera sobre el problema sin conocer con la necesaria exacti- 
tud su verdadera entidad. El dar excesiva importancia a esta 
cuestión en los medios de difusión e información habitualmen- 
te uglizados por la mayoría de ciudadanos de un país, puede 
crear una situación falsa e incluso inducir a la proliferación 
de esta clase de conductas si se da la impresión de que son 
usuales y se destaca excesivamente su realización a través de 
los medios informativos, porque esto produce una notoriedad 
que es apetecida y muchas veces directamente buscada Dor 
los jóvenes inadaptados socialmente. 

Por eso se impone un estudio riguroso de ión que 
tenga su base en datos ciertos y suficientemente contrastados. 
Esta es la primera dificultad, puesto que estos datos no han 
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sido todavía depurados en forma suficiente para que puedan 
servirnos como punto de partida al objeto de estudiar este 
fenómeno en España y por ello la primera observación que 
queremos hacer en tomo a este tema se refiere a la necesidad 
de ir preparando el n suficiente para t le él las 
consecuencias que nos nagan conocer una reauaaa cierta. Por 
esta razón se ha llamado la atención de todos los Fiscales de 
las Audiencias para que en sus Memorias anuales estudien 
la repercusibn del fenómeno de la delincuencia juvenil en sus 
respectivas provincias y por ello también se les ha pedido que 
colaboren con la aportación de datos y el asesoramiento ne- 
cesario, en los trabajos que la ~pertos ( 

lizando sobre la base de una levará a 
Instituto de la Opinión Pública. No pretenaemos, por consi- 
guiente, realizar aquí un análisis concienzudo del problema, 
sino llamar la atención sobre el mismo y comenzar la tarea, 
que ha de proseguir durante los años venideros, de 
clasificar y analizar los datos que vayamos constatan< 

El también otras dificultades no me 
ves y la delimitación de lo qi 
entenaerse por «aemcuenaa juvenil». A este respecto es ae 
gran interés conocer algunas de las recomendaciones formu- 
ladas por un grupo de expertos latino-americanos reunidos en 
La Guaira, Venezuela, en septiembre de 1963, con el patro- 
cinio de las Naciones Unidas. Estas recomendaciones vienen a 
decir, en la parte que ahora nos interesa, lo siguiente: 

1. ~ensión y gravedad del problema de la dt 
cia juvenil no deben ser aumentados innecesariamente 
pondiendo circunscribir la expresión «delincuencia de meno- 
res, a las transgresiones penales que se cometan. 

2. Ha de delimitarse el campo de acción en materia de 
prevención de la delincuencia juvenil, para no correr el ries- 

aportar, 
io. 

:lincuen- 
:, corres- 



go de dificultar la evaluación del problema en cuanto a su 
magnitud y gravedad. 

3. Resulta imposible, de momento, establecer con criterio 
científico las variaciones cuantitativas y cualitativas del pro- 
blema de la delincuencia juvenil, ya que las informaciones 
estadísticas disponibles no permiten establecer la realidad de 
la situación con un criterio satisfactorio de aproximación. 

Nos hemos limitado a resaltar estos tres puntos para dar 
idea de la existencia de esta dificultad que apuntamos. En 
efecto, viene dándose el nombre genérico de «delincuencia 
juvenil, a conductas que no siempre implican verdaderas trans- 
gresiones penales, sino que muchas veces se encuadran en el 
campo de la peligrosidad y de la predelincuencia y es por 
eZlo necesario advertir que son estos dos campos diferentes 
-delincuencia y situaciones de peligrosidad todavía no de- 
lictuales-los que han de ser objeto de análisis. 

Tampoco debemos confundir la delincuencia juvenil con 
la materia que es objeto de la competencia de los Tribunales 
de Menores. Este es un aspecto importante del tema, pero no 
agota la extensión completa del mismo, porque en él ha de 
entenderse comprendidos tanto a los jóvenes con imptabi- 
lidad disminuida como a aquellos otros que, plenamente im- 
putables por razón de edad, no han alcanzado todavía una 
madurez suficiente para que los consideremos a estos efectos 
como adultos. Tampoco en este aspecto están suficientemen- 
te fijados los límites de manera objetiva y es necesario hacerlo 
si queremos que el cómputo de datos y el análisis de los 
hechos nos conduzca a consecuencias ajustadas a la realidad y 
si pretendemos una unificación imprescindible en los criterios 
internacionales para el conocimiento de la magnimd del pro- 
blema. Parece que la mayoría se inclina por comprender den- 
tro del campo de la delincuencia juvenil las conductas crimi- 
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nosas hasta los veinticinco años y &te es el limite que consi- 
deramos más adecuado para centrar el estudio de la cuestión. 

Pero tampoco se trata de incluir dentro del campo de la 
delincuencia juvenil a todas las conductas delictivas o situa- 
ciones de peligrosidad de los menores de veinticinco años, sino 
que se impone el fijar también una delimitación cualitativa, 
por razón de la naturaleza de los hechos, que es más difícil 
de realizar. En efecto, existen conductas miminosas que po- 
demos considerar propias de la delincuencia juvenil, como la 
actuación de bandas y pandillas y los hurtos de vehículos a 
motor. Pero hay otras conductas que, aunque cometidas por 
jóvenes, no resultan absolutamente propias o exclusivas de 
ellos, sino que son comunes a la delincuencia general. 

Prescindiendo, dt ito, de 1 n concre- 
to, para referirnos ( ~a más :is de las 
conductas juveniles que pueden encuaararse en una situación 
predelictual de característica lamente anti-sociales, po- 
demos muy bien seguir la p : se incluye en el estudio 
de los «Factores humanos y sociales ) al Plan de Des- 
arrollo Económico y Social, que claz modalidades que 
en nuestro país suele revestir este problema, en tres grandes 
grupos : 

1. Grupo ae «gamoerrosx : aus caraaensucas principales 

son rtarnieni ndalosos ros e in ;; 

dest arbitrari, ;tales, fa ches; o1 Q 

del U ~ U L U ,  etc. Es cupiiu uc señalar ~ U C  cu casi todos 1"s pí- 
ses existe un nombre para designar a los grupos de jóvenes 
que se distinguen, fundamentalmente, por su atuendo. Sus ac- 
tividades va 5n de w ido resen- 
timiento. Cc dos tipc lchachos : 
uno fundamenta~rnentc ronnaao por los mayores (dieciséis a 
veintiún años) y otro de muchachos más pequeños, admira- 
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S, delitos 
estable1 . . 

dores de las <rhazañas» de los otros. Son frecuentes en estos 

WT"! la propiedad (robo de automóviles, hur- 
tos en S comerciales, robo de discos, etc.)? de- 
litos de violencia y delitos sexuales. 

2. Reuniones tumultuarias sin un 
Estas no son preparadas clandestinamGuLG y 10s par ti^^^^^^^ 
no se distinguen por una indudamentaria particular o por la 
adscripción a un grupo socio-económico determinado. Sus com- 
ponentes no suelen tener antecedentes penales y, en ocasio- 
nes, los jóvenes mismos parecen asombrarse de su actuación. 
Los delitos a que estas agmpaciones dan lugar son : alteración 
del orden público, destrucciones arbitrarias, insultos, etc. 

3. Pandillas delincuentes: Son grupos organizados y, en 
muchas ocasiones, son expresión de una antisocialidad radical 
o de un deseo de evasión, a través de la emoción, de los pro- 
blemas sociales o psicológicos que padrcen 

No se prestan estos fenómenos a c 
dicarse que su presencia está llegand 
nuestra sociedad, como testimonia su frecuente tratamiento 
por parte de los distintos órganos de la opinión pública. 

Pero, además, junto a estos problemas de fijación o deli- 
mitación del tema, aparecen también los que constituyen la 
sustancia de su contenido: causas de la delincuencia juvenil; 
prevención; tratamiento penal; med seguridad; re- 
educación y readaptación, etc. 

Para comprender las causas, las fuentes productoras de 
este fenómeno, tampoco basta con una discriminación de los 
hechos y de las situaciones que los han ocasionado, sino que 
hay que llegar ninación ~ r ,  con- 
siderándolo no da, sino nponen- 
te de ese conlunro, ae ese grupo social que denominamos 
((juventud,. Para ello hemos de considerar los factores indivi- 
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duales y los factores sociológicos, apuntando ya desde ahora 
que son estos último ieren mayor trascenden- 
cia como causantes y : del fenómeno de la de- 
lincuencia juvenil. 

Respecto de los factores individuales, encontramos ya una 
diferencia notable con la orientación clásica respecto de la 
conciencia en la ilicitud del hecho, en la circunstancia de que 
el joven no capta, con la misma claridad que el adulto, la 
razón del precepto como noma de defensa social, porque su 
capacidad de integración en la comunidad no está suficien- 
temente desarrollada todavía. Hay veces que este defecto pue- 
de llegar a producir una irnputabilidad disminuida, cuando no 
se ha alcanzado todavía cierta edad física o mental, por ejem- 
plo, pero aun por encima de los límites objetivos marcados 
por la legislación penal, es éste un 
desdeñarse en el estudio del problen 

Junto a lo que estamos diciendo tenemos que considerar 
también las disposiciones congénitas que sobre todo en el 
adolescente pueden producir consecuencias de necesaria va- 
loración y que a veces se prolongan hasta edades superiores 
a los veinte años, en casos de desarrollo tardío en el que si- 
guen jugando agentes puberales. 

Pero ya hemos dicho que son los factores socio16 S 

que influyen de manera decisiva en esta cuestión y son eiios, 
también, los que pueden ser modificados u orientados en gran 
parte mediante una inteligente uolítica   re ven ti va. De aquí 
que tengamo 1 

este asunto. 
Las condiciones ambientales influyen en el joven mucho 

más intensamente que en el adulto y en una doble dirección: 
de una parte dotándole de un bagaje de ideas y sentimientos 
que pueden ser causa de tendencias francamente delictuosas; 
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de otra parte, desencadenando en ocasiones una reacción psi- 
cológica &rectamente productora de la infracción. 

La crisis interna de la familia, la siembra de violencia que 
produce, día a día, un tratamiento inadecuado del menor en el 
seno de su hogar, el abandono o la doble vida de los padres, 
las situaciones deficitarias de vida (falta de viviendas, necesi- 
dad de que trabajen ambos cónyuges, emigración, escasez de 
medios económicos, etc.), son todas ellas causas determinantes 
de situaciones que conducen muchas veces a la predelin- 
cuencia. 

El absentismo escolar y la falta de escuelas, la falta de 
formación religiosa, los defectos educacionales, la literatura 
perniciosa, etc., entran en el grupo de causas de raíz cultural 
que también determinan o contribuyen a crear situaciones de 
anormalidad social. 

Los medios de información y difusión tienen una parte 
muy importante entre los agentes productores de estas situa- 
ciones, sobre todo cuando actúan sin disciiminación sobre jó- 
venes carentes del contrapeso educativo y formativo que res- 
tablezca su equilibrio psicológico. El cine, la prensa, la radio, 
la televisión, al no ser utilizados convenientemente por los 
jóvenes receptores de su contenido, son medios directos que 
empujan a actitudes y conductas antisociales. En este orden, 
uno de los factores que presenta mayor interés es el de la p- 
blicidad comercial: demonos cuenta de lo que supone para 
un joven v más aún para los grupos o pequeñas colectividades 
de jóvenes sin formación suficiente, el constante ofrecimiento 
a través dc anuncios, «filmlets,, «slogans», ofertas, cmcirr- 

sos, etc., de «una vida mejom, el disfrute de bienes sólo re- 
servados a los económicamente pudientes, viajes, aspectos ex- 
traordinariamente gratos para cualquiera y mucho m5s para 
el joven, etc., etc., que le llegan a hacer suponer que todo 



aquello está al alcance de su mano y que para obtenerlo basta 
muchas veces con la simple acción de apoderarse de lo que 
necesita. Cuando la publicidad alcanza el nivel de diez mi- 
llones de oyentes a través de la televisión, en un país como el 
nuestro, no debemos olvidar que varios de esos millones de 
teleespectadores son jóvenes que conocen poco la realidad y 
la dureza de la vida y que llegan a imagir que el coche de 
lujo, los grandes hoteles, el disfrute de los bienes que hala- 
gan a lo más sensible, es algo que debe estar a su alcance ya 
que día a día, rnachaconamente, se les está creando la nece- 
sidad de aquello que no conocían y de lo que podían pres- 
cindir sin renunciar. Lo que para el adulto puede provocar 
un espíritu de superación y una intensificación del esfuerzo 
honrado para conseguir, con privaciones y sacrificios lo que 
antes estaba reservado a las más altas clases sociales, es en el jo- 
ven en algunas ocasiones es factor desencadenante de una ac- 
ción que le impulsa a utilizar el primer coche que encuentra 
a su alcance para pasear con sus amigos o divertirse con sus 
amigas, o a sustraer el dinero o los efectos que precisa no para 
satisfacer necesidades primarias, sino para poder acudir a la 
sala de fiestas o para alternar bebiendo <whiskys y licores 
caros, o para fumar tabaco americano, o para vestir según los 
últimos cánones de su cambiante moda. 

Otros factores sociológicos, como el fenómeno de la in- 
dustrialización, la vida de las grandes ciudades, el déficit de 
viviendas, el éxodo rural, etc., etc., vienen a sumarse también 
y a contribuir en gran medida a esta situación. 

Pero a todos estos fenómenos hay que agregar todavía al- 
gunos otros de no poca importaucia: en la juventud actual 
impera un pensamiento emancipador que le impulsa a inten- 
tar liberarse de todo formalismo, de las limitaciones que im- 
pone la vida social, de los ciprejuicios burgueses~, de la auto- 



ridad y de la disciplina y que le empuja también a enfrentar- 
se con la sociedad que le rodea a la que considera injusta e 
hipócrita. Junto a ello se puede apreciar también en ocasiones 
un cierto complejo de inferioridad del joven que se siente 
postergado porque se discuten sus supuestos derechos polí- 
ticos, su capacidad para el desempeño de ciertos empleos o 
cargos, sus dotes para participar en las decisiones colecti- 
vas, etc., etc. Todo esto genera una actitud de rebeldía que 
es también en muchas ocasiones el punto de partida para 
ciertas desviaciones antisociales que pueden llegar a ser pe- 
ligrosas y hasta delictivas. 

Por úitimo, tenemos también que dejar constancia de la 
influencia que en este problema tienen ciertas conductas de 
adultos que utilizan para su provecho la actividad de los jó- 
venes y que a veces los dirigen más o menos solapadamente 
y los van llevando a inclinaciones delictuales de cuyos efectos 
se aprovechan. 

Sin entrar ahora en el LJLUUU de las medidas c n- 
ción y readaptación social del joven delincuente o peligroso, 
que dejamos para posterior ocasión, sí que nos interesa, sin 
embargo, mencionar algunas medidas legislativas que podrían 
adoptarse para contribuir a planificar los métodos que nos 
conduzcan a un tratamiento adecuado del problema. 

En primer lugar, parece conveniente fijar una edad dentro 
de la cual el niño no pueda ser sometido a ninguna jurisdic- 
ción extra-familiar y sea solamente la familia la encargada de 
adoptar !as medidas correctivas necesarias. 

En segundo lugar, conviene establecer un catálogo de he- 
chos antisociales determinantes de la aplicación del fuero de 
menores. El Fiscal de Soria, que hace en su Memoria un es- 
tudio muy completo y bien orientado de este tema, propone 
como puntos de este catálogo, los siguientes: 



1." Las conductas previstas en la Ley de Vagos y Ma- 
leantes. 

2." La desobediencia familiar grave. 
3." La formación de bandas o pandillas para alterar el 
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1." La creación o utilización ilícita de bandas o grupos 
de menores o adolescentes. 

2." La difusión entre los me ,re- 
cedora del delito o de morbosa vioienaa. 

3." El facilitar locales donde de manera directa o indi- 
recta pueda crearse un ambiente de inmoralidad, vicio o prác- 
tica de violencia contra las personas o las cosas. 

4." El silencio complaciente de los guardador e a 
las actividades ilícitas o antisociales del menor. 

5." La transmisión de enfermedades derivadas de la con- 

.es frent 



vivencia no interrumpida a tiempo por culpa de los padres o 
guardadores. 

6." La entrega d r a un tercero desconocido sin 
los requisitos de la adopción o acogimiento. 

7." La publicación de la identidad person 
como responsable o víctima de un delito, si ello pualese 
menoscabar su formación o dignidad. 

8." La infracción de las leyes sociales en orden a5u- 

tarniento físico del menor. 
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Hechas todas estas consideraciones nos mteresa ahora to- 
mar contacto con la realidad española en orden a la verdadera 
entidad del problema en nuestro país. Hay que empezar por 
afirm: :spaña n~ avía uno 
tados lelincuer nil, que 
centajs lLIUY aajo en ~vw~a'ación COL uuuu IJrriuLu, Luriiu IJu- 

dremos comprobar más adelante al considerar algunas cifras. 
Pero esto no es suficiente para que no nos alarmemos, porque 

incuenci 
:onómicc 

viene observánuuse, es~t: aurnenw siga pruuucienuuse en nueb- - 

tra patria en los años sucesivos. 
Según informes de la Dirección General de Seguridad, 

que hemos solicitado expresamente para este trabajo, la si- 
tuación española en orden a los tres puntos mencionados en 
el estudio sobre ((Factores humanos y sociales, del Plan de 
Desarrollo, es la siguiente : 

1.' Conductas antisocide~, LVLLI~UIL-CULU c~~dndal0~0,  
agresivo e insultante : Las actividades que pueden encuadrar- 
se en este punto se refieren, en primer lugar, a delincuentes 
menores de veinte años, especialmente contra la propiedad y 
que se dividen en tres clases: sustracciones de vehículos y en 



que el < 

tuación I 

le hacer 

vehículos; ubutrones~, es decir, autores de robos con escán- 
dalo o rompimiento de puertas o paredes; y «sirlistas~, esto 
es, autores de robos con fractura de escaparate y actos de vio- 
lencia contra las personas. 

También dentro de estt lo hemos de co a 
los «gamberros», el más clásico tipo de peligroso juvenil, que se 
clasifica a su vez en dos especies : el ugamberro~ normal, pro- 
motor de algaradas, estrambótico en su manera de vestir, inso- 
lente, molesto y agresivo, que actúa normalmente en grupo y 
siempre que asegure una patente superioridad numérica y fí- 
sica; y el ugamberro~ delincuente, que delinque sin otro pro- 
pósito determinado daño sii ito 

P* 
ramtiien se encuadran en este grupo primero que esta- 

mos considerando, los jóvenes delincuentes sexuales, especial- 
mente importantes en las regiones más frecuentadas por el 
mismo. En esta línea destaca especialmeo nsiderable 
aumento que viene experimentando el hom ismo, mu- 
chas veces utiiizado más que como medio de satisfacción de 
bajos instintos, como procedimiento para conseguir dinero. 

2." Reuniones tumultuarias sin preparación ni dirección 
organizada: Vienen siendo muy reducidos los casos de esta 
naturaleza, que únicamente se han registrado con motivo de 
la presencia de al- :x- 
tranjeros. 

3." Bandas y cuadrillas organizadas : Las bandas tienen 
todavía en España, como dice el Fiscal de Zarago x- 
rácter de índole educacional más que delictivo. Se do 
algunos casos, todavía afortunadamente no muy numerosos, 
pero que indican ya una gravedad muy considerable en la ac- 
tuación de estas bandas de jóvenes delincuentes. Indica la 
Dirección General de Seguridad que algunas de estas bandas 
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tienen su origen en los mismos correccionales, donde han ido 
constituyendo el grupo que más tarde, ya en libertad, co- 
mienza su actuación delictiva. Existen registrados a1guri.o~ 
casos de actuación de estas bandas, por ejemplo, en Zaragoza, 
donde actuaba como jefe un estudiante de gran dureza de 
carácter y que iiegó a cometer varios atracos utilizando cinco 
pistolas que habían tomado de los padres de los componentes 
de la banda. Otro caso destacable tuvo lugar en La Coruña, 
donde tres jóv 
bían constituic 

quince, diecisiete y dieciocho años ha- 
:rdadero «gag» operando con guantes 

y disfraces. En lortosa, once muchachos, casi todos eiios me- 
nores de dieciséis años, formaron tres bandas de actuación 
muy bien organizada e independiente. En Madrid fueron de- 
tenidos cinco menores de dieciséis años y otros cuatro meno- 
res de dieciocho, componentes de una banda especializada en 
vehículos, que en dos meses había sustraído más de sesenta. 
En Astorga, una banda titulada «Los Aguilas)), que utilizaba 
selios de caucho con este nombre, estaba compuesta por trein- 
ta jóvenes entre los trece y los dieciséis años, en su mayoría 
estudiantes de Centros Oficiales, que se dedicaban a cometer 
robos en establecimientos, casas particulares y coches apar- 
cados en la vía pública y destinaban el producto de sus sus- 
tracciones en tabaco, bebidas y diversiones. Otros casos pa- 
recidos lian sido registrados en Barcelona, Córdoba, Madrid, 
Bilbao, Granada y Palma de Mailorca. 

Respecto de los datos estadísticos que muestren la verda- 
dera situación del problema en nuestro país, hemos de hacer 
la salvedad ya apuntada, de que son incompletos y no están 
clasificados coj emente y de acuerdo con criterios cien- 
tíficos y, por iente, sólo nos sirven para mostrarnos 
un aspecto simplemente aproximado de la cuestión. De una 
parte hemos de tomar en cuenta los datos «delincuencia in- 



fantil, es decir, los casos en que han intervenido los Tribuna- 
les de Menores con aplicación de medidas de correcci6n. De 
otra parte hemos de tomar en cuenta el número aproximado 
de casos en que participaron mayores de dieciséis años, no 
sujetos, por tanto, a la jurisdicción de menores, sino 
mún. Dentro de estas limitaciones procuraremos dar una iaea 
aproximada de cuál es el estado de la situac.; - 

En lo que se refiere a la actividad reforma 
bunales Tutelares de Menores, se ha producido un aumculu 

en los últimos cinco años respecto de los menores de dieci- 
séis años a quienes se aplicó alguna medida por infracciones 
diveri 
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Es aecir, que mientras que en los cinco anos anteriores 
a 1960 el aumento acumulado era aproximadamente de un 
6 por 100, en los cinco años posteriores a dicha fecha el 
aumento puede cifrarse en un 33 po 

Veamos ahora las cifras que cor 5 

delincuentes entre dieciséis y veinticinco años, tomando como 
base los misn 
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El aumento, poco sensible antes de 1960, viene a sig- 
nificar, en los cinco años PO 
damente un 17 por 100. 

steriores fecha, r 

Si tomamos ahora en consideracim ia naturaleza ae las 
infracciones cometidas, sin distinguir entre mayores y meno- 
res de dieciséis años-ya que no disponemos de datos rela- 
tivos a cada uno de estos grupos, sino únicamente globales- 
los porcentajes de distribución de las infracciones son los si- 
mi;ei 

Lnfrac 
Iinfrac 
Infrai . . 

:ciories coiirra ia propic5aac 
xiones contra las personas 
:dones contra la nioral .. 

~ c i o s  cle gamberrismo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  6,9 
Fuga del domicilio ........................... 26,4 

El porcentaje aproximado de reincidentes es de un 18 
por 100. 

Resulta interesante analizar, aunque los 1 I- 

ponemos no son totalmente exactos, la personahdad de los 
jóvenes infractores en relación con ciertos aspectos d L- 

ble importancia : 
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Resulta muy aventurado intentar sacar consecuencias de 
los datos anteriores, pero ya en principio podemos señalar 
cómo la mayoría de los infractores viven en un ambiente fa- 
miliar aceptable, tienen formación religiosa, aunque no sea muy 
profunda, y gozan de una situación económica regular, pero 
son i Ltural deficiente. Esta sir n embar- 

go, mente aplicable a poco la mitad 
de los inrractores, en tanto que en los restantes comienzan ya 
a fallar los elementc vos, empezando por la situación 
económica, siguiendb lJvl ~a formación religiosa v pasando 

 des^ poco ac 
1 ja por c I total de 

infractores menores de veinticinco anos un 1,4 por 100 son 
mujt i 92,6 por 100, 

haniramente, el hecho ae que el arnoicmc i w a r  uo 
sea malo o de que el menor no carezca de cierta formación 
cultural y religiosa, no es suficiente para determinar con exac- 
titud las causas de su inclinación antisocial, porque, como ya 
hemos visto antes, éstas provienen de una serie de factores 
sociológicos muy diversos, además de que sería necesario co- 
nocer el grado de preocupación y asistencia verdaderamente 
formativa que los padres y guardadores ejercen sobre sus hi- 
jos y pupilos. Porque no basta que el ambiente familiar sea 
bueno si en él no se controlan las actividades del menor y los 
padres se desentienden del proceso de su evolución fisioló- 
gica y psicológica. Ocurre, además, que la vida actual impone 



el que los miembros de la familia convivan sólo durante po- 
cas horas, dedicando la mayor parte del día al trabajo, al es- 
tudio o a otras actividades que les apartan por largas horas 
del hogar familiar. Y son, como ya hemos dicho, los restan- 
tes factores sociológicos, a los que el joven difícilmente pue- 
de sustraerse, los que siguen influyendo en mayor grado que 
la propia familia en la formación de la mentalidad del menor. 

Por eso las medidas preventivas han de ser profundas y 
de largo alcance y son las Instituciones sociales las que han de 
colaborar con la familia en esta tarea, para conseguir dos ob- 
jetivos fundamentales: proporcionar al joven un bagaje posi- 
tivo de creencias, valores e ideas y organizar su tiempo libre 
para que la ocupación del ocio pueda también tener un signo 
positivo. 

En el primer campo entra toda una polític de ins- 
trucción, educación y formación. En el segundo entra tam- 
bién todo un programa social que oriente a la juventud hacia 
el deporte y las actividades recreativas de aire libre. 

No vamos a adentrarnos en esta materia. Nuestro propó- 
sito lo hemos señalado ya: se trata de llamar la atención sobre 
este tema y comenzar por sentar las bases para un conocimien- ' 

to más exacto del problema, que nos dé ocasión de sugerir me- 
didas eficaces y concretas para salir al paso de un peligro que, 
si todavía no ha adquirido en nuestra patria la gravedad que 
tiene ya en otros países, ha de ser ya objeto de muy detenida 
consideración y exige la planificación de una política preven- 
tiva de largo alcance y de unas medidas represivas más ade- 
cuadas que las que hasta ahora venimos aplicando. 
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---nque promuigaaa en ias postrimerías de lY64 ,  SU ais- 
posición final tercera establece que comenzará a regir el 30 
de abril de 1965, es decir, dentro ya del tiempo al que se con- 
trae esta Memoria. A parte del interés general del contenido 
de esta Ley que desarrolla el derecho a la libertad de asocia- 



ción, rc~onucido en el párrafo 1." del art. 16 del Fuero de los 
Españoles, contiene algunos preceptos que afectan de mane- 
ra directa a la Administración de Justicia y al Ministerio 
Fiscal. 

El párrafo 6 de su art. 6.' dice que «los acuerdos y actua- 
ciones de las asociaciones que sean contrarias a los Estatutos 
podrán ser suspendidos o anulados por la Autoridad Judicial 
a instancia de parte interesada o del Ministerio Fiscal,. Como 

precepi 
natural< . . 

:ige que 
nfracció~ 

tales ac 
i punibl 

3 actuac 
que el 

iones te: 
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Fiscal intervenga, nos encontramos ante un caso en que el 
Estc iinisterio Públic exigir c na 
acniacion en mareria no estrictamente penal, sino puramente 
adn: precisa indudable- 
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idecuado I que indique, en- 
tre otras cosas, las bases para atribuir la competencia y dis- 
tribuir los asuntos entre los Tribunales de la jurisdicción 

; acuerd 
ordinaria y también hay que establecer el procedimiento Dara 
pedir y decretar la suspens iulación de tale! 
o actuaciones. 

Algo parecido ocurre con el párrafo 5 del art. 10, según 
el cual «corresponde a los Tribunales confirmar o revocar los 
acuerdos gubernativos y decretar si procede la disolución,. En 
efecto, la Ley, al tratar, en el art. 11, del procedimiento, sólo 
indica cuál ha de seguirse cuando las cuestiones se susciten 
«en vía administrativa», mientras que respecto de «todas las 
demás cuestiones en que no sea parte la Administración» sólo 
dice que será competente la jurisdicción ordinaria, pero deja 
sin resolver los otros temas que acabamos de mencionar y 
que sería deseable se abordaran por vía de desarrollo regla- 
mentario. 
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b) Ley de 17 de julio de 1965, núm. 50165, que re- 
gula la ie bienes muebles a plazl 
En 12 viene a establecer c 

dolosamenre, en perjuicio del vendedor o ae un tercero que 
haya financiado la operación, dispusiera de la cosa o la da- 
ñara, será castigado con las penas previstas en el Código Pe- 
nal para los delitos de apropiación indebida o de daños, 
respectivamente, persiguiéndose el hecho solamente a denun- 
cia del perjudicado». ( aparte de establecer una modi- 
ficación importante en afecta a los delitos de la natu- 
raleza indicada perseguimes de oficio, interpreta en cierta 
manera los preceptos del Códígo Penal que definen los delitos 
de apropiación indebida y de daños. Todo ello habrá de en- 
tenderse, además, sin perjuicio de cualquier otra infracción 
penal que a través de la conducta descrita pudiera cometerse. 

También son de destacar los arts. 13 y 1 4  el primero de 
los cuales concede facultades a los Jueces y Tribunales para 
alterar ciertas condiciones del contrato, mientras que el segun- 
do modifica e re atribución de 
la competenci 

c> diciembre de 1 
modif el Código Penal. 

Esta aisposicion legal fue ampliamenre comenraaa a rra- 
vés de una circular de esta Fiscalía que por haber aparecido 
en enero de 1966 no se incluye en esta Memoria, pero es co- 
nocida por todos los Fiscales de las vinciales 
y Territoriales a quienes se dirigió. 

d) Ley de 21 de diciembre de 1965, núm. 171165 sobre 
expropiación forzosa. Declara de utilidad pública los fines de 
carácter asistencia1 de la Organización Sindical y en este sen- 
tido modifica la Ley de 16 de diciembre de 1954. 

e) Ley de 21 de diciembre de 1965, núm. 175,,, ,,- 

l e s  sobi 

Audienc 

comprac lor que 



bre aplicación de los beneficios de reducción de penas por 
el trabajo a los recluidos en establecimientos militares. 

f) Decreto de 11 de noviembre de 1965. Modifica la de- 
marcación judicial. Sobre esta materia, de tanto interés para 
la Administración de Justicia, hemos tenido ocasión de hacer 
algunos comentarios en el capítulo que se refiere al funcio- 
namiento de los Tribunales de Justicia. 

Otras disposiciones legales, hoy ya viger an 
sido promulgadas dentro del año 1966, habrán de ser objeto 
de nuestro comentario en la Memoria correspondiente. 

g) Ley de 24 de diciembre de 1962, núm. 122162 sobre 
uso y circulación de vehículos a motor. 

El hecho de que esta Ley entrara en vigor ei i ae junio 
de 1965 o1 que la incluyamos en este com de 
las disposic gales aparecidas durante el año se 
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muy difícil realizar una síntesis de los mismos que LcuuLca 
a un común denomindor a todos ellos. En honor a la verdad 
hay que consignar que el juicio más frecuente resulta desfa- 
vorable, sobre todo 
cesai de la Ley, er 
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aunque alguno consraera que pueaen saivarse, en tanto que 
la opina que todo el título II debiera ser profunda- 
me iificado. La parte sustantiva plantea también no 
pocas dudas de interpretación, algunas de las cuales sólo han 
podido ser resueltas por la vía del mal menor. 



La verdad es que la aplicación de la Ley de Uso y Circu- 
lación de Vehículos a Motor produjo, desde el comienzo de 
su puesta en vigor, graves problemas, sobre todo en el orden 
procesal, que motivaron la excesiva acumuIación de asuntos, 
en las Audiencias, con peligro de entorpecimiento de la la- 
bor de los Tribunales y demora considerable en la misma 
tramitación de las diiigencias instniidas por delitos de cir- 
culación. Esta situación se había hecho ya patente antes 
de transcurrir los seis meses de vigencia de la Ley y por ello la 
Fiscalía del Tribunal Supremo, al amparo del art. 2.' del Re- 
glamento de 21 de febrero de 1958 en relación con el art. 1." 
del Estatuto del Ministerio Fiscal, dirigió al Excmo. señor Mi- 
nistro de Justicia una exposición dando cuenta de la situación 
creada y de los defectos observados en la Ley que comenta- 
mos, solicitando la adopción de medidas tendentes a resolver 
este problema. Esta exposición, cursada en 20 de noviembre 
de 1965, dio lugar a que por el Ministerio de Justicia se so- 
licitara informe de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo 
respecto de las medidas a doptar para resolver el problema. 
Este informe fue evacuado en un día en sentido coincidente 
a la exposición de la Fiscalía y proponiendo la modificación 
del procedimiento sobre unas concretas bases que sirvieron de 
fundamento para la redacción de un anteproyecto que en el 

mpo rel: 
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momento en que se redactan estas líneas está sometido a dic- 
tamen de la Sección correspondiente de la Comisión de Co- 
dificación. 

Es de es itivamente corto estas mo- 
dificaciones sc; L U U V ~ C ~ L U  cu ~ ~ ~ u s i c i ó n  legislativa que re- 
suelva los problemas hoy planteados por la Ley comentada, a 
los que nos vamos a referir sucintamente, siguiendo, aunque 
en líneas muy generales, la orientación contenida en las Me- 
morias de los Fiscales y que ya se puso de manifiesto en la 



reunión de Fiscales Generales y Territoriales celebrada en Ma- 
drid en noviembre de 1965. 

En primer lugar, es justo destacar la loable preocupacirín 
del Gobierno por dar entrada en nuestro derecho positivo a 
normas ya aceptadas en orros países, tendentes a paliar las ca- 
tastróficas consecuencias del aumento fabuloso del uso y cir- 
culación de vehículos de motor mecánico. Las regulaciones y 
ordenamientos dictados para tratar de poner coto a las conse- 
cuencias de este problema, van siendo cada día más meticu- 
losos y exigentes y ante la impotencia para ganar la barda en 
el campo de la prevención, como hubiera sido deseable, ha te- 
nido que ampliarse la actividad legislativa al campo represivo 
y, finalmente, al reparador, tratando de buscar en este último 
una garantia cierta y eficaz, haciendo obligatoria la cobertura 
por medio de un Seguro de los daños personales y materiales 
que pudieran producirse. 

Nuestro país no podía s xcepción, y se ó 
a este movimiento en un momenro en que la experiencia ae 
otras legislaciones, e incluso la nuestra propia, ya patente con 
el ensayo de la Ley de 9 de mayo de 1950, podía ser apro- 
vechada con éxito. A estos buenos deseos y a las directrices 
básicas que informan la Ley y que son plenamente acepta- 
bles, no ha acompañado el contenido entero de la norma, que 
por algunas razones a las que nos v C 
canzado el éxito necesario. 

En lo que se refiere al ámbito de aplicación, contenido 
en el art. 1." de la Ley, en lugar de simplificar y aclarar las 
fronteras de la misma, tanto en el aspecto objetivo como en el 
subjetivo, ha planteado ya dudas y problemas especialmente 
en lo que se refiere a la determinación de cuáles sean los 
vehículos a motor y a la extensión de los lugares transitables 
por los vehículos incluidos en su regulación. Estos problemas 
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se acentúan en los casos de atracción de la ley especial a los 
hechos en que intervienen vehículos de motor y otros que no 
lo son y que ha dado lugar a numerosas consultas cuya reso- 
lución por esta Fiscalía ha tenido que hacerse sobre la base 
de aplicaciones analógicas que no son suficientes para satis- 
facer plenamente el sentido jurídico de quienes tienen que 
aplicar la norma. Estos conflictos interpretativos no tendrían 
lugar si sólo entrase en juego el ordenamiento penal común, 
pero resultan : resolver dado el contenido de 
la ley especial 

A nuestro juicio seria preferible incluir las figuras delic- 
tivas de la Ley en los correspondientes tipos del Código Pe- 
nal, volviendo a la vigencia del art. 565 con las necesarias 
puntualizaciones, por otra parte muy exigibles, en la regula- 
ción del delito culposo, e incluir también en el ordenamiento 
procesal penal, con las modificaciones que se estimen perti- 
nentes, el tipc ~venienn iamiento 
de estos hech 

En lo que se refiere la parte sustantiva de la Ley, co- 
mienzan las dudas con la primera figura descrita, la del de- 
lito de peligro del art. 2.". No es nuestro propósito ni entra 
en la finalidad de estas observaciones, terciar en la polémica 
doctrinal sobre esta figura delictiva, pero sí queremos seña- 
lar qi la línea doctrinal que se adopte respecto 
del d lo cierto es que los Tribunales rehúyen 
en lo posible su apucación ante las dificultades de prueba de 
algo tan sutil como es, no ya el peligro abstracto a considerar, 
sino el concreto e inminente peligro que debe atacar a la vez 
la seguridad de la cuc , la vida de las F su inte- 
gridad o sus bienes. :sultado lesivo n viene, lo 
más seguro es que el comportamiento peligroso quede en la 
impunidad. Por otra parte, parece que este campo fundamm- 
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LO sobm 



parte co rresponc 

asco ma! 
ido de lc 

talmente preventivo, puede y debe ser cubierto con mayor efi- 
cacia por la esfera administrativa. 

La imprecisión de algunos otros preceptc parte sus- 
tantiva y la mezcla en ella de conductas dolosas y culposas, 
tampoco contribuye a clarificar con precisión la exacta enti- 
dad de algunos tipos penales, que quizá pudiesen perfeccionar- 
se si se inc liente dl :" 
penal. 

En cuanto al ordenamiento procesal penal, es precisamen- 
te donde la coincidencia de la crítica adversa se hace más pa- 
tente. Para los más radicales no hay motivo para establecer 
un procedimiento especial y para apoyo de su tesis recuerdan 
aquellas palabras del profesor Castán, cuando indicaba «que 
ante el cuadro de disciplinas jm'dicas cada vez más abiga- 
rrado y barroco, asustan un poco la cantidad de ramas jurí- 
dicas que van surgiendo, con perfiles y personalidad no siem- 
pre muy acusadas. Ante los inconvenientes de la disgregación 
que estas creaciones llevan consigo se siente hoy la necesidad 
de restaurar el concepto unitario del Derecho y la ciencia uni- 
taria que los antiguos llamaron jurisprudencia,. Para otros, la 
imperfección procesal de la Ley se centra en su excesiva preo- 
cupación por la rapidez y en la falta de consideración a la 
actual estructura orgánica de nuestros Tribunales, pero queda 
a salvo la orientación de las líneas básicas en que pretendió 
fundar el ordenamiento procesal. 

La verdad es que la reforma del procedimiento choca, de 
primera intención, con la actual estructura orgánica de nues- 
tros Tribunales, especialmente en lo que afecta a las Audien- 
cias Provinciales que es donde el at: íor se ha produci- 
do. En efecto, la figura del Magistra penal, que ha de 
actuar separadamente del Tribunal colegiado y que carece de 
medios para practicar las diligencias que exige la instrucción 
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y que tampoco tiene los elementos auxiliares necesarios para 
la tr ; que ha de fallar, que son la in- 
men se tramitan, ha quedado inerme 
ante el cúmulo de procedimientos de que ha de conocer y ha 
convertido la tramitacón de estas diligencias en un problema 
de difícil solución que se resuelve, sólo en parte, delegando 
en el Juez la investigación, : :on la consiguiente pérdi- 
da de tiempo y agotamiento ae plazos innecesarios, como los 
de 1( nplo. A estas dificultades se unen 
las ( os Juzgados por la excesiva rapi- 
dez cu CI CUVN ~ I C L C ~ U V U  Ue las diligencias, en los cinco días 

que rl art. 23 y por la necesidad o conveniencia de 
personarse en el lugar de los hechos para cuestiones que mu- 
chas yavedad , entorpeciéndose 
con juzgado rren además otras 
dficuitaaes naciaas ae aerectos de cietaiie que han surgido al 
com aplicar el procedimiento de la Ley, y todo ello ha 
veniuu a ~unstituir un sistema difícilmente aplicable y desde 
lueg bador, en el que la rapidez pedi- 
da r 5a deseable tampoco se logra, ya 
que la excesiva precipitación, el paso de una mano a otra de 
las diligencias en el periodo inicial que es decisivo para una 
buena investigación, la pérdida de plazos en los momentos ini- 
ciale llevan a que un número excesivo de asuntos se 
ar ch rque se carece muchas veces de una base sólida 

Para incompleto de las 
dilig ema. A ello con- 
tribuye también la inclusión en la Ley de algunos tipos de 
infr: carácter administrativo que penal 

Y la i parte sustantiva de la misma, lo 
que ID.C~UI~ en ocasiones a archivar casos en que resulta du- 
dosa o excesivamente fuerte una acusación por delito. 
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La ausencia del auto de procesamiento, que puede consi- 
derarse, al menos doctrinalmente, como uno de los a le 
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,,- -1 "3.3 la Ley, tampoco logra su objetivo al no ser preceptiku CL ~ t o  

de inculpación, que unos Ju le 
padece extraordinariamente jn 
jurídico-procesal, que sufre alteraciones proíundas, sobre todo, 
en los úitimos períodos de la tramitación. ' n- 
poco está justificado el juicio en rebeldía, ya que no se trata 
sólo de asegurar la reparación de daños, sino tambj n- 
pedir la impunidad de las conductas y en este pun iu- 
chas ocasio IU- 

lismo de u cia 
del reo. 

Todo esto ha ocasionado una disparidad de c en 
la aplicación de la Ley por los Juzgados y Tribuna no 
ha podido ser del todo corregida ni por la ción Gene- 
ral que la Presidencia del Tribunal Suprei i al tiempo 
de comenzar la vigencia de la Ley, ni po, .,, ,,nsultas fre- 
cuentemente evacuadas por esta Fiscaiía y lala 
de Gobierno del Tribunal Supremo. 

Tampoco se ha conseguido el uscado : del 
principio de responsabilidad objeti p e  la ví SUS 
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correspondiente. Por el contrario, desde la puesta en vigor 
de la Ley las indemnizaciones se demoran mucho más tiem- 
po y la di de obte ia a 
ello algun de ordc e al 
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tímulo a la indemnización para paliar en lo posil :fec- 
tos de la responsabilidad que ya se dibujaba desde qUG 51 pro- 
cl :o habia sido dictado. La falta ¿ obre 
toao, ae seguridad en el procedimiento, es otra ae las razones 
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que aconsejan demorar el pago anticipado de la indemniza- 
ción, s muy difícil predecir si el proceso Negará a su 
fin c ialidad o tendrá que archivarse por falta de base 
suficiente para acusar. 

Tampoco el procedimiento ejecutivo que regula el Títu- 
lo IV de la Ley parece haber tenido ninguna eficacia, porque 
apar ~nsideraciones técnicas, como la de entender al 
aseg :omo responsable directo al configurar la acción 
contra ei en 42, parece que sea difícil hacer prospe- 
rar este pro ito si no es después de haber agotado la 
reclamación por vía penal e incluso la que procedería por vía 
exclusivamente civil, ya que siempre podrá enervarse al opo- 
ner como excepción la culpa de la víctima, lo que vendría 
excl resulta dudoso en la pro- 
pia la dirección que estamos 
apuntanao a ia vista ael art. 51 ael Reglamento del Seguro. 

Todo ello produce efectos un tanto desconsoladores, ya 
que el asegurador, aún colocado en el primer plano de respon- 
sab u de inmediato la obligación que 
se 1 pague sin discusión algo que pue- 
de diterir con la simple observancia de los preceptos legales 
en vigor. 

Tampoco resulta clara cual es ra pusi~lun uei ascgunldor 
obligatorio en el proceso, ya que la exigencia del afianza- 
miento y en su caso el pago de la indemnización abonan a 
considerar como parte procesal al asegu iencionado, 
mientras que para otros ha de seguir aplic el precepto 
del párrafo úitimo de la Regla 6." del art. /oo ae la Ley de 
En ento Criminal, que excluye toda intervención en el 

Pr( las Compañías aseguradoras. Esta Fiscalr'a resol- 
viendo una consulta en 13 de diciembre de 1965, se inclinó 
por la solución de considerarle «responsable inmediato» con 
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un tratamiento al menos similar al del responsable civil sub- 
sidiario, pero esta solución aunque concide con la ma 
las opiniones, no ha sido tampoco aceptada por algu 
bunales. 

Hemos señalado únicamente los or bulto 
que surgen al aplicar la Ley y dificultan ei norma desenvol- 
vimiento del proceso que en elia se rc ) 

de realizar un trabajo exhaustivo sol 
cias y ventajas de la Ley, ya que pretendemos ún 
señalar la urgencia de su modificación a la vista de 
Edad insoslayable: Las dificultades surgidas en los Tribu- 
nales para una aplicación cor la misn 
que estas dificultades aumen iedida que ei uanscurso 
del tiempo vaya haciendo mayor el 7 

pendientes de resolución. Un estud 5 

contenidos en el estado núm. 8 de la PUL= LLUU us CW JYK- 

moria puede dar una idea suficientemente c cuál era 
la situación al terminar el año 1965, es decir, transcurridos 
los primeros de la LI 
los primeros ,o permi 1 
mismo criterio soore una siruacion que, sin auaa aiguna, se 
agravará en los meses de primavera y verano del año que 
corre. 

de asu: 
1s cifras 
:--1 a- 

ey. Los 
[ten mal . .  . 

iyoría de 
nos Tri. 

nomentc 
def icien. 
icamentc 
una rea. 

.- 

ntos hoj 
y dato! 

,.,.cm 16-  

datos dí 
ltener e 

2. REFORMAS LEGISLATIVAS PROPUESTAS EN LAS MEMORL~S 
DE LOS FISCALE 

Pretendemos en esta segunda p; reflejar 
una especie de catálogo de las refoi que los 
Fiscales proponen en sus Memorias. Aunque de modesto al- 
cance, algunas de elias, tienen todas las ventajas de estar su- 

ute del 
mas lee 

capítuic 
jslativas 



geridas por quienes en la diaria labor de vigilancia sobre la 
aplicación de la Ley y de exigencia de que ésta se cumpla, 
encuentran defectos y dificultades que entorpecen la función 
de la Administración de Justicia o impiden una eficacia ma- 
yor, cuando no dan lugar a consecuencias ilógicas y no pocas 
veces injustas. El hecho de transcribir aquí este catálogo no 
implica en modo aIguno que entienda la Fiscalía del Tribunal 
Supremo que todas estas reformas son urgentes o al menos 
viables y convenientes. De todo hay. Y aunque la mayoría 
son compartidas por quien redacta estas líneas, en cuanto a 
su procedencia, hemos preferido consignarlas todas para no 
restar calor a la espc id y rec :ión con que han 
sido propuestas. 

Referent 

- Algunas Memorias contienen consideraciones genera- 
les sobre la necesidad de una nueva estructura del Código 
Penal y la conveniencia de sustituir la actual clasificación 
bimernbre, de delitos y faltas, por otra trimembre, en que se 
incluyera una diferenciación de los delitos en graves y menos 
graves. Se completa esta sugerencia, hecha por el Fiscal de 
Zamora, con propuestas sobre una mejor clasificación de las 
penas privativas de libertad; la necesidad de valorar la perso- 
nalidad psíquica del delincuente; concretar el concepto de 
tercero perjudicado; regular más amvliamente la delincuen- 
cia culposa; reforzar el concepto de inducción. 

- Respecto de las circunstancias modificativas, el Fiscal 
de Bilbao propone la apreciación facultativa de algunas agra- 
vantes, al .menos las de abuso de confianza y reiteración y el 
de Tarragona propone que se añada en el art. 10 una nueva 
circunstancia de agravación: la de «Abuso de profesión», 



que en algunos casos produce consecuencias que tramasan la 
esfera individual y trascienden a la social. 
- Por una mejor regulación legal del concepto de delito 

continuado, abonan los Fiscales de Bilbao, Málaga y Lugo. 
- También el Fiscal de Bilbao propone que la limitación 

de pena del art. 70 debiera jugar cuando los hechos enjuicia- 
dos se investiguen en causas diferentes. 
- El de Lugo propone que la duración de la e 

arresto mayor se extienda hasta un año para coincidir así con 
la posible aplicación de la condena condicional. 
- Se aboga por introducir, aunque fuera por vía de en- 

sayo, la pena de umedia prisión)), que permite al penado tra- 
bajar fuera de la cárcel durante el día, pernoctando en el es- 
tablecimiento penitenciario a efectos de que continúe así su 
vigiiancia y control. Lo indica el Fiscal de Pamplona, mien- 
tras que el de Burgos propone también que se suvrima la Dena 
de multa. 
- A los efectos de reincidencia, dice el Fiscal de Ba- 

ntes per 
~sario. ..". 

iales, dt dajoz que deberían prescribir los antecede ._ 
jando de apreciarse después del tiempo necc 
- El Fiscal de Vitoria propone que se mornique la Re- 

gla 5.' del art. 61 desapareciendo el requisito negativo de uno 
concurrencia de agravante alguna», en relación con atenuan- 
tes muy calificadas que no son, por su misma naturaleza, más 
que atenuantes privilegiadas como las de los arts. 65 y 66 y 
deben por tanto producir iguales efectos, sin tan específica 
iímitación. 
- Deben modificarse los plazos para la rehabilitación y 

ampliar ésta a la pena de pérdida de nacionalidad, proponen 
los Fiscales de Huelva y Huesca y éste Último propone tam- 
bién la cancelación de oficio de los antecedentes penales de 
los menores de veintiún años, para que, anotaciones proce- 



dentes de una conducta juvenil quizá rectificada después no 
sigan produciendo efecto degradante en los esfuerzos que 
para rehabilitarse realice el penado. 
- El de Zaragoza indica la conveniex modificar 

el art. 105 en lo referente al sistema para La indem- 
nización a los herederos del perjudicado. 
- Los Fiscales de Jaén ga proponen qu 1- 
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robr , habida cuenta de la gravedad de aquél 
que exige una represión al menos de igual dureza que la de 

quebrm 1 de pris . . -.*. 
: conden 

éste 

a, 
debieran suprimirse, segun el rlscal de Bilbao. 

:stán de acuerdo con que el delito de lesiones se 
casngut: ~ g ú n  la duración de éstas, los Fiscales de Valladolid 
y Pontevedra, ya que los modernos medios de tratamiento sa- 
nitario convierten en faitas lo que de acuerdo con sus circuns- 
tancias e intención son verdaderos delitos. 
- Que se modifiquen las escalas para as la fijaci 

4 - penas por el importe de lo apropiado o del aano causado, en 
los delitos contra la propiedad, lo proponen los Fiscales de 
Bilbao, Málaga, Tenerife, Lugo, Vitoria, Jaén, Magona ,  
Oviedo, Valladolid y Baleares. 
- El de Pontevedra trata de la cualificación de los deli- 



tos de hurto y estafa y especialmente en lo que se refiere al 
delito de encubrimiento autónomo. 
- El delito de expedición de ch ieque al erto de- 

- -  -.- biera penalizarse de acuerdo con la cuantía que en ei se con- 

signe, según los Fiscales de Tenerife y Gerona. 
- El Fiscal de Huelva estima innecesaria la norma del 

número 3." del art. 516 y la contenida en el 530, habic 
ta de lo que establece la Regla 6." del art. 61. 
- Los Notarios debieran estar incluidos en el art. 360, 

ia cuen- 

referente al abuso malicioso de su oficio respecto de la con- 
fianza del cliente depositante, según indica el Fiscal de Tarra- 
gona que propone también modificar el art. 443 extendiendo 
la representación legal del menor de veintitrés años al mayor 
incapacitado. 
- E1 Fisc nedo est . - ima des{ pena del ... . .  articulo 452 01s 4) en reiaclon con los restanres aeiiros aei 

mismo tipo. 
- El de JriGu yi 

dacción de los arts. 394 y 396, sobre malversación, dado que 
en la práctica resulta muy difícil distinguir los hechos que se 
refieren a uno u otro, habiendo de acudir a interpretaciones 
doctrinales no siempre uniformes. También propone que se 
suprima el art. 471, ya que basta con el 472 que constituye 
una repetición en cuanto al delito de matrimonios ilegales y 
aboga porque se modifique también el 514 estableciendo una 
cuantía mínima por debajo de la cual no sería sancionable el 
hecho, además de persistir en la consideración de falta aunque 
el autor tenga antecedentes penales de los que hoy sirven 
para elevar el hecho a figura to. 

ación co 
F. 

rto y el - El juego de las pena: 
robo debe modificarse en algunos casos, a rui de que no resu- 
te más grave, por ejemplo, quedarse con la cosa perdida 



que se encuentra que sustraerla del poder de su legítimo 
dueño o que resulte también que el hurto c o por el ualificad 
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lugar sagrado o público resulte más grave qu 10 en las 
mismas circunstancias. Lo proponen los Fiscales de Oviedo y 
Jaén. 
- ,bub también simplificarse la complicada regulación 

actual de los delitos de incendio, est daños, reducién- 
dolo a un par de grupos genéricos, segun pretende el Fiscal 
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- Respecto del Libro 111, el Fiscal de Jaén 
atención sobre la conveniencia de suprimir algunos 
faltas que resultan excesivamente detallados, para sustituirlos 
por descripciones más generales, evitando las repeticiones hoy 
existentes. Y el de Zaragoza propugna la reforma del art. 603, 
a la vista de la cuantía de la: 
ner la Administración y de 1s 

les que 
ides, de 

hoy pue 
hecho y 

de impo- 
de dere- 

cho, que en este purito se le van atribuyendo a ritmo cre- 
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- Por una mayor mrervención del Ministerio Fiscal en 
el proceso penal, abogan los Fiscales de Zaragoza, Vaiiado- 
lid y Lugo, mientras el de Tenerife propone tambiCn que 
antes - 
ta al 
- El Fiscal de Zaragoza propone que se amplien las ia- 

cuitades del Juez en orden a la posibilidad de asigi = .. 
de la indemnización, a cuenta de la que se fije definitivamenre. 

-- - egulación actual del pro- 

cedit as faltas no incidentales, 
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- Por una mayor celeridad en el procedimiento penal, 
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- A favor de una más radical unificaciór 

iscal de Vallado lid prop ione la i 
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.os y des- 
aparición de jurisdicciones especiales, se pronuncia el Fiscal 
de Teruel. 
- E1 F .- supresiói n del ar 

tículo 642, en prmer lugar porque no se unuza, y en segunao 
lugar porque la desconfianza que supone respecto del Minis- 
terio Fiscal no resulta muy adecuada, aparte de que el per- 
judicado por el delito o cualquier otro español pueden en todo 
momento ejecutar la acción oportuna sin necesidad de este 
especial ofrecimiento. Por su parte, el de Oviedo, propone 
que se modifique el art. 262 en el sentido de establecer que 
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las denuncias se presenten siempre ante el Fiscal, salvo casos 
de urgencia. 
- Debe ito para 

zas y embargos judiciales dentro del proceso penal, más ágil 
que el que actualmente regula la Ley de Enjuiciamiento. 
- Rn -=ta línea de simplificación, propone el Fiscal de 

Jaén Les, notificaciones y requerirnien - 
dan 1 con acuse de recibo, y el de Pam - 
ñala la necesiaaa ae que la! Y gasto S 

se adecúen a la vida actual, y, 1 otro ci 
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refiere a algunos aspectos de la pieza de responsabilidad ci- 
vil, señalando, por ejemplo, que respecto de la constitución, 
ordei ~sistencia de los embarg e 
los p N de la Ley de Enjuician 11 
orden penal según el art. 614 de la Ley de hnjuaamento 
Criminal, en el sentido de no descargar sobre el agente judi- 
cial la responsabilidad de señalar los bienes muebles aue aue- 
dan trabados, sino c )> 

con intervención de ,- 

rar e estable~ 1 art. 1.447 siefiPLL mediare 
justa Las recl, rs de terceros tendentes a la des- 
afección de los bienes, requieren también una tramitación más 
sencilla que la del actual juicio de tercería de dominio. 

Dentro del mismo tema, plantea también, respecto del em- 
bargo de inmuebles inscritos, las dificultades que surgen cuan- 
do el titular registra1 es persona distinta del verdadero pro- 
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niento C - 
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- . .  
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pietario o poseedor de los bienes y propone ciertas modifica- 
ciones que vendrían, sin duda alguna, a evitar los inconve- 
nientes apuntados. También señala la necesidad de aclarar su- 

; no del: 
:Stas a u! 

)e sopor 
no de lo 

. . 
ficientemente que la sociedad de gananciale! - 
tar el pago de las condenas pecuniarias irnpue S 

cónyuges. La pena, que debe ser personal, pueae converurse 
en muchos casos en una pena familiar, produciendo un daño 
que la Ley debe tender a evitar. 

Otros dos puntos trata dentro de esta cuestión: La ne- 
cesidad de aligerar el dispositivo de la subasta cuando se tra- 
ta de bienes inmuebles y aun de suprimirla para ciertos bienes 
muebles. TambiCn en relación con este tema debería aclarar- 
se la vigencia del art. 1.511 de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
ril, aplicable en lo criminal, dada la antinomia que se apre- 
cia entre los arts. 1.516 y 1.518, de un lado, y el ú1timo pá- 
rrafo del 131 de la Ley Hipotecaria, del otro. La última cues- 
tión se refiere al responsable civil subsidiario, para quien el 
proceso civil subyacente en el proceso penal no es accesorio, 
como para el reo, sino único llo habría de desviarse lo 
menos posible del proceso c :1 enjuiciamiento civil se 
configura para satisfacer el mceres del acreedor, damnifi- 
cado por hecho ajeno. Por ello debería quizá, entre otras co- 
sas, admitir su allanamiento y la posibilidad de reconocer su 
deuda y sagarla, evitando así ulteriores gastos, es decir, que 
debe dársele la opción o de defenderse de la imputación de 
que es objeto, o renunciar a toda oposición consignando la 
cantidad correspondiente, con lo que evitaría el pago de aran- 
celes, honorarios y tasas que se produzca con posterioridad. 
- Por úitimo, respecto del recurso de casación, propo- 

nen algunas modificaciones los Fiscales de Santander, Vitoria 
y Lugo, este último pidiendo que se limiten los asuntos re- 
curribles en casación, en relación con su gravedad o la cuantía. 
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,, iscal de Ciudad Real indica quL ,,,~~;a crearse 
un c io espec encargi cumplimentar los 
exhorros en las granaes capitales para no entorpecer el tra- 
bajo de los Juzgados. 

a unificación de los Cuerpos de Médicos que ac- 
túan en ia ~dministración de Justicia-Forenses, Registro Ci- 
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- Respi la distribución de competencia, el Fiscal 
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sas por hechos cometidos dentro de la circunscripción de las 
Audiencias. Todo ello llevaría consigo, también, modificacio- 
nes profundas en la Justicia Municipal, suprimiendo los Juz- 
gado )- 

marc 
el prin lón en lc 

- En relación con este tema de la Justicia Municipal, el 
Fiscal de Tenerife propone ciertas modificaciones que aumen- 
ten su competencia, tanto en lo civil como en lo criminal. 

- Respecto de la Escuela Judicial, hacen algunas obser- 



vaciones y proponen ciertas modificaciones en su funciona- 
miento los Fiscales de Córdoba y H 
- La complicación que surge ; - 

ter los depósitos en la Caja General poaria paiiarse aurorizan- 
do que las Sucursales del Banco de - 
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- El Fiscal de Zamora propone una I: I- 

plia regulaci i tratada por los arts. a al 11 del 
Código Civi la que se refiere a las personas 
jm'dicas. 
- El mismo Fiscal de Zamora .- 

saria reglamentación de la accesión inausuia, comorme a ias 
más avanzadas orientaciones y sustitu o 
Civil, influida por el Derecho Roma L- 

yor alcance y posibilidades efectivas, uanuu eriraua a id iid- 

mada por la doctrina ((accesión invertida)). 
- El mismo origen tiene la propuesta de que se sustituya 

el principio de la responsabilidad r mada simple por 
la mancomunidad solidaria. Tambié iere el Fiscal de 
Zamora a la conveniencia de reformar ia reglamentación de 
la tutela de nuestro Código Civil, subordinando el carácter 

ir la casi 
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económico que hoy predomina en ella al ético y moral que 
debe prevalecer. 
- En relación con el testamento ológrafo, el Fiscal de 

Barce 688 del Código 
Civil. 

iel art. ertas re: formas ( lona prc 

e) Referentes a la Ley de Enjuician 

- El Fiscal de Zamora, continuando en ! de plan- 
tear necesarias reformas de fondo, habla de encia de 
afrontar la profunda modificación de la v i g e ~ ~ c  de En- 
juiciamiento, de acuerdo con el actual desarrollo del Derecho 
Procesal. Además de una parte general, que incluyera los pre- 
ceptos comunes, la parte especial co da tres tipos de 
proceso : uno similar al que hoy llan rdinario, con sus 
diferentes cuantías; otro, de ejecución en sus aspectos singu- 
lar y universal; y un tercero, sumario para 
dentales y especiales. 
- También el Fiscal de Teruel propone algunas modifi- 

caciones respecto del período probatorio, con mayores facul- 
tades irigirlo, ucio de las facd 
las pr 

del Jue: 
mes. 

z para d sin perji 

ntempla: 
iamos 01 

f) Referentes Q Leyt ,s de otr 

- Respecto de la Ley de Vagos propone 
lencia algunas modificaciones, comenzando p 

: la. urg~ 
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el Fisca 
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1 de Va- 
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nominación, para la que propone la de «Defensa social>. Se- 
ñala la conveniencia de refundir la descripción de los estados 
peligrosos de la Ley y del Reglamento y algunas otras mo- 
dificaciones de detalle. 
- En relación con la misma materia, el Fiscal de Barce- 



lona propone que se introduzca como medida de seguridad el 
«arresto de fin de semana» especialmente para conductas de 
«gamberrismo» y otras similares. 
- El Fiscal de Valladolid dice que en el ámbito de apli- 

cación de la Ley del Automóvil, debiera ser la jurisdicción 
ordinaria la Única competente, desapareciendo los fueros per- 

os benef 
- El Fi 

w .  . 

te otra ( 

, mientr 

sonales hoy vigentes. 
- El mismo Fiscal de Valladolid señala la nece 1- 

dificación de algunos preceptos del Reglamento para ia apli- 
cación de la redención de penas por el trabajo, que resultan 
contrarios a la regulación de esta institución por el Código 
penal, que no permi :osa que el abono de un día por 
cada dos de trabajo, as que el Reglamento otorga fa- 
cultades más amplia 
- En este misn as por el 

trabajo, también propone el Fiscal de Málaga ciertas modifi- 
caciones del Reglamento vigente, introduciendo la interven- 
ción del Tribunal sentenciador y del Fiscal en la concesión 
de l( -. . 

.,..,.m 

._ 

saria mc 
. * I ,  

tículo 34 ael Keglamento de rrisiones, respecto de la conce- 
sión de la libertad condicional a los reclusos que cumplan 70 
años, sea cual fuere el tiempo de pena que les quede por cum- 
plir. Tal precepto es contrario a lo que dispone el art. 98 del 
Código penal. 
- Por su parte, el Fiscal de Oviedo indica que los di- 

rectores de los establecimie 
municar al Fiscal las altas y 

:ritos pe 
bajas dc 
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: detenic 

da investigarse con éxito la posible existenc 
ilegales. En parecido sentido se expresa tan! 

50s debieran co- 
los para que pue- 
ia de de 
ibién el 

:tenciones 
Fiscal de 

Parnplona. 
- En relación con la misma materia, el Fiscal de Ciu- 



dad Real propone que se modifiquen algunas facultades de la 
Autoridad gubernativa, concedidas por la 1 'fi- 

blico, en relación con los arrestos gubernal 
-La necesaria reforma de la Ley de planteada 

por el Fiscal de Jaén, que también apunta :niencia de 
reformar la de Contrabando y Defraudación, ororgando com- 
petencia a la jurisdicción o~ en cuanto al cor 3e- 

Ley de 1 

ivos. 
Orden. F 

Caza es 
la conve 

nal de la misma. 
- Por último, el misr 

la de la 
A . -  

no Fiscal de Ja tea el pro- 
blema de la reforn Propiec lstrial para 
obtener una mayor claridad y precisión respecto de las con- 

ión con 
:iscal de 

an opor ductas punibles. En relaci tu- 

namente s~gerida por el E jaen, aeoemos insistir en 
la convenie Cabo un, sta 
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1.' F ~ ~ U L F  d 11 U ~ U L I U ~  de los qu<- crccu uu se1 riccesa- 
ria una tipificación especial de los delitos contra la iad 
industrial, porque implícitamente los mismos pueden fijarse 
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de ia «raise prerence)), parece convenienre que el mayor 
desenvolvimiento industrial, en que cada día vivimos, obliga 
a sancionar independientemente de aquellas figuras, y sin re- 
lación con las mismas, las infracciones de tipo industrial. 

Y al efecto bien pudiera crearse, a la manera como se 
sanciona en el derecho italiano, un capítulo dentro del Códi- 
go penal, con la denomin e «delitc ien 
económico industrialp. 

2." Deben agruparse y no estar desperdigados en dis- 
tantes artículos del Código penal-comv ahora ocurre-, aque- 
llas figuras penales de los arti'culos 280 y 281, sobre falsedad 
de sellos, marcas y contraseñas industriales y el uso indebido 
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de las mismas, y la disposición «en blanco» del párrafo 2.", 
artículo 534, con su remisión a los artículos comprendidos en 
el Título XI-únicos en vigor del ordenamiento-de la Ley 
de Propiedad Industrial del 16 de mayo de 1902. 

3." Con urgencia corregir, en cuanto a la penalidad, las 
sanciones a imponer para las figuras de los arts. 135 al 143 
d e  no hacerse la reforma del apartado anterior-, que hoy 
son las correspondientes a las faltas del Código penal, y que, 
por imperativo de lo dispuesto en los arts. 6 y 28 de este 
Cuerpo legal, no deben ser figuras de delito. 

4.' Derogar las disposiciones penales de la Ley de 1902, 
aportándolas al actual art. 534 del Código Penal, establecien- 
do en el texto a redactar qué derechos industriales están pro- 
tegidos penalmente. Y, desde luego, elevar, tal vez, algunas 
de las sanciones que en la actualidad pudieran parecer inefi- 
caces, a los fines de la defensa de las empresas y del público 
en general. 

5." Derogar el art. 498 del actual Código penal, ilevan- 
do su contenido convenientemente ampliado, a una figura 
que rebasando el campo limitado de la revelación de los se- 
cretos industriales, protegiere contra el espionaje industrial. 

6." En defensa de los derechos de la clientela de las em- 
presas comerciales podría intcoducirse un precepto-con la 
correspondiente sanción penal-, análogo al contenido en el 
artículo 3." de la reciente Ley francesa del 31 de diciembre 
de 1964 sobre marcas de fábrica, de comercio o de servicio, 
que establece «no podrán ser considerados como marcas ni 
como partes de una marca los signos cuya utilización sería 
contraria al orden público o a las buenas costumbres, así como 
los signos excluidos por el art. 6.: ter., de la Convención 
de París para la protección de la propiedad industrial, de 20 
de marzo de 1883, revisada. Tampoco podrán ser considera- 
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dos como marcas las que estén constituidas exclusivamente 
por la designación necesaria y genérica del producto y del 
servicio o incluyan indicaciones susceptibles de engaño al pú- 
blico. Las que estén compuestas exclusivamente de términos 
que indiquen la cualidad esencial del producto o del ser- 
vicio, o la composición del productr- 

7." Fijar expre en la 1 d el alc: la 
inscripción registral, ya  de, en la d ~ ~ ~ ~ d a d ,  no gd-uza 

la novedad de algu 

8." Si la prácti cte 
de ninales, propiedad 
indi n Por q le se cree 
p e r , ~ ~ ~ ~ ~ ~ ,  bu art. 13, uL ,A 1902 en- 
con los delitc m- 

petencia iricita solamente se poma proceder a instancia del 
perjudicado, podría propugnarse que las fig iales a que 
se contrae este trabajo tendrían que ser de rivada, sin 
poder perseguirse de oficio. 

La idea privatística encuentra su apoyo en la tendencia del 
derecho anglosajón y suizo a considerar y comprender en 
sus Códigos penales, o de Defensa Social, un mayor número 
de delitos privados que aquellos que, con parquedad, se re- 
gistran en el ordenamiento español. 

Sin embargo, por las razones que hemos ido apuntando, 
nos inclinamos a la conclusión de que, en general, y salvo ra- 
rísimas excepciones, todas las figuras penales en cuestión de- 
ben tener carácter público, sin dejar al arbitrio del particular 
el perseguirlas o no. Obsérvese, al efecto, cómo no es sola- 
mente el interés del empresario perjudicado el que entra en 
juego; sino que, en la mayoría de las ocasiones, es el público 
en general, el consumidor o usuario el que al mismo tiempo 



se ve defraudado o engañado, y en definitiva, existe un in- 
dudable interés público en la seguridad industrial. 

9." Debe suprimirse la libertad que hoy tiene e 
cular querellante para elegir el Juez instructor del proceso, 
a tenor de la expresa autorización que le concede el art. 269 
del vigente Estatuto, en su párrafo 2.". La referencia a las 
disposiciones comunes de la iarniento, sobre 
competencia territorial, debe E razones de or- 
den público, obvias de todo razonarmento. 

10." Como la competencia ilícita, suele ac r a mu- 
chas de las defraudaciones de la ~ r o ~ i e d a d  industrial, tipifi- 
cadas 
sos la 
con los efecto 
otros 
pia y sanciones por separaao. 
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aon ya, aesae nace anos, oasranre ~recuentes, en algunas 
regiones, lc de pederastia y i, que han motiva- 
do sancione :S, pero no pued rse que el núm. 2." 
del art. 2." de la Ley de 4 de agosto de 1933, reformado por la 
dc 15 de julio de 1954, comprende ese vicio como determinan- 
te de las medidas de seguridad que la Ley establece. 

Su rigurosa aplicación es inexcusable, tanto en la 
decencia como para liberar a los sodomitas de si ida 
aberración sexual, por lo que esa Fiscalía, sin ~ C I ~ L L ~ L I L J  de 
las acciones penales que procedan- mente afi'culos 430 
y 431 del Código Penal-promove 2licación de la ley 
citada. 

Sírvase acusar recibo. 

aras de 
i horrer 

. . .  -......-.- 

Dios guarde a V. E. muchos anos. 



CIRCULAR NUM. 211 965 

En estos días habrá recibido el señor Presidente de esa 
Audiencia una Circular del Excmo. señor Presidente de este 
Tribunal y de la Inspección Central de Tribunales, en la que 
recuerda otras anteriores, y expresa la necesidad de que los 
funcionarios observen rigurosamente el deber de residencia 
que impone la Ley. 

Ciertamente califica de abuso intolerable el abandono del 
deber de residencia, que si pudo tener disculpa en circuns- 
tancias derivadas del estrago que en muchas poblacioilcs pro- 
dujo la pasada guerra, ya superadas esas dificultades, se debe 
observar rigurosamente ya que el régimen de licencias y per- 
misos vigente permite ampliamente satisfacer la necesidad que 
los funcionarios pueden tener de ausentarse temporalmente. 

La razón de que el deber de residencia se exija es igual 
para los funcionarios judiciales que para los fiscales, por lo que 
cuida iplir en torio, enterando 
a todb- ,, a presen lar, de la que se 
servir5 acusar recibo y participará haberla comunica+ 

:rlo cum 
dos de 1 

ese terri 
te Circu 

de hací 
lbordina 

Dios guardc a V. E. muchos años. 
Madrid. .27 de abril de 1965. 

En las sucesivas etapas de desarrollo de la DVC-IFULI~, se ma- 
nifiestan necesidades individuales de acomodación que hacen 
precisa la mayor actividad en el ejercicio de las ocupaciones 
de los hombres y, por consecuencia, sobre todo en los centros 
de alguna densidad de población, la multiplicidad de los me- 
dios de transporte. 

Ya el automóvil no es una manifestación ostentosa, sino, 
para muchos, un instrumento necesario para el desenvolvi- 
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miento ordenado de SU actividad, por lo que puede observarse 
e11 las grandes ciudades numerosos aparcai en la vía 
pública, tanto de noche, por la imposibilidac ontrar ga- 
rages ~úblicos o privados o de satisfacer sil LUXC, como du- 
rant 1, en las e trabajo. 

1 un signi 1 y, junto 
a ella, se desarrolla la actuación de iiiuiviuuui lriaua~tados que 
la perturban como ocurre actualmente con 1; a- 
nencia de los vehículos en la vía pública. 

Van siendo cada día más frecuentes el desvalijamiento y 
daños en los vehfculos y su utilización clandestina. Esta se rea- 
liza en muchos casos por delincuentes para huir del lugar de 
la comisión de sus delitos y para transport ue 
sustraen abandonando después el vehículo le 
ocuparon y muchas veces deteriorado. 

Otras ve lizada por grupos general- 
mente de jc alidad de producir pertur- 
bación o pala LLta,uL L,L,,,UAdad de sus orgías. 

En todo caso, el daño que producen a los modestos due- 
ños de los vehículos es incalculable, en cuanto perturba gra- 
vemente su actividad, lo que tiene aún más importancia que 
cl daño material que sufren, aunque algunas veces es impor- 
tante. 

Estos hechos producen tal alarma, que la sociedad viene 
estimando insuficientes, por su benignidad, las sanciones que 
legalmente les corresponden 
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to, de proti ti1 que 1 legal, la aplicación 
de las med id previs la llamada Ley de 
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cio de las sanciones penales que correspondan, "las que con 
notorio menosprecio de las normas de convivencia social y 
buenas costumbres o del respeto debido a las personas, eje- 
cutasen actos caracterizados por su insolencia, brutalidad o 
cinismo". 

No puede duda que las conductas antes S 

merecen los caiiticarivos que expresa el precepto y son grave- 
mente perturbadoras de la pacífica convivencia humana y bue- 
nas costumbres, por lo que el Ministerio Fiscal, sin perjuicio 
de calificar los delitos cometidos-hurto de uso o común, da- 
ños, etc.-instarán la aplicación de las pertini m 

seguridad, establecidas en la citada Ley. 
Sírvase V. E. enterar a todos sus subordmaaos ae ia pre- 

sente Circular, de :a que se servirá 2 r 
haberla comunicado. 

Dios guarde a V. 
Madrid, 28 de at  

los años 
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El principio de unidad, que infori 
tal la actividad y las funciones del R a 
en estos momentos--en que un nuevo titular se ha hecho car- 
go de la dirección y jefatura de sus órganos-se acentúe la 
puesta e11 práctica de procedimientos que faciliten la adop- 
ción de criterios unánimes y refuercen, con estrechos lazos, 
los puntos de contacto que indudablemente 
cambio de opiniones y puntos de vista. 

Esta unidad se consigue y mantiene, de manera principal, 
a través de los medios de que la Fiscalía del Tribunal Suprc- 
mo dispone para tal fin: Instrucciones, Circulares, resolución 
de consultas y especialmente las Memorias anuales. Pero con- 
viene también acrecentarlos con el cambio personal de opinio- 

nacen I 3el intei 



nes y el estudio conjunto de temas cuya oportunidad de plan- 
teamiento puede resultar patente en estos momentos. 

A tal fin, he dispuesto que se celebre en Madrid, en los 
días 17 y 18 del corriente mes, una reunión de los Excmos. se- 
ñores Fiscales de todas las Audiencias Territoriales de España, 
a la que asistirán también los Excmos. señores Fiscales Gene- 
rales del Tribunal Supremo. La reunión versará sobre los pun- 
tos incluidos en la nota adjunta cuya preparación, con el al- 
cance y sentido que en la misma se indica, encarezco a V. E. 

Espero que esta primera reunión colectiva, a la que, D. m., 
habrán de seguir otras con la frecuencia que los problemas 
aconsejen, contribuirá en gran manera a mantener, entre quie- 
nes dedican sus esfuerzos al noble ejercicio de la función que 
el Ministerio Fiscal impone, un espíritu de colaboración unidad 
y compenetración que sólo en aras de nuestro servicio y de las 
respectivas funciones que nos están co nfiadas, puede rc 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 5 
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Pocos conceptos tan fecundos y a la vez tan complejos 
y difíciles de desentrañar, como éste del "interés social". cuya 
satisfacción, de manera específica, se encarga y ordena al Mi- 
nisterio Fiscal. Parece conveniente ir apuntando cuestiones 



que, al insertarse de manera indudable en s ~ i  contenido, resul- 
ten afectadas por este imperativo de defensa y garantía. Este 
será un buen medio que contribuya a fijar, siquiera sea por 
el camino de los problemas concretos, la amplitud y la tras- 
cendencia práctica del concepto y, como obligada conclusión, 
las consecuencias que de ello se deriven respecto de la acti- 
vidad del Ministerio Fiscal en el cumplimiento de sus obli- 
gaciones. 

Ya consideremos lo social como "el complejo de hechos y 
relaciones derivados de la coexistencia y convivencia de los 
hombres en sociedad" o más restringidamente, desde una con- 
sideración crítica "que estima imperfecto el orden social y 
aspira a adecuada reforma" (Discurso del Presidente del Tri- 
bunal Supremo en la última solemne apertura de los Tribu- 
nales, 15 de septiembre de 1965), lo cierto es que el interés 
social se identifica en cierto modo con el interés colectivo y 
en este sentido limita y condiciona el interés particular, in- 
dividual, subordinándolo sin desconocerlo y posponiéndolo a 
los más altos intereses de la comunidad. Aún más: Cuando el 
pretendido interés individual que se actúa o ejercita lesiona, 
por medios no siempre lícitos, el interés de la comunidad y 
la seguridad en el tráfico jurídico, entonces nace de manera 
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imperiosa la doble obligación de mantener el orden jurídico 
y satisfacer el interés social. a aue el artículo 1." del Estatuto 
de 21 
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E, ,,LLaurdinario aumento que en los últimos años ha ve- 
nido experimentando la construcción de viviendas, edificios, 
apartamentos, alojamientos, residencias, etc., como consecuen- 
cia y exponente del patente desarrollo económico y social del 
país, ha dado vida, además del tradicional constructor indi- 
vidual, a numerosas entidades promotoras, sociedades y em- 
presas constructoras, agencias de compraventa, etc. ,e 
la intervención de buen número de técnicos titulad IS 

diversas materias a que la construcción afecta. 
Quienes se dedican a estas actividades, bien por ie 

título profesional, de conocimientos técnicos o por r- 

sión de capital, lo hacen con fines legítimos, a los que dedi- 
can sus conocimientos, su trabajo y esfuerzo, sus medios 
económicos y su inteligencia, mediante el ejercicio de una acti- 
vidad lícita y necesaria que merece. incluso la ayuda v es- 
tímulo del propio Estado y los públ 

El interés social que inf iste en i- 
vidad se manifiesta, a los efectos de esta exposición, en dos 
aspectos diferentes : 

a) De una parte la 
construcción de vivienaas que rienae a aar sarisraccion a la 
necesidad primaria y perentoria del hombre y la familia, de 
disponer de habitación digna, donde instalar su hogar, base de 
su desenvolvimiento y existencia. En este punto, la interven- 
ción de los organismos públicos cuando se trata de viviendas 
que gozan de protección oficial, garantiza en gran manera el 
adec ercicio de la actividad constructora, sin que por 
ello sconocerse la obligación de proteger el interés so- 
cial, q~t:  psiblemente queda más en juego cuando se trata de 
construccion S, en las que la índole de los auxilios 
oficiales no a exigencia de condiciones especiales. 

b) De otra parte, en grado distinto de importancia pero 
no por ello menos precisado de protección, se encuentra el 
problema de la construcción de apartamentos y residencias 

mental, i . , - 



con fines de atracción turística, dirigida a los nacionales, pero 
también y de manera especial a los extranjeros que buscan en 
nuestro suelo, nuestro clima y nuestra ordenada convivencia, 
el medio de satisfacer sus legítimos deseos de descanso y que, 
por su considerable número y repetidos desplazamientos, han 
venido a constituir un fenómeno social de primera magnitud 
en los últimos años 

Conductas de~zctzvus que p~etenaen aprovecnur estos Tenome- 
nos sociales para la obtetzción de un lucro fácil y excesivo 

Pero al lado de las lícitas y honradas actividades de que 
hacemos referencia, surgen también quienes, a través de una 
actuación puramente individual, o mediante la promoción y 
constitución de entidades constructoras, sociedades y agencias 
de compraventa, buscan exclusivamente el lucro fácil, sin re- 
parar en la utilización de medios ilegítimos, lo que da lugar y 
origen a situaciones que deben ser convenientemente afron- 
tadas. 

En determinado las sup promoto- 
ras no se constituyen ue manera ~ U G L U ~ U ~  U apaientan una 
responsabilidad económica y una eficacia técnica que están 
muy lejos de corresponder a la importancia del proyecto plan- 
teado, a pesar de que en anuncios y ofrecimientos hacen gala 
de elementos o suponen pc les y fines que están muy 
lejos de poder cumplir. 

Otras veces se hace pateiirr bu mala fe y torcidas intencio- 
nes al emplear, a sabiendas, materiales de calidad no ite 
inferior, o en cantidad menor de lo convenido, o al iar 
engaño en cuanto a Iocalización, vistas, número y calidad de 
los servicios anejos, existencia de zonas verdes o ajardinadai 
en las inmediaciones o condiciones notoriamente diferentes a 
las prometidas, llegando incluso a no sujetarse a planos y 
proyectos, en cuanto a dimensiones, elementos técnicos, ma- 
teriales o condiciones generales de la construcción. 

Como expresión gráfica de ese ilegítimo afán de lucro, se 
amañan, en ocasiones, los documentos justificativos, haciendo 
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figurar en ellos obra no realizada, jornales no satisfechos, ma- 
teriales no empleados o de distinta a la contratada, 
o se emplean expresiones co 11 amparo de tecnicismos, 
con el fin de desfigurar la reaiiaaa y sustraer al conocimiento 
del propietario la verdadera entidad de la ob 1s 
características. 

También ocurre, a veces. que ai iiegar ei momento ae en- 
trega de las llaves se exigen les suplementarias violen- 
tando la voluntad de quiene a necesidad perentoria de 
ocupar la vivienda o el hecho cierto iesplazai a- 
miliar ya efectuado, con el consiguie o, consii e- 
nor perjuicio el ceder ante la presión sufrida. No es tampoco 
infrecuente el caso de exigi Y 
aceptación de la entrega, p li- 
dades, cuando las viviendas o auarramenros ni siquiera esrán 
tern le  
habi 

x estos casos nay que anaair las, por io menos, impruaen- 
tes conduct; ioptar las elemen- 
tales medidaa ~ u r :  1 su obligación les 
son exigibles, confeccionan proyectos o estudios de su espe- 
cialidad, sin previo y completo conocimiento de la realidad, 
o dejan de vigilar su ejecución o de prescribir medidas de ga- 
rantía y seguridad absolutamente necesarias o de procurar la 
adecuación necesaria a sus proyectos y estudios de la ejecu- 
ción material de los mismos. dando con ello ocasión. al fallo 
e ii ño 
eco la 
pérdida de vidas humanas, dignas p,, L ~ u w o  de 
la proyección y garantía de 

En relación muy direct, e la cons- 
trucción se encuentran también las de aquellos a quienes in- 
teresa que edificios de su propiedad queden libres, para pro- 
ceder a su demolición y construir de nuevo, y acuden al ex- 
pediente de declaración de finca minosa. En ocasiones, a las 
posiblemente deficientes condiciones del edificio, se une al 
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abandono intencionado, tendente a conseguir con rapidez una 
declaración de inhabitabilidad que sirva de punto de  partida 
para una ulterior revalorización de la finca, que sería legítima 
si no concurrieren circunstancias que incluyen la conducta en 
el campo penal, como ocurre cuando intencionalmente se pro- 
voca el desmantelamiento y la situación ruinosa y cuando se 
incurre en descuido responsable que produce el mismo resul- 
tado o merma las condiciones de habitabilidad e incluso dc 
seguridad de la finca, creando así voluntariamente una situa- 
ción nueva que impide al arrendatario seguir en la normal 
utilir e la vivienda. 

E bilidad está conremplaaa por el art. 562 del Có- 
digo penal, que refleia un aspecto de la proyección uráctica de 
la función s la propiedad, nacida t 
sidad de coo derecho del propietario S 

de los demás, como de la subordinación del interés individual 
a los intereses colectivos. En este punto, la función del Minis- 
terio Fiscal adquiere un extraordinario relieve, puesto que ha 
de contem~lar la aulicación de una norma ~ e n a i  aue. de forma 
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Otro aspecto de indudable interés hace :¡a a los, 
desgraciadamente, muy numerosos accidentes que Tienen lugar 
en las obras públicas y en O 

a esta parte, vienen sucediénd n 
pérdida de vidas humanas, Luii uiiu r r L L u í r i u a  quL uuiiña a 
considerarlos detenidamente. 

Las estadísticas de los últimos añ L- 

des de la construcción, una cifra meaia superior en tres ve- 
ces a la que se produce en otra clase de tra icluso los 
casos de accidentes mortales llegan a un ni recuencia 
que aconseja atender con extremoso cuidado a cviLai10~ O dis- 
minuirlos. 
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Cierto es que la escasa preparación del peonaje, a veces 
poco habituado a ciertos tc  la variedad geog as 
condiciones difíciles en que rabajos han de 'e, 
la accidentalidad de la ocupa~ i~ i i ,  etc., contribuyen d ~ l l ~ n -  
tar el índice de peligrosidad en estas actividades. Pero cierto 
también que a ello se suma la provisionalidad de los medios 
de protección, la falta de cumplimiento de las normas de se- 
guridad y la conducta descuidada, o la falta de preparación 
técnica en quienes, por tratarse de actividades peligrosas, de- 
ben :I- 

den, 

rr C ~ L C  1111 ut: aaIvaF;uauaL la v ~ u d  tiu~~idtld, L I G L L U ~ I I  y a  el 
Convenio Internacional sobre "Seguridad en la industria de 
la edificación" de 23 de junio de 1937 y que España ratificó 
por instrumento suscrito en 12 de junio de 1959; y fundamen- 
taln Reglaml Segufida j0 
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Estos hechos, descritos con tanra reneralidad. entrañan 
conductas que pued ti- 
vas y que, por consi n- 
do las correspondientes acciones para que la acción de la jus- 
ticia se actúe respecto de quienes, en tales formas, incurren 
en ciertos tipos de delito descritos en el Código penal. 

No se oculta a los señores Fiscales de las Audiencias la 
dificultad de actuar en una materia en la que a veces resulta 
tan cercano el ilícito penal del civil, que su diferenciación es 
ardua y compleja. En todo caso, debe actuarse en tal manera 
que se impida la utilización de la vía penal para dirimir cues- 



times que entrañan solamente aspectos civiles de iiicumpli- 
inimto o interpretación de contratos. 

Pero nos estamos aquí refiriendo a los la 
existencia de un propósito doloso de defrauaar resuira mani- 
fiesta en las circunstancias del hechc !ellos otr le  
es patente la pura apariencia de bi édito o 1% 

cuya realidad resulta imaginaria, al dentro 2s- 
tricto concepto jurídico o comercial; o los que entrañan un 
propósito de violentar la voluntad del perjudicado, mediante 
exigencias capaces de torcerla o de producir suficiente pre- 
sión moral para ello; o a las conductas por lo menos negli- 
gentes de quienes les es exigible un mejor cuidado y atención. 
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que : estafa de los artículos 528 y nú- 
mero 1.- ael XY, e incluso el 533, el 540 y el 541, aludido por 
la Ley de 27 de abril de 1946; o de coacción del 496, cuando 
no dentro de alguno de los tipos de falsedad, especialmente 
de los arts. 303, 304 y 306, todos del Código penal, cuando se 
emplean medios de esta naturaleza, o de imprudencia punible 
del art. 565; con la especial mención que ya apuntamos más 
arriba, del art. 427 del mismo Código. 

Estos hechos crecen en gravedad cuando se trata de espe- 
culaciones en torno a la satisfacción de la necesidad de la 
vivienda, como sede de la vida familiar, porque en este caso 
se aprovecha esta perentoria necesidad para conseguir, por 
medios ilícitos, un lucro que se basa en la situación de quie- 
nes han de pasar y transigir por ciertas exigencias abusivas, a 
fin de conseguir lo que no pueden demorar sin grave daño, ni 
dejar sin solución perentoria e inmediata, y porque tales su- 
puestos suelen afectar a personas cuya posición social y eco- 
nómica aconseja que sean dotadas de una más adecuada pro- 
tección. 

En otros casos, resultan perjudicados, junto con los na- 



cionales afectados, extranjeros que eligen España como país de 
condiciones óptimas para el disfrute vacaciones o para 
fijar su residencia temporal en deterr épocas de su vida, 
atraídos por las excelencias del clima ventajas de orden 
natural, pero también por la existencia y garantía de un orden 
social y jurídico que es patrimonio de la comunidad y que 
estamos obligados a conservar y salvaguardar. En tales su- 
puestos, junto con el mriuicio individual v ~atrimonial a 
quienes, por descon stumbres y Ley in 
en peor situación dc ,,,,,,a, se infiere un ,, y 
buei ie 
quie za 
que les merecia. 
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Ante hechos de >S senores 
Fiscales de las Aud ición y el 
procedente castigo de quienes los cometan. A este fin deben 
vivir la realidad de sus respectivos territorios, atentos a que 
en ellos se produzca algún brote de protesta o malestar por 
causa de las conductas más arriba las o a que surja 
algún caso de esta naturaleza. 

La actuación del Ministerio Fiscal ha de ser enérgica, ac- 
tuando por propia iniciativa cuando alguno de estos hechos se 
conozca o se sospeche, sin esperar a recibir denuncia de los 
mismos, porque sólo así puede darse estricto cumplimiento a 
lo que dispone el n .O del ar Ii- 
nisterio Fiscal. 

Sirvase V. E. acusar recibo y darme cuenta de los casos 
en i ~encia  d ta 
Circ 
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I Estatui to del N 

Dios guarde a V. E. muchos año 
Madrid, 1 de diciembre de 1965 
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Las Memorias anuales han sin duda alguna, el do- 
cumento más importante de ,,,,,,,, tienden a mantener la 
unidad del Ministerio Fiscal y 
criterios aplicables a los disti 
en cada una de las Fiscalías, aenrro a e  una iinea intcrpretati- 
va general, que a la Fiscalía del Tribunal Si incumbe 
establecer. A ello se une la razón de ser las as docu- 
mentos que reflejan, para su adecuado inforillG Gobierno, 
el funcionamiento de los Órganos de la Administr~ 
Justicia. Todo ello aconseja que se establezcan las re 
cesarias para acomodar su contenido a las necesidades actua- 
les y para que figuren en las mismas los datos y cuestiones 
del máximo interés para el conocimiento de la realidad so- 
cial. 

No sólo sirven, por consiguiente, para el logro de 
cipios básicos en la función del Ministerio Fiscal, la uiiiuau 

y la dependencia, como bien reflejan los arts. 47 del Estatuto 
y 96 al 99 del Reglamento vigente, al regular su contenido y 
requisitos, sino que son también instrumento de extraordina- 
rio valor en cuanto que reflejan cuestiones sobre las cuales han 
de fijarse posteriormente las orientaciones adecuadas para una 
buena política criminal, o en cuanto que ponen de manifiesto 
el grado de perfección alcanzado en el desempeño de su fun- 
ción por el Ministerio Fiscal e incluso por los Tribunales de 
Justicia en ciertos extremos fundamentales, o porque expresan 
datos y criterios importantes en orden a contribuir a una 
recta y pronta administración de la justicia. En definitiva, el 
hecho de ser vehículo de la información al Gobierno sobre 
todos estos extremos, que deben ser cuidadosamente valora- 



dos, ratifica y afirmo la importancia que a su confección' y 
puntualidad debe otorgarse. 

Es necesario, por tanto, conseguir 1% 

una mayor eficacia tanto en lo qur; ae ICAICIC a ~ U L O S  

que deben ser tratados en ellas, como en la valoración de sus 
datos estadísticos y de las consecuencias que de éstos puedan 
extraerse. Conviene, pues, configurar su estructura de mane- 
ra que atienda mejor al cumplimiento de los fines que las 
Memorias procuran, al tiempo que se simplifiquen algunos de 
sus extremos hoy excesivamente formularios. 

Los datos que las Memorias reflejan, han de responder a 
criterios de absoluta fidelidad y ser exponentes de una rea- 
lidad auténtica, de cuyo conocimiento puedan después ex- 
traerse consecuencias ciertas. Por eso resulta también opor- 
tuno modificar los índices y cuadros estadísticos de manera 
que vengan a referirse a las cuestiones que verdaderamente 
importan, y lo hagan sin innecesarias complicaciones ni rei- 
teraciones. 

A todo ello tiende esta Instrucción, que pretende fijar 
normas generales a las que puedan ajustarse las Memorias, 
sin perjuicio de la elasticidad que en su confección y conte- 
nido imponen las diferencias que existen entre las distintas 
provincias y regiones españolas, en relación con las materias 
a que los informes de los señores Fiscales han de referirse. 

U a travé! 
^ ^^ -..I 

llevados -. 3 . Estos propósitos idos pre a 
cabo, de ciertas moairicaciones de ia esrrucrura acmai a e  las 
Memorias y también en lo que se refiere a los índices esta- 
dísticos, fechas en que deben ser rendidas y lapso de tiempo 
al que se refieren. 

Para fijar las re? :e- 
nido en cuenta dos 

e se aco mode to do ello, se han t $as a qu 
puntos 

a) La autorización que concede al Fiscal del Tribunal Su- 
premo el art. 99 del Reglamento vigente, en orden a suprimir, 



Le noviei 
rtremos. 

mbre y 

agregar o modificar algunos de los extremos a que las Meino- 
rias han de referirse. 

b) Las propuestas formuladas por los señ cales de 
las Audiencias Territoriales en la reunión celeoraaa ei  asado 
mes c en que fueron tratados, entre o 
tos eí 

Sobre estos supuestos se considera conveniente introdu- 
cir las modificaciones que re ie los puntos siguieiites 
de esta Instrucción. 

a en las Memm ias 

La parte expositiva de la Memoria se dividirá en Capítu- 
los, algunos de los cuales tendrán carácter preceptivo, mien- 
tras que otros se desarrollarán sólo en el caso de que así lo 
estime el Fisc la Memoria. 

A. Tendi :eptivo los sigui entes C: 
suscriba 
cter prei 

:al que 5 

:án carál 

con es 
s. Este e 

-.<- 

1pítulos : 
. , 

i,..r<n A,: Capítulo 1." " F u ~ ~ ~ i u ~ ~ a ~ ~ i i e n t o  de la Administrá,,,., UI 

Justicia en el orden penal." 
Se incluirán en este Capi 

me conveniente quien suscriba la Memoria, los siguienres ex- 
tremos : 
- Funcio IS Tribunales, J 

trucción y Juzgados Municipales y Comarcales, en materia 
. 

penal (delitos y faltas). 
- Estudio del aumento y disminución de los delitos en 

comparación con años anteriores y pecial c 
ción de los dolosos y de los culposo! atudio h 
rencia y tomará como base el Estadu uuiii. 2 de la csrausu- 

ca del mismo año. 

la Admi 

que esti, 

onsidera 
iará refe 
,."*-a:"&: 

in de Jus Capitulo 2." "Funcionamiento de 
ticia en el orden civil." 

En este Capítulo se incluirá: 

a) Los señores Fiscales de las Audiencias Provinciales: 
El funcionamiento de los Juzgados c stancia de la Ca- 
pital de la Provincia. 



b) Los señores Fiscales de las Audiencias Territoriales: 
El funcionamiento de la Audiencia Territori ateria ci- 
vil y los de los Juzgados de 1." Instancia, h. les y Co- 
marcales en el mismo orden y en todo el territorio, excepto 
aquellos de que ha i- 

diencias Provinciales 

al en m 
lunicipal 

.. . 

yan iníc 
, según 

L .  

~rmado 
el apari 

los Fisc 
:ado a). . . 

las Av 

c) Todos. Comenrarin qenerai soore la inrervencion del 
Ministerio F iscal en 

3 . O  "FL 
- . .  

. civil. 

Capitulo 
E 

riale 

ii iLiui ic i i i i i r ; i iL~ uc la Fis calía." 
; Territc 

, fl:-:-..-..: 

In este 
S y los 1 

- rnmn 

, los Fi: 
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m n o r o l  r, 
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les, incli 
1hr0 1 - 0  

e las Al 
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Capítulo 
de las P 

- ,,.,.,ntario ~ L A L G L ~ L  i>uvLL ia= del P V I I I J ~ ~ L C L I O  

Fisc; a 
Men 

il y su 
ioria. 

o duran te el tic 

- Indicación de los asuntos graves o de mayo] 
jidad en que la Fiscalía haya interve 

- Inspecciones de sumarios; reciiauaa ur acuadciuii. vi- 
gilancia de l le 
la Fiscalía c 

as ejecu' 
k l  Tribi 

torias; ( 

una1 Su1 
.nhrn ln, 

iento de 
:tc. 
...:a"a,." 

las Circ 

- COmeiirarivo ouuir; iaa L U U L U I I I I I U ~ U G ~  y U I ~ L U I I L U I ~ J I I U ~ -  

des de las S S con la y sobre r- 
sos de casac )arados. 

entencia 
:ión prer 

peticiói 1 fiscal : los recu 

Los seño ales de las Audiencias Territoriales, ade- 
más de los anteriores, incluirán en este Capítulo un 
informe sobre las instrucciones remitidas consultas resueltas, 
visitas reali~ :S 

Fiscales de 

res Fisc 
p t o s  

- .  

:adas y 
las Auc 

reunione 
liencias 

S llevad, 
Provinc 

as a cab 
iales. 

o con lc 

Capítulo " " " * 
Este Ca1 

de interés p 
1itulo hÍ 
ara ello, 

irá referencia, siempre I 

de los siguientes extrer 
que exis 
nos : 

tan datc 

- Estiidio sobre isminución del número de 
presos y penados, p isas de la competencia de 
la jurisdicción ordir.,,,,, .de existan en los establecimientos 
penitenciarios radicados en incia y referidos al 31 de 
diciembre del año a que se la Memoria, sin perjuicio 

el aumt 
or razór 
,-,V." ",l 

:nto o d 
i de cau 

la Provi 
refiera 



LU. 

tario sol 

de señalar lo que estimen oportuno en relación con el resto 
del mismo añ- 
- Comen iplicaciói 

cional y de los beneficios concedidos en order, ,,.iplimien- 
to de las penas privativas de libertad [indultos, redención de 
penas por el trabaja, libertad condicional, libertad vigilada). 
- Comentarios en relación con la pena de muerte: nú- 

mero de reos coadenadix; cE Mito por el que lo fue- 
ron !: casos en que la pena hutada. 
- Informe sobre d contenido del número 8." del art. 2." 

del Estatuto en rclaciSn con :rito Or- 
gánico del Ministerio Fiscal v 

;no, vag 

cluidos I 

:iba, Ios 

el art. 
,igente. 

os, gaml 

cm,." -- 

6." del 

suficient e para 5 

Cnpítulo 5." "Informe general sobre ia siruacioi 
provincia cn materias relacionadas con !a criminalic 

Los puntos a que se deben referir los señores Fis~dieb e11 

este Capítulo, si encuentran materia 
sión y análisis s e r h  los siguientes: 
- Brotes específicos de delincuencia y conductas anti- 

sociales (homosexualic 
tan en la provincia. 
- Consideraciones ~ ~ C L ~ I I L ~ >  avvic id U C L I I ~ C U C I I L ~ ~  )U- 

veni l. 
- Medidas de carácter no penal adoptad atender 

a los anteriores extremos: medidas preventivas, medidas de 
carácter gubernativo, aplicación de la Ley de Vagos y Ma- 
leantes, etc. 
- Causas específicas a las que obedecen los más carac- 

terísticos brotes criminosos apuntados y sugerencia de las 
medidas de todo género que deban adoptarse. 

B. Podrán ser inl emoria, 
el Fiscal que la susci Les Capí 

si así 1( 
tulos : 

estima 

Capítulo 6." "Reformas legislativas." 
Se apuntarán las que convenga introducir sobre las dis- 

posiciones vigentes; estudio crítico sobre las dificultades sur- 
gidas en la aplicación o interpretación de las mismas; estu- 
dio específico de las disposiciones aparecidas durante el año, 



en lo que haga referencia a las funciones del Ministerio Fis- 
cal o en aquellos otros puntos de interés general, etc. 

Capítulo 7." "Otras cuestiones de interés general." 
Se incluirán en este Capítulo aquellas cuestiones, no men- 

cionadas en los anteriores, que a juicio de quien suscriba la 
Memoria merezcan una consideración especial: puntos de 
doctrina, estudios y comentarios de interés, referencias a la 
doctrina jurisprudencial, legislación comparada, etc. 

C. En el caso concreto de la Memoria de 1966, referente 
al año 1965, se incluirá con carácter preceptivo, el siguiente: 

Capítulo adicional. "Comentario general sobre la aplica- 
ción de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor." 
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es se re 
se vien1 
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)S menci 

Los infc 
ipeciales 
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án sepa 
Estos i~ 

a) No deben incluirse los puntc onados r- 
tículos 96 y 97 del Reglamento a que no se haya hecno rete- 
renc : carácter 
rese la funcio- 
nariu, i i t G i i L i u L l G 9  i i u u u i ~ ~ ~ c a a ,  J U L L ~ U  c i i ~ i ~ u  JUULC a ü  labor y 
espi ? enviar -o 
de 1 iel año. 3- 

narán con noras o intormaciones concretas caaa vez que el 
Fiscal de la Audiencia estime que debe ~r 
cuenta de los asuntos en que algún funcion lo 
con notorio celo y eficacia o cuando con si^^^^ LO- 

mun 3- 

nocc r- 
mularan ramoien cuanao ei riscai estime que existe alguna 
razón objeti ello, sin el infori 

b )  Las is anual :ferirán nl 
aiio natziral anterior 3s 
estadísticos, serán n e- 
chas : 
- Los señores Fiscales de las Audiencias Provinciales, 

antes del 15 de marzo de cada año. 

vtremo i 

sas y di 
. . 

e hacien 
lora, en 

lir la M ,  

rmes dt 
de cad 
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radamen 
iformes 

hacerlo 
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-S se fo 
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los datc 
tientes f~ 



- Los señores Fiscales de las Audiencias Territoriales, 
antes del 15 de abril. 
- Los datos estadi .án en cuanto obren en 

poder de las Fiscalías, para raciiitar, en lo posible, su com- 
putación ulterior, pero en todo caso deberán acompañar a la 
Memoria si no han sido remitidos antes. Los estados a que 
deben atenerse estos datos estadísticos han sido confecciona- 
dos d~ nstrucción. 

c) in en un solo f 
en papel de tamaño folio, mecanografiad~s por una sola cara 
y comenzando cada Capítulo en folio separado. 

Los Fiscales de las Audiencias Provinciales, al remitir su 
Memoria al Fiscal de la Territorial, enviarán dos copias a la 
Fiscalía del Tribunal Supremo. Los Fiscales de las Territo- 
riales enviarán también dos copias de la suya a la Fiscalía 
del Tribunl Supremo, conservando en su pode emorias 
de los Fiscales de las Audiencias Provinciales 

isticos SI 

y se ren 

:morias 

niten co- 

se coiift 

n esta 11 

:ccioiiari ormato, 

:r las m 

d )  La Memoria de 1966, referente al año I ~ U J  ~dmpleto, 
prime sará so- 
bre lo ; en re- 
lación con el ano I Y ~ > ,  aunque aigun perioao ae este año se 
hubiera tomado en cuenta al confeccionar la Memoria últi- 
ma. De esta forma, salvando las reiteraciones que resulten im- 
prescindibles, ~ tará  ya una norma fija para 1 
sucesivos, a f le todas las Memorias hagan re 
a años completos. 

Encarezco 3ñores Fiscales la máxima diligencia en 
la obtención ( 3tos necesarios para la confección de su 

oan a Memoria. la rernuciun de los obstáculos aue se oDon, 
ella y :S, a fin 
de qu n o  pue- 
da cumplir con eficacia la Iinalidad que persigue y ser entre- 
gada el misn le la apertura de Tribu 
dispone el ar nuestro Estatuto. 

ra de la! 
S asunto 

; que se 
1s e info 

ste siste 
datos sc 

, . 

a los si 
l e  los d . , - - -. - -. -. 

isión pul 
moria d 

pectivos 
Tribun: 

informe 
il Suprei 

lo día c 
t. 47 de 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid. 15 de diciembre de 1965. 
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encia y, 
ta imput 
fin cnnc 

por tai 

:sta al c 

ido rew 
la exacl 

., ..":&A, 

iltó solv 
ción de . ,.PDT.D* 

En su consulta de 3 del actual que, seguido su- 
mario por delito de imprudencia, e ;ado, por temerse 
su ausencia, sufrió 29 días de prisión preventiva. Celebrado 
el juicio fue condenado el procesado 2- 

setas con el arresto sustituti 1- 
vencia. 

( procesl ente, pa ra 
la n redujo la mult 1s 

la multa impuesta y, por tanto, a razón de 500 pesetas por 
cada día de prisión preventiva, se tenia por solventada la 
multa en cantidad de 14.500 pesetas. 

Estima V. 1. que el crite LO 

lo es. El art. 33 del Código n- 
po de prisión preventiva para el cumplimiento de e- 
na, cualquiera que sea la clase de la pena impuesta 

Debe entenderse, como es natural, que se trata del cum- 
plir : pena de privación de libertad. El art. 2.", de la 

Ley le enero de 1901 prescribe el abono de la prisión 
prevencivd a la resmnsabilidad oersonal subsidiaria Dor in- 
solv la 
mul 

L, ,.,,,,ecuencia, debe mantener esa kiscalía el criterio 
expuesto, acusar rec de la ac- 
tuación posterior. 

Dios guarde a V. 1. muchos año 
Madrid, 10 de abril de 1965. 
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CONSULTA NUM. 311965 

Se recibe su consulta de 8 del actual en la que expresa 
su criterio de que, penada en el art. 6." de la Ley ya vigente 
de 24 de diciembre de 1962, la conducción de automóviles 
sin haber obtenido el permiso necesario para ello, con sólo la 
pena de multa, debieran revisarse las sentencias pendientes 
de cumplimiento en las que al hecho expresado se impusie- 
ren las penas previstas en el art. 3.' de la Ley de 1950. 

Esta Fiscalía aprueba su criterio de que procede la revi- 
sión, que deberá solicitar la Fiscalía, en cumplimiento del 
artículo 24 del Código Penal, en cuanto a la interdicción del 
permiso de conducción v a la reducción de la multa al lfmi- 
te f 'ijado en 

Dios gm 

la Ley 

trde a V 
Madrid, 18 de j 

nueva. 

'. 1. muc 
unio de 

hos año: 

CONSUL? A N u w 

ILT~IO. SR.: 

ecibido 1 

5, de 10 
.. . 

en esta 
1 de ago 

. - 

Fiscalía 
sto actu 

.. . 

i, se for: 
.e las dc 

mula co: 
)S siguie 

nsulta-I 
ntes cuf 

lí- 
me] 5n 
del Auto dictado por la Sección l." de esa Audiencia refe- 
rente al sumario núm. 185 del año 1965, del Juzgado núm. 1 
de ...... resolutorio del recurso de súplica interpuesto por 
esa Fiscalía dadosamente estu- 
diada-sobr 

muy cui~ 
:dones : 

ito expo 
que, cc 

. -. 

sición n 
)n ocasic 

PRIMERA 

En sum !ario ins truido conforme al procedimienro común 
de la Ley de Enjuiciamiento criminal, si al despachar el trá- 
mite de instrucción, pide el Fiscal el procesamiento del único 



inculpado, ¿puede el Tribunal negarse a revocar el sumario 
y devolverlo al Inst para que con lil e criterio, 
acuerde lo procedenLc; Loy,cto al procesami' n las con- 
secuencias legales que su decisión pueda producir? 

SI 

anteric 
.- 

)ertad d 
ento, COI 

- . -  

Si en el supuestc )r, el Tribunal no accede a la re- 
vocación del sumario, ¿puede por sí y como se deduce, sin 
previa petición Fiscal, dictar Auto de sobreseimiento provi- 
sional y en consecuencia ordenar el archivo de las actua- 
ciones? 

Quizá lo primero que deba aclararse es el sentido en que 
haya de entenderse la formulación de ambas cuestiones, y 
que V. 1. se cuida de precisar en el párrafo final de su escrito, 
al interesar normas de actuación para el caso de que estas 
cuestiones volvieran a plantearse, que es lo que, por el mo- 
mento, más puede interesar. Pues bien, en este orden de con- 
sideraciones, me complazco en manifestarle que, creo acer- 
tado el ejercicio por su parte de cuantos medios legales se le 
ofrecían para oponerse a la decisión de que se trata com- 
pletados con la propia exposición de todo ello a esta Fis- 
calía, que no ha omitido por su parte la actuación que al 
efecto la incumbe. 

Pero ello no obstante, n a- 
ción algunas consideraciones en reiacion con 10s supuestos 
que se contienen en las cuestiones formuladas. 

No parece dudoso, por lo que respecta a la primera de 
ellas, que lo correcto-o por lo menos, lo que constituye la 
práctica comúnmente seguida-hubiera sido acceder a la re- 
vocación, dejando al Instructor en libertad de criterio para 
resolver acerca del procesamiento solicitado, sin perjuicio de 
imponer luego el propio en la apelación que eventualmente 
se interpusiera. Quizá pudiera entenderse que el párrafo 6." 
del art. 384, autoriza en cierto modo a resolver desde luego 
sobre la petición de procesamiento, lo que con la mayor pro- 

arán de . ., hacer a continu 



babilidad significaría un ahorro de trámites y de tiempo, si- 
quiera no pueda desconocerse tampoco que el supuesto del 
precepto contempla exclusivamente el caso de que aquella 
petición hubiera sido formulada y denegada en la instrucción. 

No se olvide por otra parte, que tanto en el supuesto de 
la consulta, como en el de que hayan sido denegadas las pe- 
ticiones de procesamiento en el Juzgado y en la Audiencia, 
así como los respectivos recursos de reforma y de súplica 
-caso infrecuente, pero ni mucho menos desconocido-, que- 
da el procedimiento finiquitado y sin posible recurso pro- 
cesal que permite la revisión por Autoridad Superior. Recuér- 
dense las ardorosas lamentaciones que ante tal situación plas- 
mara un Fiscal de gloriosa recordación, en la Memoria de 
Fiscalía correspondiente al año de 1927, páginas XXXIV y si- 
guientes. 

En cuanto a la segunda, parece evidente la necesidad del 
traslado al Ministerio Fiscal, que no debió omitirse, para que 
por el mismo se formulara la petición procedente siquiera, 
como es sobradamente sabido y recuerda entre otras la sen- 
tencia de este Alto Tribunal de 11 de junio de 1948 (Araii- 
zadi núm. 1.023) "concluso definitivamente el sumario por 
Auto de la Sala donde se deniega el procesamiento del único 
inculpado, lo cual imposibilitaba la apertura del juicio oral, 
sólo cabe el sobreseimiento provisional o libre". 

Sírvase usar recibo. 

Dios gu, 
Madrid, 28 de 2 

7. 1. muchos años. 
igosto de 1965. 

DNSULTA NUM. 611965 

iscalia 1; icación c n esta E i comun le V. 1. de 
15 de los corrientes, por la que formula consulta-que de- 
bió venir con su razonada propuesta-sobre la procedencia 
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de a~licación del indulto del Decreto dc 24 de junio de 1963, 
aP ) de su art. l.O-reducción de la mitad de la pena- 
pe,, = s,, que se dispone en su art. 4.", a un reo condenado 
a la de seis meses y un día, a quien le había sido ya re- 
bajada tal pena en su mitad por la aplicación del del 
Decreto de Indulto de 11 de octubre de 1961. 

Y como quiera Que análoga duda surgió anteriuirii.iiir~ en 
al: a Fiscal ;cribo a continu parte que 
ahc .esa del io de la corresp t resolución 
que se dictara con tal motivo, en fecha 22 de junio de 1964. 

"Que al excluir el art. 4.O del Decreto de Indulto General 
de 24 de junio de 1963, de la limitación que dicho articulo 
establece 5 umulación de los efectos de otr ltos 
anteriores, tado a) de su art. l." (que hací icia 
a penas y correctivos hasta de dos años) es visto ,,, ,U: el 
jut puede Ile- 
ga dan de dos 
añ 

"A tal conclusión puede llegarse tamt iple 
lectura del número segundo de la Orden de 
1963 que desarrolló el Decreto de 24 d~ ,,, ..,, L... ;mo 
año al adi posibilidad del indulto total dc nas 
privativas tad, cuando expresamente dice : iul- 
to de las perias privativas de libertad alcanzará en la misma 
medida, total o p( is penas ias impues- 
tas o que corresp por 10 nales Ordi- 
narios, excepto cuando dicha accesoria sea la de inhabilita- 
ción absoluta." 

Claro es que, aaao ei conreniao ae los posteriores De- 
cretos de l abril de 1964 y 22 de julio de 1965, 
hubiera sic i procedente, si de la apli- 
cación de IGipLLIvVO y ~ ~ ~ ~ p ~ J S  se tratara. 

Sírvase acusar recibo. 

I la sim 
de julio 
A-1 m i c  

: las pe 
'Tl  El( 

7 .  

Dios guarde a V. 1. mLcuuv au 
Madrid, 21 de octubre de 1965 
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Se ha recibido en esta Fiscalía la atenta comunicación 
de V. 1. de 21 de los corrientes, por la que se consulta-con 
nuevo olvido de la debida formulación de la razonada pro- 
puesta del ci te-si, c a las n s 
que se contit la Ley d diciemb e 
Uso y Circulaci6n de Vehículos de Motor, han de ser luz- 
gados en rebeldía únicamente los acusados que se I- 

tren en el extranjero, o también los que no compares 
que estén en territorio nacional. 

Para enmarcar convenientementc ;e ha de 
parar mientes en que, entre las especialidades que ofrece en 
procesal la Ley que se comenta, figura la de que mientras la 
calificación provisional de las partes acusadoras tiene lugar 
en el trámite de las diligencias preparatorias, la del acusado 
se previene ya en el del juicio oral- 3." del art. 30-, 
siendo en este Capítulo IiI, en el recogen los más 
sustanciales preceptos afectantes al mismo, destacando entre 
ellos el de proporcionar al acusado ausente en el extranjero, 
cuando lo sea por delito no sancionado con pena privativa 
de libertad, la ~osibilidad de hacerse remesentar en leeal for- 
ma, tanto er 

Pero tal JU~UGJLV CJ LLLU n 
juicio en rebeldía, es decir, el de un acusado que, se halle 
o no en el exdanjero, omita la comparecencia que regula el 
artículo 29, haga precisas la designación de oficio de su repre- 
sentación y ublicación de la correspondiente 
cédula para :ia y asi al juicio oral, la 
formulación ,,,~éIlas del escritc , ,uliclusiones, la po- 
sible celebración del juicio sin su e 

onsultan 
:nen en - .. 
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concede, por último, cl recurso de audiencia en rebeldía, del 
artículo 32 de la Ley. 

Sírvase acusar V. 1. rei 

Dios guarde a V. 1. muchos aF.,,. 
Madrid 
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Se ha recibido e r i  c a ~ a  Fiscalía au ~ u ~ r i u i i i ~ a ~ ~ u r i  ue AY de 
octubre ú1 ' Y  
alcance de ,ras 
en el proceso penal, como consecuencia de las disposiciones 
co en la Li 1221196: mbre, sobre 
US íulación ículos d( lue después 
de riiuy estudiados rdauudmientos ue encomiable celo 
de V. E., on- 
clusiones : 

l." Los aseguradores son responsables nviles dzrectos en 
el proceso penal de la Ley 122162, en cuanto titulares de la 
obligación de resarcimiento e indemnización comprendida en 
el 

ira- 
doia- iiu LUIIDLILUYC: L ~ L U ~ V  de legitimación V ~ U L C D ~ ~  vaia dsu- 
mi lmente ción de nal. 

) obstan rupuesto , la 
deciaracion de responsabilidad civil del asegurador llevará 
implícita la facultad de intervención del n :ua- 
ciones procesales propias de dicho inciden 

En la resolución de esta interesante coribulLa, se ha de 
co poniendo de relieve la preocupación del legislador 
an,, la duación de hecho creada por la extrema peligrosi- 
dad que ha originado la intensificación del tráfico automo- 
vilístico en los últimos años, por lo que, si de una parte man- 

A 
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nismo ei 
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desde el 
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tener p~ 
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vil, que - .  
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im. 51 
iyo de 1 
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seguro c 
Entoncc 
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tiene para el conductor del vehículo, el principio tradicional 
de la responsabilidad por culpa (art. 39 de la Ley), de otra, 
haciéndose cargo de aquella situación de hecho, se ha creído 
en el caso de buscar a ultranza el resarcimiento inmediato de 
los daños y perjuicios sufridos por la víctima, acudiendo a la 
declaración de la obligatoriedad del seguro de responsabilidad 
civil v a la creación incluso del Fondo de Garantía. para lo 
que n jado de 3 legisla1 
tes dl 1 (Expo: )S, desai 
jetivo 111). 

Por consiguiente, 11 de aplicar a 
de responsabilidad cil tiene por objeti 
seguro resarcimiento a la victima tan pronto como el acciden- 
te ocurra (sin perjuicio de las acciones que posteriormente 
pueda ejercitar el asegurador conforme al art. 44 de la Ley), 
los principios que regían cuando el :ra voluntario y 
muy distinta, por tanto, la situación. :S el asegurador 
de la responsabilidad civil, no era respuuaaulr. civil ni directo 
ni subsidiario 

Ahora, y 1 

gatorio el seguiu, IIULCDC UICL~, p a ~ a  21 dueño del vehículo el 
asegurador que es el que paga desde el primer momento, 
viene como a eclipsar en el procedimiento al responsable civil 
subsidiario y ha sido obligado reconocerle una intervención 
en el proceso semejante a la de éste. Ya la acción que puede 
ejercitar el perjudicado contra el asegurador no nace del con- 
trato y por r ión del aseeurac aue nace de la 
Ley (Arts. 24 
Obligatorio). 

En la Cir de la P 
Tribunal de 2 965, dic . , Ley y para fcu,,t,,a, SU a,,,aClOn, CLaiiuu SG "Lupa ur; ylr- 

cisar quiénes tendrán la consideración de partes en el pro- 
cedimiento especial creado por la misma, puede leerse: "... y 
los aseguradores a los efectos de interponer los recursos para 
los cuales están activamente legitimados, conforme a lo dis- 

lo, sino 
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13 de diciembre 1965. 
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p r o ,  lo: 
:omo ún - .  

; daños 
iica exei 

puesto en cl art. 43 y ejercitar las demás acciones y excep- 
ciones que el ordenamiento jurídico les otorgue". 

No puede olvidarse que, a renglón seguido de declararse 
en el art. 43 de la Ley, la obligación del ase~urador &e satis- / ,I facer al perjudicado, hasta el límite del se; Y 
perjuicios sufridos, se proclama también c n- 

/ ción de esta obligación, la prueba por parte del propio ase- 
/ gurador, de que el hecho fuera debido exclusivamente a cul- 
i pa o negligencia del perjudicado o a fuerza mayor extrafia 

1 a la conducción o al funcionamiento del vehículo íart. 39 en 
relación con el 43 citado). 

Pues bien, al concederse e- 
I 

ba, ha de entenderse que implica la necesidad de admitir su 
! activa intervención en el proceso, único campo en donde pue- 

\ 
de tener lugar el contraste de elementos que afectan al ver- 
dadero núcleo de la cuestión bate. 

Si además se concede al facultad r- 
poner los recursos de apelhLivii ,aaa,,uu, aparte Iaa ru;i- 
bilidades que le brinda el art. 37 dt , parece le 
no ha de quedar circunscrita su ac i1 períoc e- 
cución de sentencia, cuando en ésta no se hubiese Tilaao la 
cuar la respo td civil. 

1 nen, si e ador, pa b- 
jetkv uLL LGgislador y lllGIL~d al nuGvu u= UuG YUSda 
hecho mérito, es quien ha de paga momento 
-aunque luego pueda resarcirse en el art. 44 
de la Ley, lo que ya no interesa ai proceaimiento penal-, 
no parece que podría llamarse responsable 
inmediato, I sable directo; y, debe reconocér- 
sele en el 1 :n 
el procedirr 1 il 
subsidiario. 
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nor micar a 1 criteric 
ha d rse, en I la misxx 

A) Las consideraciones expuestas Dor v. c., ciercamer; 
te atinadas, quedan en mi poder con edente c 
para el examen de la Ley en a justific 
su día, de la posibilidad de ,, .,,Y,,..,. 

Sin embí lo que hace referenci; Lagistrado 
de lo Penal' ide esta Fiscalía que n :umple el 
artículo 165 ae ia Ley Orgánica v ello oor aos razones: La 
primera, porque el articulo I o 
legal de nombramiento, prin la 
situación personal del funcionario, y así se observa que es 
ésta la finalidad principal, al comprobar el contenido del ú1- 
timo párrafo del artículo citado. La segunda, porque la con- 
dición del "Magistrado de lo Penal J- 

sición con rango de Ley, lo que alej; e- 

tativa y así lo entendió el Tribuna YUy.s,iLu la 
insti plicaciói ; Tribuna- 
les Circular Vehículos 
de lvioror. 

1 xposició t. 24 di :O 

Pen ntivo, p, ~plicació~ a- 
ción Luii  uun r iusvn  UiuGiraciÓn peiiai bali=cial, coniv &y 
de ' yo de 1962, necesita una normación adjetiva para 

pod 'icar las sentencias firmes; solución que procura 
esta riscaiia sea efectiva en el plazo más breve posible. 

C) Como acertadamente expone V. E lo 
posible las deficiencias técnicas de la Lej Y 
las dificultades que entraña la semejante naturaleza entre el 
dolo y la culpa que pudiéramos llamar "consciente", así como 
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la diferenciación entre la itiiprudencia del art. 565 del Código 
Penal y las posibles especies de culpabilidad que se derivan 
del articulado de la Ley especial, su fino sentido jurídico de- 
terminará, ante el hecho concreto, cuando el uso del automó- 
vil entrará en la esfera de acci6n del delito doloso previsto 
en el Código Penal, o en cualquiera de las formas incluidas 
en las distintas figuras delictivas descritas en la Ley de 1962. 

Es de señalar que han llegado hasta la casación supues- 
tos de empleo del automóvil con dolo, en los que se ha ca- 
lificado el hecho como delito de lesiones del Código Penal. 
Parece, sin embargo, que considerar las ca delictivas 
previstas en el art. 2.' de la Ley de 1962 cc 

lnductas 
)mo excl 
.-" ..- 

usivamen- 
te dolosas, es llegar a conclusiones excesiva>, que la na- 
turaleza diferencial de las distintas especies de culpabilidad, 
desde el punto de vista doctrinal, no reside en la existencia 
o no de resultado, sino en el carácter intencional o negligen- 
te de la conducta del actor. 

Por otra parte, no es posible extraer de un planteamiento 
valorativo del delito de conducción temeraria las consecuen- 
cias que en su consulta se obtienen respecto de las restantes 
formas delictivas de la Ley especial. 
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:fa 
se incluye en ei ambito de la Ley  ena al, es siempre porque se 
entiende que la conducta peligrosa entraña elementos inten- 
cionales e imprudentes, es decir, constituye expresión de 
dolo o de culpa, y es precisamente el peligro causado el que 
sirve a la manera de resultado del acto pui 

Por consecuencia, entiende esta Fiscalí; 

1." Que e confui 
del Código ~n las fc 
Ley de 196,. 

no deb 
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nible. 
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.encia del art. 565 
lir previstas en la 

2." Que es indudable que en esta Ley se contienen for- 



mas dolosas de culpabilidad (arts. 6 ,  7, 8 y 10) y que en al- 
gunos casos la conducta punible puede ser también 
(artículos 4, 5 y 9). 

3." Que no puede afirmarse que el delito previst, L.1 

articulo 2." tenga una exclusiva forma dolosa, aunque ésta, 
quizá en su especie de dolo eventual, puede aparecer en al- 
gunos casos. 

4: Que se impon 
creto para extraer las 
tado e) de la consulta de V. L. 

Se servirá V. E. acusar recibo de la presente. 
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Dios guarde a V. E. muchos años. 
M de 1965. adrid, 5 de nov iembre I 
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Se na recibido en esta Eisca~ia su comunicacior 
de octubre último, formulando consulta sobre la clase de 
proceso o procesos que deberán seguirse al enjuiciar un delito 
de imprudencia del que en principio aparecen como culpa- 
bles conjuntos el conductor de un automóvil y el de un carro, 
por hechos ocurridos después de la entrada en vigor de la 
Ley de 24 de diciembre de 1962. sobre Uso y Circulación de 
Vehíc 
TI les soluc le V. 1. 
1." Someter a cada uno de los culpables a procedimien- 

to distinto. 
2:" Aplicar a amoos cuip procesc mo apa- 

rece regulado por la citada Ley ue m de diciemore a e  1962; y 
3." er el enjuiciamiento de los hechos que se atri- 

buyen os inculpados a las reglas que prescriben para 
el Procedimiento de Urgencia, los arts. 779 y siguientes de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

) tal coi 
3 -  
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Sin dejar de reconocer el cuidadoso estudio-siempre me- 
recedor de elogioso comentario-, con que V. 1. ha procedido 
en la formulación. de su consulta, he de significarle que esta 
Fiscalía no comparte, sin embargo, su criterio en cuanto a la 
clecc a que ha de juzgarse preferente solución. Y ello 
por 1 ies que sumariamente se exponen a continuación. 

Como puede leerse en el preámbulo de la Ley que nos 
ocupa, responde su promulgación a la seria preocupación que 
origina la situación de hecho del constante aumento del trá- 
fico a consecuencia del uso. cada vez más frecuente, dc vehícu- 
los de motor, por lo I primer título dedicado 
namiento penal, en ui !o de comprensión de lo: S 

de toda índole, físicos, psíquicos y humanos, que confluyen 
en la circulación ha previsto una serie de figuras puniti- 
vas genuinamente surgidas del ámbito específico a que se 
refieren, todo lo que aparece conde :n el art. 1." de 
la Ley al afirmar que la misma prot eguridad del trá- 
fico, de las personas v de los bienes. sanciunando con tal fi-  
nalidad, dete 
ción de los i 

Como enseña la cxperieucia y V. 1. no ignora, son innu- 
meros los accidentes de acusada gravedad que se originan, 
bien por el estacionamiento o por la marcha en carretera 
durante la noche de un vehículo-sea o no de motor-ca- 
rente de toda señalización luminosa, incluso reflectante, vi- 
niendo a constituir tal conducta, claramente conectada con 
la circulación automovilística, que se desarrolla en el ámbi- 
to  de la misma y que desconoce sus esenciales característi- 
cas, aquella grave perturbación de la seguridad del tráfico 
que recoge el primer inciso 1 9 de la ;ey, defi- 
nidor como puede observars na de 1s aludidas 
figuras punitivas genuinamente surgidas del La,,, específi- 
co de la circulación automovilística. Consiguientemente, se 
entiende que el carretero .. ... ., a que su consulta se refiere, 
es destinatario de la norma penal citada, sin que se vea mo- 
tivo alguno que le permita evadirse de su aplicación, tanto 
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en cuanto a los preceptos de derecho material como a los 
del orden procesal. Su manera de circular por carretera, no 
sólo ha sido en el caso, creadora de peligro, sino determi- 
nante también de un daño, como se prevé en el segundo pá- 
rrafo del propio art. 9 de la Ley. 

Son muy significativas, por último, las fr, que ter- 
mina el apartado 1 del párrafo cuarto del ya caaao preámbulo 
de k ... y como clave de toda la construcción jurídico- 
pena medad técnica de conjugar equilibradamente la 
o b j e i ~ ~ c i ~ l ~ l i  característica de leyes de esta índole, cifrada 
en e i psíquic Y 
pelie tante val n 
la poiitico-criminai que se intenta alcanzar, ponienao rin a la 
controvertidí culposa del ar íel Código Penal 
ordinario de :licada materia". 

No es necesario añadir, después de lo dicho, que es la 
segunda de las soluciones propuestas por V. 1. la que debe 
prevalecer : aplicación a ambos culpables de los preceptos 
de la Ley de 24 de diciemb 3- 

ción de Vehículos de Motor 

Dios guarde a V. 1. muchos anos 
Madrid, 22 de noviembri 
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ncuso recioo ue su cumuIiicilciuii ue LU uci corriente y 
documentos que la acompañaban, en la que me traslada con- 
sulta que a su vez recibiera del Ilmo. señor Fiscal de ... . .. 
referente al ejercicio de la acción penal ante la denuncia pre- 
sentada por F. M. L. al Excmo. señor Presidente de la Sala 
de lo Social del Tribunal Supremo, sobre supuestas irregu- 
laridades delictivas en la actuación de la Magistratura de 
Trabajo de ...... 



Contestando a su consulta, paso a exponerle lo siguiente: 
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L lcia se concretz 1 denun- 
cianl :tubre del corric ar el ex- 
pediente del juicio laboral celebrado a su instancia ante aque- 
lla Magistratura en el mes de abril y cuyos autos están en 
poder del señor Letrado que le dirige en el recurso de casa- 
ción que interpuso contra la sentencia recaída, observa que 
el acta del juicio oral no es la misma que entonces se exten- 
diera, conteniendo alegaciones del demandado que no se hi- 
cieron y omitiendo otras del denunciante que fueron hechas 
y que su firma ha sido imitada. 

Tales hechos, caso de ser ciertos, hay qu, .,a- 
lizados en ..... . y competente para instrucción del io 
sumario el Juzgado de dicha Capital, por razón dc 2- 

rio, al que debe dársele conocimiento, promoviendo ei lius- 
trísi ir Fiscal de . ... .. la iniciación del procedimiento 
para stigación de la certeza de los hechos denunciados 
y, en su caso, de quienes puedan ser los presuntos responsa- 
bles. 110 la simple denuncia ya que lo 1- 

tos or el denunciante, hasta ahora r- 
miten al Ministerio Fiscal ejercitar ía acción penal en roma  
de querella, con los debidos fundamentos y garantk as 
circunstancias aconsejan. 

El Ministerio Fiscal cooperará con el Juzgado a ia mves- 
tigación, inspeccionando personalmente el sumario y hacien- 
do los pedimentos de cuantas diligencias estime procedentes 
en orden a la exactitud de la denuncia y de las posibles res- 
ponsabilidades: dictámenes periciales de calígrafos sobre au- 
tenticidad de la firma del denunciante en el acta, así como 
de las restantes firmas que en ella aparecen, previas decla- 
raciones de los firmantes y de las comparaciones, en su caso, 
con otras indubitadas de los mismos, entre ellas las del se- 
ñor Letrado representante del denunciante, actor en el jui- 
cio, y cuantas otras sean pertinentes. 

Si la investigación iiegare a perfilar y confirmar los he- 
chos y a esbozar responsabilidades de Autoridad o funciona- 

is que 1; 
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- - .  

an p r e j ~  
es. 

recurso 
ces dicti 
. . 

rios que por su jerarquía deban ser instruidos y juzgados los 
hechos por un Tribunal Superior, entonces será el momento 
de que el Juzgado se inhiba del conocimiento de los mismos, 
comunicándolo al Tribunal aue estime com~etente. bien de 
oficic 

E1 
bunal Juperior, equivaldría a prejuzgar la responsabilidad de 
jerarquías aforadas, con el consiguiente desprestigio y sin 
más garantías ni fundamento que la simple manifestación de 
un denunciante, a los seis meses de realizarse los su~uestos 
hechc ndo se tramita 
so c( sentencia enton 
Tampoco se requieren autorizaciones ni tormalidades que 
igual] ignificarí I 

resuli sumaria11 
Lc , acompañando a esta cc :ión, el 

ginal, del supuesto delito, en 3, testin 
la denuncia y de su ratificación y ampliación ante un señor 
Magistrado d i de lo Social del Tribur 
comunicación Excmo. señor Presidenti 
Fiscal de .. . . que se alude a dictámenes a e  esta ris- 
calía sobre el particular, par; 
copias de la presente comun,~,~~,,, 
trísimo señor Fiscal de la Audiencia de .. . . . ., para el cum- 
plimi cuanto i 

izgar, m 

priori, 
- .  

del Tri. 
- . -  . 

de casac 
ida por 

. - 
:ión que 
la Magi 

.. . 

interpu. 
istratura 

ientras 

~municac 
SU casi 
-. . 

ido ello, 
le sea I 

ial Suprt 
r al Iim 

3 -  

juntamr 
remitido 

acta ori. 
ionio de 

:mo y la 
o. señor 
- m. 

:nte con 
al Iius- 

Dios guarde a V. E. muchos años 
Madrid, 28 de di( de 1965 



ESTADISTICA 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Estado n6m . 1 

Cazisas pendientes e11 In Aitdiencia t/ luzgados de S I L  circztnscripcióiz en 1." de enero de 1965. incondas desde esta fecha hasta el 31 de dicietnbre y en tramita- 

cidn el 1.' de enero de 1966 

AUDIENCIA DE 

A1a1.a .................... 
Albacele . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Alicnntc ................. 
Alnieria ................. 
Asturias . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Aviln . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Bndajoz ................. 
Baleares ................. 
Barcelona . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . .  Bui-gos 

. . . . . . . . . . . . . . . . .  Chcerrs 

CBdii! .................... 
Castell6ii ................. 
Ciudad Real .............. 

................. Córdoba 

Coruiía ................. 
Cuenca .................. 
Gciona . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Granada .................. 
Guadalajara .............. 
Guipúzcoa .............. 
Iluclva ................. 
Huesca .................. 
Ja61i ..................... 
Las Palnias ............... 
León . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Lbsida . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Logroño . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Lugo .................... 
5Iadrid . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
hirilaga . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Murcia . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Wa~.arr:i . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Oreiise . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Palencia . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Poiitevedra . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . .  Salaniatica 

Tciierife ................. 
Santaiider ................. 
Segovie . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Sei~illa .................... 
Sori:~ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Tai-rngona ................. 
Teruel . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Tolcdo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Valencia ................. 
Vallndolid . . . . . . . . . . . . . .  
Vizcaya . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Zamora . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Zaragoza ................. 
Trib . de Orden Piiblico .. 

T ~ ~ ~ I  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

(1) Incluidas las diligencias 

! 

Incondas 
desile 

Pei~dlente .; 
en ,. . ,e enero 

<le 1985 

145 

337 

374 

165 

643 

1 55 

280 

522 

7.117 . 

855 

38 

709 

295 

287 

74 1 

1.210 

190 

800 

352 

67 

1.010 

331 

335 

398 

392 

301 

480 

384 

209 

3.91i4. 

471 

503 

230 

141 

484 

568 

120 

972 

669 

152 

934 

)I 

519 

39 

217 

952 

233 

1.147 

54 

340 

14 

31.808 

de In Ley 

TOTAL 
Inco~dxs 

en 
1005 

1.210 

1.350 

4.M6 

2.267 

6.278 

S60 

2.239 

3.968 

31.302 

2.301 

1 . 535 

4.928 

1.923 

1.698 

3.561 

4.636 

630 

3.385 

4.104 

67 1 

4.145 

1.827 

1.294 

2.377 

3.641 

2.61 O 

1.986 

1.158 

1.693 

22.266 

7.196 

3.709 

2.295 

1.880 

1.1 15 

4.288 

1.679 

3.815 

3.246 

763 

8.461 

755 

3.050 

!399 

1.680 

9.175 

2.225 

6.409 

840 

5.190 

281 

195.743 

de veliiculos 

1.' de 

31 de 
de 

Pmcedl- 
miento de 
ilrgencin 

(1) 

1.145 

1 

4.458 

2.1847 

5.630 

768 

2.056 

3.602 

27.633 

2.076 

1.324 

4.194 

1.807 

1.507 

3.250 

4.242 

537 

3.116 

3.304 

618 

3.881 

1.561 

1.120 

2.056 

3.292 

2.502 

1.905 

972 

1.469 

17.084 

5.627 

3.401 

2.176 

1.221 

1.034 

3.681 

1.506 

3.Ch59 

2.814 

723 

7.644 

69Q 

2.668 

795 

1.520 

8.351 

2.022 

5.891 

809 

4.803 

28 1 

171.661 

de Uso y 

enero 
1 

diciembre 
1065 

Otms 
proccdi- 

entos 

65 

261 

358 

120 

648 

92 

183 

366 

3.669 

225 

214 

734 

116 

191 

3'1 1 

93 

269 

800 

53 

264 

266 

174 

321 

349 

108 

8 1 

186 

224 

5.182 

1.569 

308 

119 

659 

81 

607 

173 

156 

432 

40 

817 

65 

382 

204 

160 

834 

203 

518 

3 1 

387 

I I  

24.082 

Circulación 

TOTAL 
GENERAL 

DE 
CAUSAS 

PENDIENTES 

136 

295 

541 

175 

1.249 

85 

292 

599 

6.404 

668 

68 

545 

2M) 

153 

435 

1. 400 

131 

808 

387 

70 

1.248 

186 

282 

430 

456 

339 

339 

160 

121 

3.205 

1.129 

561 

498 

122 

86 

649 

130 

1.101 

414 

301 

3.375 

544 

379 

1'17 

229 

1.482 

202 

1.478 

84 

402 

140 

34.910 

DE ENERO 

43 

219 

205 

115 

457 

63 

21 1 

33 1 

4.003 

161 

26 

218 

135 

113 

234 

830 

1'15 

676 

178 

50 

415 

116 

178 

21 1 

379 

192 

338 

66 

93 

1.190 

390 

272 

97 

76 

64 

380 

74 

253 

256 

238 

912 

513 

289 

80 

11 1 

792 

137 

1 . 056 

34 

215 

2 1 

17.827 
- 

PENDIENTES DESDE 1." DE 1966 

EN 

Pendfentes 
de la 

celebración 
del julcio oral 

45 

37 

136 

28 

142 

4 

26 

252 

817 

176 

3 

240 

26 

15 

39 

. 42.5 

6 

81 

98 

14 

368 

39 

71 

39 

23 

61 

14 

51 

24 

1.621 

21 O 

69 

94 

4 1 

11 

1% 

23 

32 

88 

35 

1.832 

1 I 

68 

3 

72 

236 

48 

145 

13 

152 

40 

8.332 

. 
hlenos 

de iin nie:; 

24 

49 

87 

55 

306 

16 

123 

211 

1.125 

65 

9 

131 

86 

46 

75 

235 

15 

220 

78 

25 

1 83 

E6 

25 

101 

161 

116 

97 

27 

50 

266 

24 1 

118 

39 

32 

3 

145 

42 

156 

174 

92 

463 

257 

113 

24 

59 

32 1 

82 

496 

15 

115 

16 

7.103 

a niotor 

EN 

TIEMFO 

De uno 
n trex nieses 

12 

72 

5.3 

30 

71 

16 

58 

66 

1.708 

45 

8 

44 

27 

30 

1 02 

269 

34 

145 

43 

1 7 . 
98 

25 

49 

58 

1 05 

37 

91 

21 

26 

446 

73 

70 

23 

10 

18 

110 

21 

64 

68 

86 

238 

140 

1 O0 

25 

20 

286 

26 

33 1 

7 

47 

4 

5.568 

. 

LOS JUZGADOS 

TRANSCURRIDO 

De tres 
a seis meses 

4 

60 

22 

13 

42 

18 

20 

23 

454 

19 

4 

22 

13 

10 

30 

100 

42 

160 

24 

9 

69 

20 

43 

23 

40 

14 

67 

4 

8 

187 

5.5 

33 

12 

14 

6 

50 

6 

18 

10 

45 

123 

60 

52 

14 

9 

1 07 

15 

160 

6 

28 

)) 

2.387 

1 LAS AUDIENClAS 

En otros 
tr5mites 

48 

39 

200 

32 

650 

18 

55 

16 

1.584 

331 

39 

S7 

S9 

25 

162 

139 

10 

51 

111 

6 

465 

3 1 

33 

180 

M 

86 

47 

43 

4 

394 

529 

ZO 

307 

5 

11 

81 

33 

8'16 

70 

28 

631 

20 

22 

34 

46 

454 

17 

277 

37 

3.5 

79 

8.751 

DE INSTRUCCION 

DESDE LA 

De sels m e  
se* a un afio 

2 

25 

35 

13 

29 

8 

5 

23 

397 

14 

3 

16 

5 

17 

19 

183 

24 

'121 

21 

4 

63 

3 

35 

17 

52 

19 

44 

10 

7 

173 

15 

34 

14 

11 

6 

52 

3 

14 

3 

11 

52 

50 

15 

13 

13 

58 

14 

38 

3 

15 

1 

1.812 

TOTAL 

93 

76 

336 

60 

792 

22 

81 

268 

2.401 

507 

42 

327 

85 

40 

201 

564 

'16 

132 

209 

20 

833 

70 

104 

219 

77 

147 

61 

94 

28 

2.015 

'739 

289 

401 

46 

22 

269 

56 

848 

158 

63 

2.363 

3 1 

91) 

37 

118 

690 

65 

422 

50 

187 

119 

17.083 

INCOACION 

Más 
de un afio 

1 

13 

8 

4 

9 

5 

5 

8 

319 

18 

2 

5 

4 

10 

8 

49 

>I 

30 

12 

)> 

12 

2 

26 

12 

21 

6 

39 

4 

2 

118 

6 

' 17 

9 

9 

4 

23 

2 

1 

1 

21 

36 

6 

9 

4 

10 

20 

)1 

3 1 

3 

1 O 

)) 

957 



Esfado núm. 2 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Causas incoadas en los Juzgados de Instrucción desde l." de enero a 31 de diciembre de 1965 clasificadas por la mturaleza de los hechos 

6 - > > 

O l . ,  

. . . 1 .  
l . .  ' . . 1 .  . l . ' .  

... ......... .. ... ......... 

. l .  . l .  . 1 .  1 -  1 .  
l I 

l 1.-Delitos contra Iri  srguriclacl Estrrior del Es- 1 , ,  ,, ..; .;. ; .  .:. l 11 )) 1 Il 11 1 1) 
! l 

9 

contra la srgurid;id interior del ES- ' 
.................................... 22 3 9  6 2  tado 25 57 27 

3.-Falsedades 1 

........................... a )  L)? nioiiet!:i 2 6 1 ) )  
l 

33 
l . . ................... 3 b ' ~  De docuni~ntos 3 5 27 6 11 

>) 2 )  Ocultsci61i frnuduleiir;i de bienes, 1 , ), 1 N )i 2 N )) )) 

1 1 <i, CsitrpaciLm <!e funciones. uso indebido 1 
! 

rle nombre' etc. ..................... 16 11 )i 5 4  1 5 5 1 0  2 

l 
15 44 13 3 469 

8 1 3 
V I  Otrit.: (Cap. I y 111 del Tit. 111 del 

!, ............ ............ 10 
I 

C. 17.) ..; . . .  11 2 a 4 1) I n 25 5 1 1 ,  13 1 )> 1 ' » 1 3 1) 5 167 
I 

l 1 
l.-Delitcis coiitra ii< =\dministraci<jii tlí- Jr~sticia. 7 , 20 11 11  27 )i 6 7 >i 1 8 12 3 3 2 2E 16 l 1 12 >i 16 2 4 4 16 3 1 8  452 

... 7 
I 

S.-InfracciCin de Lc.? sobre irihurnacioner, etc. 1 >i I 1 »  1 4 1  5 1 >, 2 2 9 6 1 1 2  2 3 3 1  40 1 4 4 ' )i 2 ~i 17 1 

N 6.-Jriegos iliciros .............................. 1 I )  2 11 31 I 4 11 2 3 2 1) 1 ii ' 11 II I I) 1 2 11 
)) l " l l l ;.-Deliros de ios funcioiiarins piihlicris rii rI ejer- , 

! cicio de sils cargos i 
1 

l l 
i i)  Prevaricaciún ........................ 8 1 :  2 5 1) » I I) 2 i~ 1 ii 3 l )) 11 1 1 )i 1 )i ~i N )> 35 

. . ........................ 2 4 b! ~ I a l r ~ r s a c i u n  ' 3 1  2 5 2 '  4 6 5 1 1 

, 
12 1 1  8 

4 1  
5 1 ,, ! 289 

l l 
c) 0;ros (Cap. 11 al lS, S I  y S I 1  tlcl Ti- 

l 
1 

N l o \ ' i I d e l C .  P.) ............... . . .  2 n 21 ,, 2 6 4 4 >I  7 i) 3 4 1 '  3 15 11 1 1 )i 3 )) 2 2 2 2  7 2 1 JI 1 3 )) 

1 8.-Delitos contra las personas I l 

1 ... ..................... I 
a) Honiicldio ..: ), 1 )> 2 3 I 5 2 2 1 9 )) 2 )) 7) 4 1 4 1 1 9 1 9 1 1 1 116 

l 
1 :  11 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1 >> )) l 11 b h InfariticiGu 3 IJ 11 1 )1 4 2 ) )  4 3 I I  2 1, )1 2 11 2 2 >) 

1 I 
l " 

,, 1 44 
1 ........................... ... c! -4borto » ' 1 4 8 ' » 1 8 » 2 6 1 1 1  5 37 15 2 1 7 11 , 2 1 , i> 394 

I " 1 6 '  )) 10 

d) Lesionr-5 ..; .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  38 78 329 263 

l 9 . - o  .................................... 
l 

. . . . . . . . . . . .  . 10.-Driiior ionrra Ir honcitidid 1 14 31 83 39 3.735 

...... ......... N 1 l.-Di!iioí- contra el liorior ..: 2 5 9 9 ' 494 1 :  2 '  2 

9 1 1 12 1 3 12.-Uclitas cofitrz t-i ?dado civil de las personas. )) 1 )) 5 i )S 9 ~i 
' 

1 1 , -  a la l i t a  s e r i a  . . 13 19 133 1 1 3  201 13 
I 

5.448 

1 !4.-Dc-iitos contra la prcipi*darl I I 

l . . . . .......................... 
51 1-Iuriti . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  792 i) 1 39.606 

1 c) Estala . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  7.258 

l <!j Otroi ............... ..; . . . . . . . . . . . .  
!5.-Impnitiexin punibli ............... 

l 
16.-D:-'iros 4rilní4os en Lcye; ~ipicia!r 

l l 
l 

a:) i.=o cirn~!:icií~n i l e  ;~clilculo~ n motor. 
1 1 

>> 1 i> ... . . . . . . . . . . . . . . . . . .  11 >i 2 2 ) >, 2 11 , 2 4 1 ,l ' l 
1 b i Erniorail4ii ..; 11 51 

" l " 8 )) 

1 >, 8 ii )' I " ' )) l l 
c i  Orras 1-e>-is espí.cialri . . . . . . . . . . . . . . .  18 7 124 51 28 2 12 ' 12 64 7 N 4 2 1, 2.459 

' 17.-i<pti:tsc iia dc:ictivos ..................... 41 )1 3.341 

l 1 T r t ;  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  - - I 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Cmtsas pendientes en la Fiscalía de la Atcdie>zcia en 1." de enero de 1965, ingresadas desde esta fecha hasta el 31 de di&emhre de 1965 y pendientes de despacho 
en las mismas en 1." de enero de 1966 

AUDIENCIA DE 

Pendientes 
en l~lccnlia 
en 1: de 

enero 
de 1965 

................................. i3alcares ..I 
Garcclon:i .............................. ..l 187 

Ciíccrcs ................................. 
. 10, CAdii: ..................... ..: .............. 

I ................................. Castcll<iii 14 

Ciudad Rcal ... ..; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1, 

Cijrdoba .................................... 39 

. . Coruña .................................... 11 

Gcronn ..: 
Granada 

Guadalajara ..................... ;.: 
Guipúzcoa 

LU&O I .................................... 
Madrid ... ;.: ........................... :]: 530 1 

1-Iuesca .................................... 
. . Ja6n ....................................... 

Las Pnlnias ................................. 

Navarra ..., I .............................. . ./ )> 

11 

6 

I> 

Palencia ........................ 
Pontevedra 

Tenerifc ................................. .d. II 

Zaragoza ................................. 1) 

Trib. (le Orden Público .................. >'/i >> 

I 
Total .................................... ..l 1.026 

Ingresadas 
desde 

1.' de enero 
d e  1905 
a 31 de 

dlclembre 

931 

1.261 

1.787 

1 .S13 

TOTAL 

931 

1.261 

1.787 

1.813 

5.075 

767 

2.476 

3.457 

26.675 

so3 

1.276 

3.W9 

1.674 

1.324 

3.596 

5.295 

751 

3.892 

3.898 

520 

3.369 

1.906 

1.375 

2.829 

3.227 

2.707 

2.667 

1 .O52 

1.368 

20.373 

7.667 

4.147 

1.748 

2.085 

1.118 

4.283 

1.873 

3.772 

2.771 

898 

8.991 

624 

2.295 

954 

1.985 

8.304 

2.~76 

6.378 

945 

3.352 

308 

178.867 

l 

Pendiente, 
en 

Flscalía 
en  l.' de 

enero 
de 1966 

>) 

Para 
Juic:o oral 

28 1 

DESDE 

Para cobre- 
seimlcnio 

Ilbre 

8 

11 278 

5.075 1 1.348 120 

25 

118 

782 

88 

5 

17 

213 

59 

21 

17 

841 

4 

41 

582 

10 

4 

69 

89 

3 1 

119 

71 

127 

11 

12 

66 

32 

223 

1 

35 

11 

189 

12 

47 

50 

56 

47 

5 

19 

6s 

108 

129 

5 

6 

7 1 

48 

15 

4.896 

DESPACHADAS 
1.' DE ENERO 

Para <obre- 
w,miento 

PrOVi~iOIIFi~ 

55 1 

2.476 767 1 
3.457 

26.862 

803 

1.276 

4.058 

1.688 

1.324 

3.635 

5.295 

75 1 

3.892 

3.898 

520 

3.369 

1.906 

954 

503 

3 

145 

575 

920 

5.316 

553 

240 

970 

417 

312 

649 

830 

203 

550 

709 

n 
966 

407 

3.088 

513 

1.271 

1.554 

20.359 

19s 

97 1 

1.994 

1 .O05 

923 

1 2.464 

2.953 

461 

2.653 

2.177 

393 

1.963 

1.355 

875 

1.719 

1.975 

1.905 

1.326 

580 

786 

14.499 

5.282 

2.61 1 

1.185 

1.391 

693 

3.083 

1.481 

1.837 

1 .S42 

688 

6.872 

456 

1.527 

679 

1.217 

5.527 

1.629 

4.437 

,556 

2.288 

152 

117.185 

I 

;POR 
A 31 DE 

Para 
inhlbici0n, 
incompe- 

teiiria, elc 

15 

21 

139 

814 

1.375 

113 

8 

45 

33 

151 

n 
22 

280 

22 

12 

203 

18 

22 

25 

116 

7 

27 

13 

23 

271 

32 

28 

16 

18 

196 

185 

77 

47 

1 34 

181 

7 

66 

12 

427 

234 

7 

30 

6 

194 

12 

13 

1 32 

94 

504 

7 

97 

12 

4.322 
I 

FISCALIA 
DICIEMBRE 

Para 
archivo total 

por 
rebelciia 

31 

367 

415 

411 

316 

5 1 

141 

4 

21 

101 

674 

17 

26 

86 

35 

20 

36 

51 

3 

57 

34 

5 

162 

19 

11 

34 

53 

55 

26 

19 

20 

952 

176 

42 

25 

30 

13 

69 

14 

59 

68 

2 

1 02 

3 

42 

6 

19 

186 

18 

130 

10 

'75 

1) 

- 

3.920 1 
i 

DE 1'963 

Para 
re)wsic:ún 

a 
sumarlo 

45 

3," 1 697 

28 

22 

14 

1 
TOTAL 

de 
causa5 

despacliadaq 

93 1 

2.707 

2.667 

1 .O52 

213 

72 

448 

67 

132 

3 

1, 

492 

113 

36 

251 

602 

58 

566 

280 

28 

347 

43 

10 

358 

-3.5 1 

90 

743 

131 

112 

529 

529 

364 

8 

155 

160 

146 

96 

438 

258 

33 

674 

75 

12 

50 

272 

158 

1 99 

53 

88 

66 

9 

11.176 
I 

558 

429 

293 

100 

24 

101 1.261 

5.023 j/ 53 

767 11 >I 

2.476 11 II 

3.457 / /  11 

l.3681 242 

n3 

809 

26.720 1 
1 

1.276 1 
4.035 

1.651 

1.324 

3.620 ( 
5.295 

75 1 

3.892 

3.898 

520 

3.369 

1.906 

1.375 

21LW3 

7.667 

4.147 

1.748 

2.085 

1.118 

4.308 

1.873 

3.772 

2.771 

898 

8.999 

624 

2.295 

954 

1.985 

8.304 

l> 

11 

142 

>, 
11 

23 

37 

:5 

>) 

I> 

>I 

1) 

l> 

>I 

1) 

I> 

7 

4.022 

1.571 

854 

395 

293 

234 

755 

258 

964 

589 

112 

1.267 

79 

501 

139 

356 

2.172 

331 

3.227 

6.396 

778 

1.052 

1.368 

20. 253 

7.667 

4.147 

1.748 

2.085 

1.118 

4.30s 

1.873 

3.772 

2.771 

898 

8.992 

624 

2.295 

954 

1.985 

8.304 

2.276 

179.893 

/ )I 

750 

I> 

II 

>1 

11 

II 

I> 

>> 
1 

>> 

>I 

>> 

7 

>> 

11 

11 

>> 

11 

37.336 

6.361 1 
945 

3.352 

1 )) 

ii 

308 11 l >  

178.835 1 1.058 
1 '  

I( 



Esfado núm. 4 

F I S C A L I A  D E L  T R I B U N A L  S U P R E M O  
-- 

Juicios orales terminaaos aesde l." de enero a 31 de diciembre de 196.5 

AUDIENCIA DE 

León ... :.a ................................. 

Lugo ....................................... 

Orense .................................... 

Pontevedra ................................. 

Soria ....................................... 

Valladolid .................. ..: ............ 

Zanlora ...... ; .............................. 
Zaragoza .................................... 
Trib. de Orden Público .................. ..., 



Estado núm. S 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Resumen de todos 10s asuntos, sin distinción de procedimientos, despachados por la Fiscalía de la Audiencia desde l." de enero a 31 de diciembre de 1965 



Estado núm. 6 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tratnitados en los ?ttzgados de l." I~utaricia en qzie ha intervenido el Ministerio Fiscal desde l." de enero a 31 de diciembre de 1965 



Estado núm . 7 l 
FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en la Audiencia Territorial en que ha intervenido el Ministerio Fiscal desde 1." de enwo 

a 31 de dia'embre de 1965 

AUDIENCIA 
TERRITORIAL 

Albacete .., .............. 
Barcelona .............. 
Baleares ................. 
Buigos ................. 
C!tccres ........;........ 
Coruñ:~ . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Granada ................. 
Las Palmas ... ........... 
Madrid ................. 
O\*icdo ................. 
Pnr~~plonn ................. 
Sevilla .................... 
T~alcncin ................. 
T~allndolid ................. 
Zaragoza ................. 

Total ... .., ................. 

COMPE- 
TENCIAS 

2 

13 

11 

1 

2 

5 

2 

11 

95 

1 

1 

3 

7 

11 

2 

134 

JURISDICCION 
CONTENCIOSA . 

'On 
a las 
personas 

4 

15 

1) 

11 

1 

9 

3 

4 

2.413 

1 

1 

6 

1 

8 

1 

2.467 

Con relaelún 
a 1% Cosas 

1 

19 

11 

12 

11 

63 

2 

1) 

317 

4 

1 

2 

11 

4 

4 

429 

JURISDICCION 
VOLUNTARIA 

-v. 
Con reladón 

1 

24 

3 

, , 
J> 

1 42 

2 

1 

790 

JI 

I 

4 

1 

11 

1 

970 

TOTAL 
& aruntaa 
despachados 

10 

71 

5 

13 

3 

457 

9 

1 1  

3.731 

6 

5 

18 

9 

12 

8 

4.368 

FUNCIONARIOS QUE LOS HAN DESPACHADO 

I 

2 

1) 

2 

,, 

11 

238 

,1 

6 

116 

11 

1 

3 

JJ 

11 

11 

368 

10 

11 

1 

9 

3 

3 

9 

8 

11 

6 

I 

15 

4 

11 

7 

76 

Aspirantes 

11 

1) 

11 

11 

11 

11 

II 

11 

11 

)1 

11 

11 

JJ 

11 

11 

M 

L 

Teniente 
Ffscnl 

11 

25 

1 

4 

11 

163 

11 

3 

11 

II 

4 

2 

JJ 

2 

1 

20.5 

Fiscales 

8 

46 

3 

1) 

J1 

291 

11 

IJ 

3.731 

)1 

11 

1 
5 

10 

2) 

4.087 



Cartsas pol. delito3 previstos en la Ley de ziso y ciirulación de vehículos n motor 

Estado núm. 8 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



Estado núm. 9 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



Estado núm . 10 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Procedimientos incoados en virtud de la Le'/ de Vazos y Maleantes desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1965 

AUDIENCIA 

Baleares .................. 
Barcelona .............. 
CAdiz (San Roque) ........ 
Granada ................. 
Guipúzcoa . . . . . . . . . . . . . .  
Las Palmas .............. 
Madrid ................. 
hIAlaga . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Sevilla ................. 
Valencia .................. 
Vizcaya .................. 
zaragora .................. 

.................... Total 

Penüientw 

en 

1.' de enero 

de 1965 

N 

31 

8 

31 

71 

9 

1 66 

8 

110 

1 02 

9 

19 

564 

InCWddC6 

desde 1: dc 

enero a 31 

de üiciembrc 

de 196ó 

199 

926 

1 34 

121 

205 

39 

735 

112 

562 

258 

242 

1 28 

3.581 

TOTAL 

119 

957 

142 

1% 

276 

48 

901 

120 

PROCESOS POR EL ART . 
2 . DE E 

TERMINADOS 
-. 

Con 
absoluclún 

17 

125 

1 90 

56 

23 

27 

43 

34 

Pendientes 

en 31 de 

üiciembre 

de 1965 

2 

246 

13 

35 

74 

8 

141 

6 

PROCESOS POR EL ART . 

1 3.' DE LA LEY 

TERMINADOS Inhlbidos - 
con 

condena 

73 

210 

31 

49 

85 

13 

677 

62 

337 

57 

91 

43 

1.728 

672 111 

360 120 

163 

103 

58 

46 

895 

absoluci6n 

1 

18 

)) 

M 

)I 

)) 

>> 

>> 

)> 

1 

JI 

2 

22 

251 

147 

71 

20 

A 

condena 

33 

12 

6 

13 

154 737 

11 

86 

M 

11 

>> 

N 

>> 

4 

28 

67 

25 

23 

609 

26 

272 

8 

12 

94 

N 

40 

14 



FISCALIA DEL TRIBUNAL S U P R E M O  

RESUMEN de los asuntos despachados por esta FiscalZa en materia civil desde l." de enero a 31 de diciembre 
de 1965 

Número 
de asuntos 

1) 

n 

439 

3 

62 

N 

1) 

1) 

11 

11 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

.............................. Recursos de casación preparados por el Fis- Desistidos 1 .................................... cal Interpuestos ...... ..., .................. 
I Despachados con la nota de ~T'istosl, ... 

íd. fd. de i<Visto)i ... 
............ Combatidos en la admisión 

......... Con dictamen de improcedencia 

1) de procedentes ............ 
... >) de nulidad de actuaciún 

1) absteniéndose ............ 
11 adhiriéndose ... ,., ......... 

Civil . . . . . . . . . . . . .  
Sala primera de lo 

I Incompetencia Sala ...................... 1) 

1 
Recursos de casaci6n ititerpuestos por las 

........................... ... partes ;., 

Recursos de audiencia en justicia ....................................... ..; ...... 
id. de queja ....................................... ..; ........................ 

Cuestiones de competencia ........................ ...! ........................... 
i Expedientes de ejecución de sentencias extranjeras ................................. 

Demandas de responsabilidad civil ....... .; ....................................... 
DictAmenes de tasación de costas ................................................ 

.........;. ................................................... Intervenciones varias : 

TarAL .............................. 

1) 

I> 

42 

)I 

I) 

>) 

48 

594 



Estado núm. 19 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia social desde 
l." de enero a 31 de diciembre de 1965 

7 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

.............................. 1 ............ Desistidos 
Recursos preparados por el Fiscal 

Interpuestos ........................... 
................................. Varios 

<(Visto)> ................................. 
............ Combatidos en la admisión 

......... . . . . .  Sala sexta de lo  recurso^ interpuestos por les partes ( Coii dictamrn 11s iniprocedeiites 

social.. .......... ( )I d e  procedentes ............ 
N nbstcni6ndose ............ 

Nulidad de act~taciones .................. 
Recursos de revlsión interpuestos por las partes .................................... 

............... Competentes J. Laboral .................. \ Competencias T. Central 
Tncornpetentes J.  Laboral ............... 

Númem 
de asuntos 

9 

31 

82 
43 

596 

193 
)) 

21 

1 

141 

166 

1.283 



Estado núm. 13 

FISCALIA D E L  TP-IBUNAL S U P R E M O  

RESUMEN de los asuntos cl-iminales despachados por esta Fiscalía desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1965 

N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  Número 

de asuntos 

I 

( Procedimientos atribuidos al Tribunal Supremo en Pleno, constituido en Sala de Jus- 

Recursos de casación por quebrantamiento Sostenidos ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... 
de forma, por los Fiscales >.' Desistidos ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... . . 

ticia ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ;., ... ... ... ... ... ... ... ... ... 
Recursos de casación por infracción de ley Interpuestos ... ... ... ... ... ... ... ... ... 

preparados por los Fiscales ... ... ... ... Desistidos ... ... ,.. ..: ... ... ... ... ... ... 

11 

170 

54 

Sala segunda de lo 
Criminal. . . . . . . . . . 

Interpuestos por las partes ... ... ... ... ... Recursos dc revisi6n ... ... ... ... ... ... ... 
por el Fiscal ... ... ... ... ... 

. . Interpuestos por las partes ... ... ... ... 
Recursos de súplica ... ... ... ... ... ... ... ... 

por el Fiscal ... ... ... ... ... 
1 Apovarlos total o parcialmente ... ... ... 

4 

8 

11 

31 

Recursos de casación interpuestos Por las totalmente o en parte ... ... 
partes : acordado en Tunta de Fiscal a. 
respecto de ellos ... ...-..., ... ... ... ... ..: ) Formular o apoyar adhesión ... ... ... ... 

( Combatirlos en la admisión ... ... ... ... 
Recursos de casación admitidos de derecho en beneficio de los reos ... ... ... ... ... 

Id. íd. interpuestos íd. id. id. ... ... ... ... ... 
Recursos de casación desestimados por tres Interpuestos en beneficio de los reos ... 

Letrados ... . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . ... Despachados con la nota «Visto>) ... ;.a 

Con dictamen de procedentes ... ... ... ... 
Recu.rsos de queja ... ... ... ... ... ;., ... ... 

de improcedentes ... ... ... 
Competencias Especiales ;.? .. . . . . . .. ... ... ... .. . .. . . . . . . . . . . . .. .. . . . . . .. ... . . . ... 
Causas cuyo conocimiento estA atribuido a la Sala de lo Criminal del Tribunal Su- 

premo ... ... ... ..; ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ..., ... ... ... 
1 Dictámefies de tasación de costas ... ... ... ..., ... ..; ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... / 995 

de varios ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... i.i 
T m  ... ... ... ;., ... ... .. . ... 



Estado núm. 14 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los astnztos gubernativos m los qtce ha intervenido la Fiscalía desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1965 

I 

l 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gobierno, Presidencia de 

cste Tribunal Supren~o y Consejo Judicial ... ... ... ... ... ... ... ... ... 
Consultas a los efectos del art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento criminal. 

Causas en que se han dado instmcciones a los Fiscales de las Audiencias. 

FUNCIONARIOS QUE LO X4N DESPACH.4DO 1 ,  1 i 
I 

EL / Ten%te ' Flscal Fism1 

' 1  Causas reclamadas a los efectos del art. 538, núm. 15, de la Ley Orginica 

del Poder judicial ... ... ... ... ... ... ... ... ... .., ... ... ... ... ... ... ! 

I F1acale;i TOT.4LES 

i l Entrada ... . . . . . . . .. .. . ... 
Comunicaciones registradas ... ... ... ... ... i . Salida ... ;.; ... ... ... ... 

Denuncias ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... 
Consultas de los Fiscales ;., ... .. . ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ..; 

» ' ) ¡  

1 56 » ,. 

1 
n :, >1 

' 1  :: :: l 6.106 

~~~~~~t~~ 

Flscal 

1 lg4 l 1 
27 1 229 

)) 

II 

28 

11 

Juntas celebradas con los señores Tenientes y i\bogados fiscales del Tri- 

bunal ... ... .. . . .. ... . .. ... ... . . . . . . ... ... ... .. . .. . .. . . .. . . . .. . ... .. . 

! 
11 II 

l I 
N ), 1 N 

I ! 

Generales 
Y 1 

Abogado.; 
1 '  

Fiscales 1 ,  
11  

1 

56 

i 
63 , 22 ' I> 

1 
90 

462 

I 

l l 
11 >) 1 1 I 

)> >I 

II 

28 ' 11 I, 


